
﻿

  TODO IVA 







TODO IVA


 COORDINADOR

Francisco M. Mellado Benavente

Inspector de Hacienda del Estado (Excedente)

AUTORES

Javier Argente Álvarez

Inspector de Hacienda del Estado (Excedente)

Ángel Márquez Rabanal

Inspector de Hacienda del Estado en activo

Francisco M. Mellado Benavente

Inspector de Hacienda del Estado (Excedente)

Antonio José Rodríguez Vegazo

Inspector de Hacienda del Estado (Excedente)








  TODO IVA 






 

Edición:  Mayo 2023





ISSN Electrónico: 2386-3234







Diseño por LA LEY Soluciones Legales, S.A.



© LA LEY Soluciones Legales, S.A. Todos los derechos reservados. A los efectos del art. 32 del Real Decreto Legislativo 1/1996, de 12 de abril, por el que se aprueba la Ley de Propiedad Intelectual, LA LEY Soluciones Legales, S.A., se opone expresamente a cualquier utilización del contenido de esta publicación sin su expresa autorización, lo cual incluye especialmente cualquier reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación, transmisión, envío, reutilización, publicación, tratamiento o cualquier otra utilización total o parcial en cualquier modo, medio o formato de esta publicación.

Cualquier forma de reproducción, distribución, comunicación pública o transformación de esta obra solo puede ser realizada con la autorización de sus titulares, salvo excepción prevista por la Ley. Diríjase a Cedro (Centro Español de Derechos Reprográficos, www.cedro.org) si necesita fotocopiar o escanear algún fragmento de esta obra.

El editor y los autores no asumirán ningún tipo de responsabilidad que pueda derivarse frente a terceros como consecuencia de la utilización total o parcial de cualquier modo y en cualquier medio o formato de esta publicación (reproducción, modificación, registro, copia, explotación, distribución, comunicación pública, transformación, publicación, reutilización, etc.) que no haya sido expresa y previamente autorizada.

El editor y los autores no aceptarán responsabilidades por las posibles consecuencias ocasionadas a las personas naturales o jurídicas que actúen o dejen de actuar como resultado de alguna información contenida en esta publicación.

LA LEY SOLUCIONES LEGALES no será responsable de las opiniones vertidas por los autores de los contenidos, así como en foros, chats, u cualesquiera otras herramientas de participación. Igualmente, LA LEY SOLUCIONES LEGALES se exime de las posibles vulneraciones de derechos de propiedad intelectual y que sean imputables a dichos autores.

LA LEY SOLUCIONES LEGALES queda eximida de cualquier responsabilidad por los daños y perjuicios de toda naturaleza que puedan deberse a la falta de veracidad, exactitud, exhaustividad y/o actualidad de los contenidos transmitidos, difundidos, almacenados, puestos a disposición o recibidos, obtenidos o a los que se haya accedido a través de sus PRODUCTOS. Ni tampoco por los Contenidos prestados u ofertados por terceras personas o entidades.

LA LEY SOLUCIONES LEGALES se reserva el derecho de eliminación de aquellos contenidos que resulten inveraces, inexactos y contrarios a la ley, la moral, el orden público y las buenas costumbres.

Nota de la Editorial: El texto de las resoluciones judiciales contenido en las publicaciones y productos de LA LEY Soluciones Legales, S.A., es suministrado por el Centro de Documentación Judicial del Consejo General del Poder Judicial (Cendoj), excepto aquellas que puntualmente nos han sido proporcionadas por parte de los gabinetes de comunicación de los órganos judiciales colegiados. El Cendoj es el único organismo legalmente facultado para la recopilación de dichas resoluciones. El tratamiento de los datos de carácter personal contenidos en dichas resoluciones es realizado directamente por el citado organismo, desde julio de 2003, con sus propios criterios en cumplimiento de la normativa vigente sobre el particular, siendo por tanto de su exclusiva responsabilidad cualquier error o incidencia en esta materia.

LA LEY Soluciones Legales, S.A.

C/ Collado Mediano, 9

28231 Las Rozas (Madrid)

Tel: 91 602 01 82

e-mail: clienteslaley@wolterskluwer.es

https://www.laley.es

[image: ]







  Presentación 







Presentación


 El Impuesto sobre el Valor Añadido constituye la figura central del sistema español de imposición indirecta. Recae sobre el consumo y grava las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas por empresarios y profesionales, las adquisiciones intracomunitarias de bienes, así como las importaciones de bienes.

El IVA es un impuesto indirecto, grava una manifestación indirecta de la capacidad económica como es el consumo, grava a los destinatarios finales de los bienes o servicios con independencia de sus circunstancias personales y de su capacidad económica.

La manera de llegar al consumidor final es a través de la repercusión del impuesto en las distintas fases de producción o distribución de bienes y servicios, y para evitar una tributación acumulada en cadena se permite la deducción del impuesto soportado por cada sujeto pasivo del IVA, consiguiendo con ello la neutralidad del impuesto.

El IVA es un impuesto armonizado de la Unión Europea, regulado en Directivas Comunitarias, a las que deben ajustarse la legislación interna de cada Estado, que sólo pueden introducir ciertas matizaciones al mismo en cuanto es un impuesto exigible en todo el Mercado Europeo. Actualmente es la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del IVA, la norma básica comunitaria del IVA, que ha sido objeto de numerosas modificaciones; así, recientemente podemos citar la Directiva (UE) 2020/2020 del Consejo, de 7 de diciembre de 2020, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, en lo relativo a medidas temporales en relación con el IVA aplicable a las vacunas contra la COVID-19 y los productos sanitarios para diagnóstico in vitro de esta enfermedad en respuesta a la pandemia COVID-19; o la Directiva (UE) 2021/1159 del Consejo, de 13 de julio de 2021, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, en lo que respecta a las exenciones temporales relativas a las importaciones y a determinados suministros, en respuesta a la pandemia de COVID-19; la Directiva (UE) 2022/542 del Consejo, de 5 de abril de 2022, por la que se modifica las Directivas 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, y la Directiva (UE) 2020/285 del Consejo, de 18 de febrero de 2020, en lo que respecta a los tipos del Impuesto sobre el Valor Añadido, o la Directiva (UE) 2022/890 del Consejo, de 3 de junio de 2022, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE en lo que respecta a la prórroga del período de aplicación del mecanismo opcional de inversión del sujeto pasivo en relación con determinadas entregas de bienes y prestaciones de servicios susceptibles de fraude, y del mecanismo de reacción rápida contra el fraude en el ámbito del IVA.

El IVA es utilizado por la UE y los distintos gobiernos cada vez más frecuentemente en su política fiscal en cuanto es una gran fuente de ingresos públicos y los incrementos del mismo son más asumibles políticamente que los incrementos de los impuestos directos como el IRPF; ello conociendo que el IVA es un impuesto netamente regresivo al gravar a todos los contribuyentes igual con independencia de su capacidad económica.

En España la normativa básica reguladora del IVA es la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido (LIVA) y el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto (RIVA).

En esta obra se analiza el IVA con amplitud y exhaustividad, en toda su extensión, contemplando además todas las novedades introducidas para el año 2023, mediante un equipo de especialistas en la materia que trabajan alejados de posiciones dogmáticas, con el objetivo puesto en hacer comprender al lector la no poco complicada técnica que requiere la materia, mediante sencillas explicaciones, abundantes consultas de la Dirección General de Tributos, numerosos ejemplos y supuestos prácticos.

Destacamos un capítulo específico para el IVA en los Concursos de Acreedores, dado el gran número de contribuyentes, acreedores y deudores, que se han visto afectados por estas situaciones.

Asimismo, habida cuenta de la importancia que tanto para el contribuyente como para el profesional tributario poseen en la actualidad las obligaciones formales con la Administración tributaria, en el manual se realiza un pormenorizado análisis de todas ellas, dedicando un capítulo completo a su desarrollo.

Por otro lado, para reforzar el carácter práctico del manual, se incluye un amplio capítulo de supuestos prácticos al final de la obra.

NOVEDADES 2023

1. Se amplían las exenciones en el marco de la política común de seguridad y defensa. Modificación de los artículos 16.3º; 22.Diez y Once; y 62 LIVA, por el artículo 72 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado para el año 2023 (en adelante, LPGE 2023).

Con efectos desde 1 de julio de 2022 y vigencia indefinida, con el fin de trasponer la Directiva (UE) 2019/2235 del Consejo, de 16 de diciembre de 2019, y establecer un régimen de exenciones similar al ya previsto para las Fuerzas Armadas de cualquier Estado miembro de la OTAN, para otros Estados miembros que participan en actividades en el marco de la política común de seguridad y defensa, se declaran exentas:


	
• Las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas para las Fuerzas Armadas de cualquier Estado miembro distinto de España.

	
• Las entregas de bienes y las prestaciones de servicios efectuadas con destino a otro Estado miembro y para las Fuerzas Armadas de cualquier Estado miembro distinto del propio Estado miembro de destino.En ambos casos, destinadas al uso de dichas Fuerzas o del personal civil a su servicio, o para el abastecimiento de sus comedores o cantinas, siempre que dichas Fuerzas estén afectadas a un esfuerzo de defensa realizado para llevar a cabo una actividad de la Unión en el ámbito de la política común de seguridad y defensa.





2. En la localización de servicios, cambio en la regla de utilización o explotación efectiva. Modificación del artículo 70.Dos LIVA, por el artículo 73 de la LPGE 2023.

Con efectos desde 1 de enero del 2023 se modifica la aplicación de la regla de utilización o explotación efectiva que permite la sujeción en el territorio español de aplicación del impuesto (TAI) de aquellos servicios que, conforme a las reglas referentes al lugar de realización del hecho imponible, se entienden realizados fuera de la Comunidad, pero cuyo uso efectivo se produce en el mismo:


	
• Con carácter general se incluyen ahora todos los servicios enunciados en el art 69.Dos de la LIVA, cuando el destinatario no tenga la consideración de empresario o profesional actuando como tal; antes estaban localizados en el TAI si el destinatario era empresario o profesional actuando como tal. Así, se extiende su aplicación a los servicios intangibles a consumidores finales para garantizar la tributación en destino. Por ejemplo, los servicios prestados por un abogado establecido en el TAI a un particular residente fuera de la Comunidad pasan a tributar por el IVA español si su uso efectivo se produce en el TAI.

	
• Respecto a los servicios de seguro y financieros (art. 69.Dos.g LIVA), actividad exenta del IVA,  se consideran localizados en el TAI, sólo cuando el destinatario tenga la consideración de empresario o profesional actuando como tal.

	
• Por último, se consideran realizados en el TAI todos los arrendamientos de transporte con independencia del destinatario.



3. Se actualiza la LIVA conforme a la normativa aduanera comunitaria. Modificación de los artículos 18.Dos y Tres; 19.5º; 21.3º.7º; 22.Siete y Dieciséis; 23; 24; 83.Dos; 167.Dos; y Anexo sexto LIVA, por el artículo 74 de la LPGE 2023.


	
• Así, en el hecho imponible importación, se incluye en el mismo la ultimación del régimen de depósito distinto del aduanero de bienes previamente importados aplicando la exención prevista en el artículo 65 LIVA.

	
• En las operaciones asimiladas a las importaciones, se elimina la mención a la salida de áreas exentas como un espacio físico determinado.

	
• En las exenciones relativas a los regímenes aduaneros y fiscales, se eliminan las menciones al régimen de transformación en aduana y se incluye el régimen de zona franca.

	
• En la base imponible de las importaciones, se incluye el supuesto de bienes que abandonen el régimen de depósito distinto del aduanero cuando determine el hecho imponible importación.



4. Modificación de la Regla de Inversión del Sujeto Pasivo. Nueva redacción del artículo 84.Uno.2º -se añaden las letras d’) y e’) en la letra a) y se modifican la letra c’) de la letra a) y la letra c)- y del apartado séptimo del Anexo de la LIVA, por el artículo 75 de la LPGE 2023.

Desde el 1-1-2023, se introducen los siguientes cambios en el mecanismo de inversión del sujeto pasivo:


	
• Se extiende la aplicación de esta regla a las entregas de desechos y desperdicios de plástico y de material textil, debiendo ingresar el IVA de estas operaciones los adquirentes de dichos bienes.

	
• Se excluye de su aplicación, pasando a ingresar el IVA el prestador del servicio, a:
	
a) los servicios de arrendamientos de inmuebles sujetos y no exentos efectuados por personas o entidades no establecidas en el TAI con el objeto de que puedan acogerse al procedimiento general de deducción y devolución.

	
b) los servicios de intermediación en el arrendamiento de inmuebles efectuados por empresarios o profesionales no establecidos en el TAI para garantizar la recaudación del IVA y reducir las cargas administrativas cuando el arrendador presta servicios de arrendamiento exentos y, con carácter general, no debe presentar autoliquidaciones por este impuesto.







5. Se armoniza la normativa del IVA con la normativa comunitaria en relación con las reglas de tributación del Comercio electrónico. Se modifican los artículos 68.Cuatro y 73 LIVA, por el artículo 76 de la LPGE 2023. Se realizan una serie de ajustes técnicos:


	
• Se definen de forma más precisa las reglas de localización de las ventas a distancia intracomunitarias de bienes y el cálculo del límite de 10.000 euros que permite seguir tributando en origen cuando se trata de empresarios o profesionales que sólo de forma excepcional realizan operaciones de comercio electrónico.

	
• Se concreta que, para la aplicación del umbral de 10.000 euros, el proveedor debe de estar establecido en un único Estado miembro y los bienes deben enviarse desde dicho Estado miembro.



6. Armonización de los supuestos de modificación de la base imponible cuando el deudor es declarado en concurso de acreedores, o cuando el crédito es declarado incobrable, a la Directiva y Jurisprudencia Comunitaria. Se modifica el artículo 80.Cuatro y Cinco LIVA, por el artículo 77 de la LPGE 2023.

Las modificaciones introducidas son las siguientes:


	
• Se permite la modificación de la base imponible cuando se trate de procesos de insolvencia declarados por un órgano jurisdiccional en otro Estado miembro a los que resulte aplicable el Reglamento (UE) 2015/848, de 20 de mayo de 2015. De esta forma, la jurisprudencia comunitaria (asunto C-756/19, Ramada Storax S.A.) y la doctrina administrativa se incorporan a la LIVA.En este caso, el plazo para la modificación será de dos meses desde que finalice el plazo equivalente en la legislación concursal del Estado miembro para el llamamiento a los acreedores.



	
• En el caso de los créditos incobrables (art. 80.Cuatro LIVA):
	
- Se rebaja el importe mínimo de la base imponible cuando el destinatario moroso es un consumidor final (pasa de 300 a 50 euros, IVA excluido).

	
- Posibilidad de sustituir la reclamación judicial o requerimiento notarial previo al deudor por cualquier otro medio que acredite fehacientemente la reclamación del cobro a este deudor.



Se amplía a 6 meses (antes 3 meses) el plazo para recuperar el IVA desde que el crédito es declarado incobrable, incluyendo un régimen transitorio para que puedan acogerse al nuevo plazo los empresarios cuyos plazos de modificación no hubieran caducado a fecha 1 de enero de 2023. Letra B) del apartado Cuatro.





7. Aplicación del tipo reducido del 4% para productos de higiene femenina. Modificación del artículo 91.Uno.1.6º b) y 91.Dos.1.7º LIVA por el artículo 78 de la LPGE 2023.

Con efectos desde 1-1-2023, se establece una reducción del tipo aplicable a los tampones, compresas y protegeslips, preservativos y otros anticonceptivos no medicinales, que pasan a tributar del 10% al 4%.

8. Prórroga de los límites excluyentes del régimen simplificado y régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca. Modificación de la Disposición Transitoria decimotercera LIVA por el artículo 79 de la LPGE 2023.

Con efectos desde 1-1-2023, se prorrogan para el ejercicio 2023 los límites para la aplicación del régimen simplificado y del régimen especial de agricultura, ganadería y pesca, igual que en el IRPF.

9. Régimen fiscal especial del acontecimiento XXXVII Copa América Barcelona. La Disposición Final trigésima sexta LPGE 2023, donde se establece el régimen fiscal de este acontecimiento, señala varios beneficios en el IVA, entre los que destacan:


	
• La devolución del impuesto soportado por operaciones relacionadas con este acontecimiento a empresarios o profesionales establecidos fuera de la Comunidad, sin exigir el requisito de reciprocidad.

	
• La devolución del IVA con carácter mensual para los empresarios no establecidos en el TAI, la entidad organizadora, los equipos participantes y las personas jurídicas residentes en España constituidas con motivo del acontecimiento.



10. Tipo impositivo reducido aplicable temporalmente a las a las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de gas natural, briquetas y "pellets" procedentes de la biomasa y a la madera para leña. Artículo 1 RD-ley 20/2022, de 27 de diciembre, y DA 16ª RD-ley 1/2023, de 10 de enero.


	
10.1 Con efectos desde el 1 de enero de 2023 y vigencia hasta el 31 de diciembre de 2023, se aplicará el tipo del 5% del IVA a las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de gas natural, briquetas y "pellets" procedentes de la biomasa y a la madera para leña.

	
10.2 El tipo del recargo de equivalencia aplicable, durante el ámbito temporal mencionado en el apartado anterior, a las entregas de briquetas y "pellets" procedentes de la biomasa y a la madera para leña será el 0,62%.



11. Prorroga del Tipo del 4% a las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de las mascarillas quirúrgicas desechables referidas en el Acuerdo de la Comisión Interministerial de Precios de los Medicamentos, de 12 de noviembre de 2020, prevista en el artículo 7 del RD-ley 34/2020, de 17 de noviembre, de medidas urgentes de apoyo a la solvencia empresarial y al sector energético, y en materia tributaria, se prorroga hasta el 30 de junio de 2023. Artículo 2 RD-ley 20/2022, de 27 de diciembre.

12. Prórroga del tipo impositivo del 0% a las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de determinados bienes y prestaciones de servicios necesarios para combatir los efectos del SARS-CoV-2, así como a efectos del régimen especial del recargo de equivalencia, prevista en la Disposición Final séptima del RD-ley 35/2020, de 22 de diciembre, de medidas urgentes de apoyo al sector turístico, la hostelería y el comercio y en materia tributaria. Se prorroga hasta el 30 de junio de 2023. Artículo 2 RD-ley 20/2022, de 27 de diciembre.

13. Aplicación del tipo del 5% a las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de energía eléctrica, con efectos desde el 1 de julio de 2022 y vigencia hasta el 31 de diciembre de 2023, para hacer frente a situaciones de vulnerabilidad social y económica, efectuadas a favor de:


	
• Titulares de contratos de suministro de electricidad, cuya potencia contratada (término fijo de potencia) sea inferior o igual a 10 kW, con independencia del nivel de tensión del suministro y la modalidad de contratación, cuando el precio medio aritmético del mercado diario correspondiente al último mes natural anterior al del último día del periodo de facturación haya superado los 45 €/MWh.

	
• Titulares de contratos de suministro de electricidad que sean perceptores del bono social de electricidad y tengan reconocida la condición de vulnerable severo o vulnerable severo en riesgo de exclusión social, de conformidad con lo establecido en el RD 897/2017, de 6 de octubre, por el que se regula la figura del consumidor vulnerable, el bono social y otras medidas de protección para los consumidores domésticos de energía eléctrica. Artículo 3 RD-ley 20/2022, de 27 de diciembre.



14. Tipo impositivo aplicable temporalmente del Impuesto sobre el Valor Añadido a determinadas entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de alimentos, así como a efectos del recargo de equivalencia. Artículo 72 RD-ley 20/2022, de 27 de diciembre y DA 16ª RD-ley 1/2023, de 10 de enero.

Con efectos desde el 1 de enero de 2023 y vigencia hasta el 30 de junio de 2023:


	
14.1 Se aplicará el tipo del 5% del IVA a las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de los siguientes productos:
	
• Los aceites de oliva y de semillas.

	
• Las pastas alimenticias.



El tipo del recargo de equivalencia aplicable a estas operaciones será del 0,62%.

No obstante, el tipo impositivo aplicable será el 10% a partir del día 1 del mes de mayo de 2023, en el caso de que la tasa interanual de la inflación subyacente del mes de marzo, publicada en abril, sea inferior al 5,5%. En este caso, el tipo del recargo de equivalencia aplicable a estas operaciones será del 1,4%.



	
14.2 Se aplicará el tipo del 0% del IVA a las entregas, importaciones y adquisiciones intracomunitarias de los siguientes productos:
	
• El pan común, así como la masa de pan común congelada y el pan común congelado destinados exclusivamente a la elaboración del pan común.

	
• Las harinas panificables.

	
• Los siguientes tipos de leche producida por cualquier especie animal: natural, certificada, pasterizada, concentrada, desnatada, esterilizada, UHT, evaporada y en polvo.

	
• Los quesos.

	
• Los huevos.

	
• Las frutas, verduras, hortalizas, legumbres, tubérculos y cereales que tengan la condición de productos naturales de acuerdo con el Código Alimentario y las disposiciones dictadas para su desarrollo.



El tipo del recargo de equivalencia aplicable a estas operaciones será del 0%.

No obstante, el tipo impositivo aplicable será el 4% a partir del 1 de mayo de 2023 en el caso de que la tasa interanual de la inflación subyacente del mes de marzo, publicada en abril, sea inferior al 5,5%. En este caso, el tipo del recargo de equivalencia aplicable a estas operaciones será del 0,5%.



	
14.3 La reducción del tipo impositivo beneficiará íntegramente al consumidor, sin que, por tanto, el importe de la reducción pueda dedicarse total o parcialmente a incrementar el margen de beneficio empresarial con el consiguiente aumento de los precios en la cadena de producción, distribución o consumo de los productos, sin perjuicio de los compromisos adicionales que asuman y publiciten los sectores afectados, por responsabilidad social.La efectividad de esta medida se verificará mediante un sistema de seguimiento de la evolución de los precios, independientemente de las actuaciones que corresponda realizar a la Comisión Nacional de los Mercados y de la Competencia en el ámbito de sus competencias.





15. Se vuelven a prorrogar, igual que en IRPF, los límites excluyentes de la aplicación del Régimen Simplificado y del Régimen Especial de la Agricultura, Ganadería y Pesca en el ejercicio 2023, con efectos para los períodos impositivos que se inicien a partir de 1 de enero de 2023, y vigencia indefinida (art. 79 LPGE 2023).

Con esta modificación se extiende a 2023 el incremento a 250.000 euros de la magnitud de 150.000 euros establecido en la Disposición Transitoria decimotercera de la LIVA a efectos de determinados límites de exclusión del Régimen Simplificado y del Régimen de la Agricultura, Ganadería y Pesca.


	
• En relación con el Régimen Simplificado, se establece para 2023 el límite de exclusión de 250.000 euros de volumen de ingresos en el año inmediato anterior para el conjunto de las actividades empresariales o profesionales, excepto las agrícolas, forestales y ganaderas, realizadas por el sujeto pasivo. Igualmente se establece el límite de exclusión de 250.000 euros para las adquisiciones e importaciones de bienes y servicios para el conjunto de las actividades empresariales o profesionales, excluidas las relativas a elementos del inmovilizado, realizadas en el año inmediato anterior por el sujeto pasivo.

	
• En relación con el Régimen de la Agricultura, Ganadería y Pesca, se establece para 2023 el límite de exclusión de 250.000 euros para las adquisiciones e importaciones de bienes y servicios para el conjunto de las actividades empresariales o profesionales, excluidas las relativas a elementos del inmovilizado, realizadas en el año inmediato anterior por el sujeto pasivo.



Francisco M. Mellado Benavente

Inspector de Finanzas del Estado en excedencia
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Siglas y abreviaturas


 






	AEAT
	Agencia Estatal de Administración Tributaria



	AEIE
	Agrupaciones Europeas de Interés Económico



	AFN
	Activos Fijos Nuevos



	AFRO
	Activos Financieros con Retención en el Origen



	AIE
	Agrupaciones de Interés Económico



	AJD
	Actos Jurídicos Documentados



	AN
	Audiencia Nacional y sus sentencias



	ARGR
	Antiguo Reglamento General de Recaudación



	ASEA
	Área de Servicios Especiales y Auditoría



	AT
	Audiencia Territorial



	BE
	Banco de España



	BOCG
	Boletín Oficial de las Cortes Generales



	BOE
	Boletín Oficial del Estado



	BOICAC
	Boletín Oficial del Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas



	BOMH
	Boletín Oficial del Ministerio de Hacienda



	BOP
	Boletín Oficial de la Provincia



	BORME
	Boletín Oficial del Registro Mercantil



	BUP
	Boletín de la Propiedad Urbana



	CA/CCAA
	Comunidad/es Autónoma/s



	CAE
	Código de actividad y del establecimiento



	CC
	Código Civil



	CCo
	Código de Comercio



	C de la C
	Código de la Circulación



	CE
	Comunidad Europea/Constitución Española



	CECA
	Comunidad Económica del Carbón y del Acero



	CEE
	Comunidad Económica Europea



	CET
	Centro de Estudios Tributarios



	CFC
	Sociedades Extranjeras Controladas (Controlled Foreign Corporations)



	CGD
	Caja General de Depósitos



	CNAE
	Clasificación Nacional de Actividades Económicas



	CNMV
	Comisión Nacional del Mercado de Valores



	CP
	Código Penal



	CPFF
	Consejo de Política Fiscal y Financiera



	CV
	Consulta Vinculante



	DAIE
	Departamento de Aduanas e Impuestos Especiales



	DF
	Decreto Foral



	DFE
	Derecho Fiscal a la Exportación



	DFI
	Derecho Fiscal a la Importación



	DF Leg.
	Decreto Foral legislativo



	DG
	Dirección General



	DGAIE
	Dirección General de Aduanas e Impuestos Especiales



	DGCHT
	Dirección General de Coordinación con las Haciendas Territoriales y sus consultas



	DGCGC y CT
	Dirección General del Centro de Gestión Catastral y Cooperación Tributaria



	DG Cont.
	Dirección General de lo Contencioso del Estado



	DGIFT
	Dirección General de Inspección Financiera y Tributaria



	DGRN
	Dirección General de los Registros y del Notariado



	DGRP
	Dirección General de Rentas Públicas



	DGT
	Dirección General de Tributos y sus consultas



	DGTPF
	Dirección General del Tesoro y Política Financiera



	DIFT
	Departamento de Inspección Financiera y Tributaria



	DL/DDLL
	Decreto-Ley/Decretos-Leyes



	DM
	Documentos Mercantiles



	DN
	Documentos notariales



	DOCE
	Diario Oficial de las Comunidades Europeas



	DR
	Departamento de Recaudación



	DSP
	Derechos de suscripción preferentes



	DUA
	Documento Único Administrativo



	ECU
	Unidad Monetaria Europea (European Currency Unit)



	ED
	Estimación Directa



	EEE
	Espacio Económico Europeo



	EFTA
	Asociación Europea de Libre Comercio (European Free Trade Association)



	EO
	Estimación Objetiva



	EOC
	Estimación Objetiva por Coeficientes



	EOFR
	Estatuto Orgánico de la Función Recaudatoria



	EPI
	Estatuto Propiedad Intelectual



	ERE
	Expedientes de Regulación de Empleo



	ET
	Estatuto de los Trabajadores



	ETC
	Estudio Técnico de Contabilidad y Asuntos Tributarios



	ETM
	Estudios Técnicos Mercantiles



	ETVE
	Entidades de Tenencia de Valores Extranjeros



	FCR
	Fondos de Capital-Riesgo



	FEP
	Fondo de Educación y Promoción



	FEPC
	Fondo de Educación y Promoción Cooperativa



	FEREDE
	Federación de Iglesias Reformadas de España



	FII
	Fondos de Inversión Inmobiliaria



	FIM
	Fondos de Inversión Mobiliaria



	FIAMM
	Fondos de Inversión en Activos del Mercado Monetario



	FJ/FFJJ
	Fundamento/s Jurídico/s



	FRO
	Fondo de Reserva Obligatorio



	FTH
	Fondos de Titulización Hipotecaria



	GATT
	Acuerdo General sobre Aranceles de Aduanas y Comercio



	GEBIENR
	Gravamen Especial sobre Bienes Inmuebles de Entidades no Residente



	GJ
	Gigajulios



	HP
	Hacienda Pública



	IAE
	Impuesto sobre Actividades Económicas



	IBI
	Impuesto sobre Bienes Inmuebles



	ICAC
	Instituto de Contabilidad y Auditoría de Cuentas



	ICAL
	Instrucción de Contabilidad de la Administración Local



	ICCL
	Instrucción de Contabilidad de las Corporaciones Locales



	ICIO
	Impuesto sobre Construcciones, Instalaciones y Obras



	ICONA
	Instituto para la Conservación de la Naturaleza



	ICSAL
	Instrucción de Contabilidad Simplificada de la Administración Local



	IE/IIEE
	Impuestos Especiales



	IEAL
	Instituto de Estudios de Administración Local



	IEE
	Instituto de Estudios Económicos



	IEF
	Impuestos Especiales de Fabricación



	IEMT
	Impuesto Especial sobre determinados Medios de Transporte



	IEP
	Instituto de Estudios Políticos



	IEPPF
	Impuesto Extraordinario sobre el Patrimonio de las Personas Físicas



	IGIC
	Impuesto General Indirecto Canario



	IGRC
	Instrucción General de Recaudación y Contabilidad



	IGTE
	Impuesto General sobre el Tráfico de Empresas



	IIC
	Instituciones de Inversión Colectiva



	ILT
	Incapacidad Laboral Transitoria



	IMIVTU
	Impuesto Municipal sobre el Incremento del Valor de los Terrenos de Naturaleza Urbana



	INE
	Instituto Nacional de Estadística



	IMSERSO
	Instituto de Migraciones y de Servicios Sociales



	IP
	Impuesto sobre el Patrimonio



	IPS
	Impuesto sobre las Primas de Seguros



	IPSI
	Impuesto sobre la Producción, los Servicios y la Importación



	IPSFL
	Instituciones Privadas sin Fines de Lucro



	IRC
	Impuesto sobre las Rentas de Capital



	IRELA
	Instituto de Relaciones Europeo-Latinoamericanas



	IRNR
	Impuesto sobre la Renta de No Residentes



	IRPF
	Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	IRYDA
	Instituto de Reforma y Desarrollo Agrario



	IS
	Impuesto sobre Sociedades



	ISD
	Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones



	ISFAS
	Instituto Social de las Fuerzas Armadas



	ITP y AJD
	Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados



	IVA
	Impuesto sobre el Valor Añadido



	IVTM
	Impuesto sobre Vehículos de Tracción Mecánica



	L/LL
	Ley/Leyes



	LAU
	
Ley de Arrendamientos Urbanos



	LC
	Ley de Cooperativas



	LCA
	Ley de lo Contencioso-Administrativo



	LCT
	Ley de Cesión de Tributos



	LDGC
	Ley de Derechos y Garantías de los Contribuyentes



	LEC
	Ley de Enjuiciamiento Civil



	LGC
	Ley General de Cooperativas



	LGCD
	Ley General de Contrabando y Defraudación



	LGP
	Ley General Presupuestaria



	LGT
	
Ley General Tributaria



	LH
	Ley Hipotecaria



	LHL
	Ley Reguladora de las Haciendas Locales



	LHM
	Ley de Hipoteca Mobiliaria



	LIDR
	Ley del Impuesto de Derechos Reales y sobre la Transmisión de Bienes



	LIE
	Ley de Impuestos Especiales



	LIGIC
	Ley del Impuesto General Indirecto Canario



	LIP
	Ley del Impuesto sobre el Patrimonio de las Personas Físicas



	LIRNR
	Ley del Impuesto sobre la Renta de No Residentes



	LIRPF
	Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	LIS
	Ley del Impuesto sobre Sociedades



	LISD
	Ley del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones



	LIVA
	
Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido



	LJCA
	Ley de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa



	LMEA
	Ley de Modernización de las Explotaciones Agrarias



	LOFCA
	Ley Orgánica de Financiación de las Comunidades Autónomas



	LOPJ
	
Ley Orgánica del Poder Judicial



	LPA
	Ley de Procedimiento Administrativo



	LPREA
	Ley de Procedimiento para las Reclamaciones Económico-Administrativas



	LPGE
	Ley de Presupuestos Generales del Estado



	LPHE
	Ley del Patrimonio Histórico Español



	LPL
	Ley de Procedimiento Laboral



	LRFC
	Ley sobre Régimen Fiscal de las Cooperativas



	LRHL
	Ley Reguladora de las Haciendas Locales



	LRJ
	
Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado



	LRJPAC
	
Ley de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común



	LRL
	Ley de Régimen Local



	LS
	Ley sobre el Régimen del Suelo y Ordenación Urbana



	LSA
	
Ley de Sociedades Anónimas



	LSFCCAA
	Ley del Sistema de Financiación de las Comunidades Autónomas



	LSRL
	Ley sobre Régimen Jurídico de las Sociedades de Responsabilidad Limitada



	LTPP
	Ley de Tasas y Precios Públicos



	MEH
	Ministerio de Economía y Hacienda



	MPS
	Mutualidades de Previsión Social



	NF
	Norma Foral



	NLGT
	Nueva Ley General Tributaria



	NRGR
	Nuevo Reglamento General de Recaudación



	NRV
	Normas de Registro y Valoración



	OF
	Orden Foral



	OM/OOMM
	Orden/es Ministerial/es



	ONG
	Organización No Gubernamental



	ONI
	Oficina Nacional de Inspección



	ONLAE
	Organización Nacional de Loterías y Apuestas del Estado



	ONU
	Organización de las Naciones Unidas



	OPA
	Oferta Pública de Adquisición de Valores



	Ord.
	Ordenanza



	OS
	Operaciones Societarias



	PAC
	Política Agraria Comunitaria



	PADRE
	Programa de Ayuda para la Declaración de Renta



	PAP
	Plan de Ahorro Popular



	PGC
	
Plan General de Contabilidad 1990



	PGC 2007
	
Plan General de Contabilidad 2007



	PGC PYMES
	Plan General de Contabilidad Pequeñas y Medianas Empresas



	PGE
	Presupuestos Generales del Estado



	PIAS
	Plan Individual de Ahorro Sistemático



	PP
	Planes de Previsión



	PPA
	Plan de Previsión Asegurado



	PPSE
	Planes de Previsión Social Empresarial



	PYMES
	Pequeñas y Medianas Empresas



	R/RR
	Resolución/es



	RBM
	Registro de Bienes Muebles



	RCM
	Rendimiento del Capital Mobiliario



	RD/RRDD
	Real Decreto/Reales Decretos



	RDL
	Real Decreto-Ley



	RD Leg.
	Real Decreto Legislativo



	Regl. BEL
	Reglamento de Bienes de las Entidades Locales



	Regl. DU
	Reglamento de Disciplina Urbanística



	RGIT
	Reglamento General de la Inspección de los Tributos



	RGR
	Reglamento General de Recaudación



	RGREV
	Reglamento General de Revisión Administrativa



	Regl. H
	
Reglamento Hipotecario



	Regl. HL
	Reglamento de Haciendas Locales



	Regl. HM
	Reglamento de Hipoteca Mobiliaria



	Regl. IDR
	Reglamento de los Impuestos de Derechos Reales sobre Transmisión de Bienes



	RIE
	Reglamento de Impuestos Especiales



	RIGIC
	Reglamento del Impuesto General Indirecto Canario



	RIRNR
	Reglamento del Impuesto sobre la Renta de no Residentes



	RIRPF
	Reglamento del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	RIS
	Reglamento del Impuesto sobre Sociedades



	RISD
	Reglamento del Impuesto sobre Sucesiones y Donaciones



	RITP
	Reglamento del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados



	RIVA
	Reglamento del Impuesto sobre el Valor Añadido



	Regl. OFRJEL
	Reglamento de Organización, Funcionamiento y Régimen Jurídico de las Entidades Locales



	RM
	Registro Mercantil



	RP
	Registro de la Propiedad



	RPGI
	Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria



	RPGIT
	Reglamento General de las actuaciones y los procedimientos de gestión e inspección tributaria



	RPREA
	Reglamento de Procedimiento para las Reclamaciones Económico-Administrativas



	RPU
	Reglamento de Planeamiento para el desarrollo y aplicación de la Ley sobre el Régimen del Suelo y la Ordenación Urbana



	RREA
	Reglamento de Reclamaciones Económico-Administrativas



	RRM
	
Reglamento del Registro Mercantil



	RSAN
	Reglamento General del Régimen Sancionador Tributario



	S/SS
	Sentencia/s



	SA
	Sociedad Anónima



	SAL
	Sociedades Anónimas Laborales



	SAT
	Sociedades Agrarias de Transformación



	SCR
	Sociedades de Capital-Riesgo



	SDSGD
	Seguros de Dependencia Severa o Gran Dependencia



	SGH
	Secretaría General de Hacienda



	SGR
	Sociedades de Garantía Recíproca



	SII
	Sociedades de Inversión Inmobiliaria



	SIM
	Sociedades de Inversión Mobiliaria



	SIMCAV
	Sociedades de Inversión Mobiliaria y Capital Variable



	SIMF
	Sociedades de Inversión Mobiliaria de Fondos



	SMI
	Salario Mínimo Interprofesional



	SODIS
	Sociedades de Desarrollo Industrial



	SRL
	Sociedades de Responsabilidad Limitada



	TC
	Tribunal Constitucional y sus sentencias



	TEA
	Tribunales Económicos-Administrativos



	TEAC
	Tribunal Económico-Administrativo Central y sus resoluciones



	TEAP
	Tribunal Económico-Administrativo Provincial y sus resoluciones



	TEAR
	Tribunal Económico-Administrativo Regional y sus resoluciones



	TFI
	Transparencia Fiscal Internacional



	TJSEA
	Tasa sobre Juegos de Suerte, Envite o Azar



	TP
	Tesoro Público



	TPO
	Transmisiones patrimoniales onerosas



	Text. Ref. IRA
	Texto Refundido de los Impuestos Integrantes de la Renta de Aduanas



	TRITP
	Texto Refundido del Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados



	TRLCI
	
Texto Refundido de la Ley del Catastro Inmobiliario



	TRLRPFP
	Texto Refundido de la Ley Reguladora de Fondos y Planes de Pensiones



	Text. Ref. LGP
	Texto Refundido de la Ley General Presupuestaria



	Text. Ref. LRJ
	Texto Refundido de la Ley de Régimen Jurídico de la Administración del Estado



	Text. Ref. LRL
	Texto Refundido de la Ley de Régimen Local



	Text. Ref. LS
	Texto Refundido de la Ley del Suelo y Ordenación Urbana



	Text. Ref. TF
	Texto Refundido de las Tasas Fiscales



	TRLIRNR
	
Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de No Residentes



	TRLIRPF
	Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre la Renta de las Personas Físicas



	TRLIS
	
Texto Refundido de la Ley del Impuesto sobre Sociedades



	TRLOSSP
	Texto Refundido de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados



	TRLRHL
	
Texto Refundido de la ley Reguladora de las Haciendas Locales



	TRLSA
	
Texto Refundido de la Ley de Sociedades Anónimas



	TRLSC
	
Texto Refundido de la Ley de Sociedades de Capital



	TRTACA
	Tasa sobre Rifas, Tómbolas, Apuestas y Combinaciones Aleatorias



	TS
	Tribunal Supremo y sus sentencias



	TUE
	
Tratado de la Unión Europea



	UCI
	Unidad Central de Inspección



	UE
	Unión Europea



	URI
	Unidad Regional de Inspección



	UTE
	Unión Temporal de Empresas



	VPO
	Viviendas de Protección Oficial



	ZEC
	Zona Especial Canaria



	ZUR
	Zonas de Urgente Reindustrialización












  Naturaleza. Normativa aplicable y ámbito espacial de aplicación del impuesto (arts. 1, 2 y 3 LIVA) 









Capítulo I El hecho imponible






1. Naturaleza. Normativa aplicable y ámbito espacial de aplicación del impuesto (arts. 1, 2 y 3 LIVA)


 1.1.  Naturaleza (art. 1 LIVA)

El IVA es la figura central del sistema español de imposición indirecta. Recae sobre el consumo y grava las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas por empresarios y profesionales, las adquisiciones intracomunitarias de bienes, así como las importaciones de bienes.

Es un impuesto indirecto, porque grava una manifestación indirecta de la capacidad económica, como es el consumo, y además porque, normalmente, quien definitivamente soporta el impuesto (el consumidor final de los bienes o servicios), lo hace mediante la repercusión del mismo por parte de los empresarios o profesionales transmitentes, que ostentan la condición de sujetos pasivos, es decir, son los legalmente obligados a recaudar el tributo.

Es un impuesto sobre el consumo, pues grava a los destinatarios finales de los bienes o servicios, con independencia de sus circunstancias personales y de su naturaleza o personalidad.

Es un impuesto que grava el valor añadido en cada una de las fases del proceso de producción o distribución de bienes y servicios, de manera que al final del mismo la suma de los valores añadidos gravados coincide con el valor final de los bienes y servicios objeto de las operaciones sujetas al impuesto. Para ello, los empresarios o profesionales soportan inicialmente el impuesto en sus adquisiciones de bienes (de inversión o circulante) o servicios, pero lo recuperan, deduciéndolo del impuesto que, a su vez, repercute en las ventas de bienes o prestaciones de servicios que efectúan. Se traslada así el impuesto, de fase en fase, hasta el consumidor final, quien lo soporta definitivamente, siendo neutral para las fases intermedias.

El mecanismo repercusión-deducción es la característica más relevante del sistema elegido para gravar el valor añadido. Sólo los consumidores finales (contribuyentes en este impuesto) no pueden recuperar el impuesto soportado en sus adquisiciones de bienes o servicios. Se consideran consumidores finales: a) las personas físicas que no tienen la condición de empresarios o profesionales; b) quienes, teniéndola, realizan operaciones al margen de dicha condición, en cuanto a las mismas, y c) los empresarios o profesionales que no puedan deducirse el impuesto soportado en sus adquisiciones de bienes o servicios por destinar éstos a operaciones exentas o no sujetas o no ser utilizados en la actividad empresarial o profesional.

1.2.  Normativa aplicable (art. 2 LIVA)

El impuesto se exigirá de acuerdo con lo establecido en la Ley y en las normas reguladoras de los regímenes de Concierto y Convenio de los Territorios Forales. Además, en la aplicación del impuesto se tendrá en cuenta lo dispuesto en los Tratados y Convenios internacionales que forman parte del ordenamiento interno español.

La normativa estatal del impuesto, está constituida fundamentalmente por la Ley 37/1992, de 28 de diciembre, del Impuesto sobre el Valor Añadido (LIVA); y por el Real Decreto 1624/1992, de 29 de diciembre, por el que se aprueba el Reglamento del Impuesto (RIVA 1992), que ha sido objeto de continuas modificaciones, además de órdenes y otras disposiciones que afectan a este impuesto.

Es transcendental conocer que el IVA es un impuesto armonizado en los Estados miembros de la Unión Europea, de forma que la legislación interna de cada uno de ellos ha de ajustarse a las Directivas comunitarias sobre la materia, de acuerdo con los principios de primacía y eficacia directa de las normas comunitarias.

La norma comunitaria por excelencia era tradicionalmente la Directiva 77/388/CE del Consejo, de 17 de mayo de 1977, en materia de armonización de las legislaciones de los Estados miembros relativas a los impuestos sobre el volumen de negocios. Sistema Común del IVA: Base imponible uniforme (Sexta Directiva).

Tras numerosos cambios de esta Sexta Directiva, se dictó, a modo de refundición, la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del IVA, que se ha convertido, desde su entrada en vigor el 1 de enero de 2007, en la norma básica comunitaria del IVA, y que también ha sido objeto de posteriores modificaciones.

Recientemente debemos destacar los siguientes cambios en esta Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006:


	
-  Directiva (UE) 2020/284 del Consejo, de 18 de febrero de 2020, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, en lo que respecta a la introducción de determinados requisitos para los proveedores de servicios de pago.

	
-  Directiva (UE) 2020/285 del Consejo, de 18 de febrero de 2020, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido, en lo que respecta al régimen especial de las pequeñas empresas, y el Reglamento (UE) n.º 904/2010 del Consejo, de 7 de octubre de 2010, en lo que respecta a la cooperación administrativa y al intercambio de información a efectos de vigilancia de la correcta aplicación del régimen especial de las pequeñas empresas.

	
-  Directiva (UE) 2020/1756 del Consejo, de 20 de noviembre de 2020, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, relativa al sistema común del impuesto sobre el valor añadido, en lo que respecta a la identificación de los sujetos pasivos en Irlanda del Norte.

	
-  La Directiva (UE) 2020/2020, del Consejo de 7 de diciembre de 2020, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006, en lo relativo a medidas temporales en relación con el IVA aplicable a las vacunas contra la COVID-19 y los productos sanitarios para diagnóstico in vitro de esta enfermedad en respuesta a la pandemia COVID-19.

	
-  Directiva (UE) 2022/542, del Consejo de 5 de abril de 2022, por la que se modifica las Directivas 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006 y Directiva (UE) 2020/285, del Consejo de 18 de febrero de 2020, en lo que respecta a los tipos del impuesto sobre el valor añadido.

	
-  Directiva (UE) 2022/890, del Consejo de 3 de junio de 2022, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE en lo que respecta a la prórroga del período de aplicación del mecanismo opcional de inversión del sujeto pasivo en relación con determinadas entregas de bienes y prestaciones de servicios susceptibles de fraude, y del mecanismo de reacción rápida contra el fraude en el ámbito del IVA.



También tenemos que destacar el Reglamento (CE) n.o 1798/2003 del Consejo, de 7 de octubre de 2003, relativo a la cooperación administrativa en el ámbito del IVA, refundido a través del Reglamento (UE) n.o 904/2010 del Consejo, de 7 de octubre de 2010, relativo a la cooperación administrativa y a la lucha contra el fraude en el ámbito del IVA (en vigor desde 2012), y modificado con efectos desde 2021 por el Reglamento (CE) n.o 2017/2454 del Consejo, de 5 de diciembre de 2017). El Reglamento de Ejecución (UE) n.º 2018/1912 del Consejo, de 4 de diciembre de 2018, por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) n.º 282/2011 del Consejo, de 15 de marzo de 2011, en lo que respecta a determinadas exenciones relacionadas con operaciones intracomunitarias (aplicable desde 2020), y el Reglamento de Ejecución (UE) 2019/2026 del Consejo, de 21 de noviembre de 2019, por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) nº 282/2011 del Consejo, de 15 de marzo de 2011, en lo que respecta a las entregas de bienes o las prestaciones de servicios facilitadas por interfaces electrónicas y a los regímenes especiales aplicables a los sujetos pasivos que presten servicios a personas que no tengan la condición de sujetos pasivos o que realicen ventas a distancia de bienes o determinadas entregas nacionales de bienes (aplicable desde 1 de julio de 2021), y el Reglamento de Ejecución (UE) 2022/432 del Consejo de 15 de marzo de 2022, por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) nº 282/2011 del Consejo, de 15 de marzo de 2011 en lo que respecta al certificado de exención del IVA y/o de los impuestos especiales.

Además existen Tratados internacionales que afectan al impuesto; se han de mencionar como más importantes los siguientes:


	
-  Convenio con USA: Real Decreto 669/1986, de 21 de marzo.

	
-  Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede sobre asuntos económicos de 3 de enero de 1979, que fue objeto de desarrollo respecto al IVA por Orden Ministerial de 29 de febrero de 1988, regulando supuestos de exención y no sujeción que desaparecieron desde el 1 de enero de 2007, tras la publicación de la Orden EHA/3958/2006, de 28 de diciembre, por la que se establecen el alcance y los efectos temporales de la supresión de la no sujeción y de las exenciones establecidas en los artículos III y IV del mencionado Acuerdo.

	
-  Convenio entre los Estados partes del Tratado del Atlántico Norte (OTAN): Real Decreto 1967/1999, de 23 de diciembre.

	
-  Convenio con la Agencia Espacial Europea de 30 de mayo de 1985: el Real Decreto 1617/1990, de 14 de diciembre, detalla el alcance de determinadas exenciones en el impuesto.

	
-  Convenio sobre Privilegios e Inmunidades de las Comunidades Europeas: Real Decreto 1850/1986, de 22 de agosto.



1.3.  Ámbito espacial de aplicación (art. 3 LIVA)

El ámbito espacial de aplicación del impuesto es el territorio peninsular español y las Islas Baleares, incluyendo las islas adyacentes, el mar territorial hasta el límite de doce millas náuticas y el espacio aéreo correspondiente a dicho ámbito (art. 3.1 LIVA). Sólo las operaciones realizadas en el territorio de aplicación del impuesto quedan sujetas a él, de ahí la importancia de las normas de localización del hecho imponible del artículo 68 y siguientes de la LIVA.

Además, existen dentro del territorio de aplicación del impuesto determinadas áreas exentas asociadas a los regímenes especiales de depósito (Zonas Francas, Depósitos Francos y Depósitos Aduaneros) en las cuales es de aplicación el impuesto, sin perjuicio de que las operaciones en ellas realizadas se consideren exentas o no sujetas.


Casuística: • No están sujetas las operaciones realizadas en el Principado de Andorra (DGT de 20 de febrero de 1986).

• No se gravan las entregas de pescado o de crudos realizadas fuera de las doce millas (DGT de 10 de octubre de 1986 y DGT 15 de octubre de 1986).

• Están sujetas las entregas de productos o las prestaciones de servicios realizadas a Embajadas de otros países con sede diplomática en España (DGT de 13 de mayo de 1986 y DGT 23 de mayo de 1986).




Atención: Quedan fuera del territorio de aplicación del impuesto: las Islas Canarias, Ceuta y Melilla, los cuales se consideran territorios terceros a efectos del impuesto. No obstante, Canarias forma parte de la Unión Aduanera.



La imposición indirecta en Canarias gira en torno al Impuesto General Indirecto Canario (IGIC), que grava de forma similar al IVA las entregas de bienes y prestaciones de servicios efectuadas por empresarios y profesionales, así como las importaciones de bienes, realizadas en las Islas Canarias. Por otra parte, la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, dio nueva redacción al Título VIII de la Ley 20/1991, de 7 de junio, de modificación de los aspectos fiscales del Régimen Económico Fiscal de Canarias, creando, a partir del 1 de enero de 2002, el Arbitrio sobre Importaciones y Entregas de Mercancías en las Islas Canarias, de acuerdo con las previsiones contenidas en los Reglamentos Comunitarios.

En Ceuta y Melilla, según el artículo 68 de la Ley 13/1996, de 30 de diciembre, de Medidas Fiscales para 1997, rige, desde el 1 de enero de 1997, el Impuesto sobre la producción, los servicios y la importación de bienes en las ciudades de Ceuta y Melilla.

Siendo el IVA un impuesto armonizado y constituyendo uno de sus hechos imponibles las denominadas operaciones intracomunitarias, se hace preciso definir el territorio fiscal comunitario al que se aplica el sistema común del IVA. El artículo 3 LIVA hace las siguientes delimitaciones al respecto:


	
-  "Estado miembro", "Territorio de un Estado miembro" o "interior del país", es el ámbito de aplicación del Tratado de Funcionamiento de la UE definido en el mismo para cada Estado miembro, con las siguientes exclusiones:En la República federal de Alemania, la isla de Helgoland y el territorio de Büsingen; en el Reino de España, Ceuta y Melilla y en la República Italiana Livigno, Campione d'Italia y las aguas nacionales del lago Lugano, en cuanto territorios no comprendidos en la Unión aduanera.

En el Reino de España, Canarias; en la República de Francia los territorios franceses de ultramar a que se refieren el artículo 349 y el apartado 1 del artículo 355 del Tratado de Funcionamiento de la UE de 25 de marzo de 1957; en la República Helénica, Monte Athos; en el Reino Unido, las Islas del Canal; en la República Italiana, desde 2020, Campione d'Italia y las aguas nacionales del Lago Lugano, y en la República de Finlandia, las Islas Aland, en cuanto territorios excluidos de la armonización de los impuestos sobre el volumen de negocios.



	
-  "Comunidad" y "territorio de la Comunidad", el conjunto de los territorios que constituyen el "interior del país" para cada Estado miembro, según el número anterior.

	
-  "Territorio tercero" y "país tercero", cualquier territorio distinto de los definidos como "interior del país" en el número uno anterior.



A efectos de este impuesto, las operaciones efectuadas con el Principado de Mónaco, con la isla de Man y con las zonas de soberanía del Reino Unido en Akrotiri y Dhekelia, tendrán la misma consideración que las efectuadas, respectivamente, con Francia, el Reino Unido y Chipre.


Atención: El brexit o salida del Reino Unido de la UE, es efectiva desde el 1 de enero del 2021. Con ello terminó el periodo transitorio. Y tiene las siguientes consecuencias en el IVA:

- El Reino Unido es considerado un estado tercero respecto a los estados de la Unión Europea. 

- Las entregas y adquisiciones de bienes pasarán a ser consideradas exportaciones o importaciones.

- Se aplicarán las reglas de localización previstas en los artículos 69 y 70 LIVA, teniendo en cuenta que el Reino Unido deja de pertenecer a la Unión Europea y en particular, la regla de uso efectivo recogida en el artículo 70.Dos LIVA, de tal forma que estarán sujetos al IVA español los servicios enumerados en dicho artículo cuando se localicen en Reino Unido pero su utilización o explotación efectiva se realice en el territorio de aplicación del IVA español.

- Las operaciones realizadas entre España y Reino Unido dejan de calificarse como intracomunitarias no deberán informarse a través de la declaración recapitulativa modelo 349.

- Las empresas españolas que realicen operaciones con Reino Unido tampoco tendrán la obligación de identificarse mediante NIF-IVA.

- En el caso de realizar operaciones aduaneras (importaciones o exportaciones), deberán disponer de un número EORI (No establecidos en la UE).

- Los empresarios establecidos en Reino Unido que realicen operaciones sujetas al IVA en Península y Baleares, deben nombrar un representante a efectos del cumplimiento de las obligaciones impuestas en la LIVA, salvo que existan con Reino Unido instrumentos de asistencia mutua análogos a los instituidos en la Comunidad.

- Los empresarios establecidos en el Reino Unido y no establecidos en España ni en la Comunidad que adquieran mercancías y servicios en el territorio de aplicación del IVA español (Península y Baleares) y deseen solicitar la devolución del IVA soportado, ya no podrán presentar su solicitud por vía electrónica, de conformidad con la Directiva 2008/9/CE del Consejo, de 12 de febrero de 2008 y tendrán que hacerlo con arreglo a la Directiva 86/560/CEE del Consejo, de 17 de noviembre de 1986.

- Los empresarios establecidos en Península y Baleares que adquieran mercancías y servicios en Reino Unido a partir del 1 de enero de 2021 y deseen solicitar la devolución del IVA soportado, ya no podrán presentar su solicitud por vía electrónica a través de la página web de la AEAT de conformidad con la Directiva 2008/9/CE del Consejo, de 12 de febrero de 2008, sino que tendrán que hacerlo ante la Administración tributaria británica y con arreglo a la normativa inglesa.

No obstante, podrán seguir presentando su solicitud de devolución por vía electrónica a través del modelo 360 cuando se refiera a cuotas de IVA soportado en Irlanda del Norte por la adquisición o importación de mercancías. La devolución de las cuotas soportadas por servicios localizados en Irlanda del Norte se solicitará según la normativa inglesa.

- A partir del 1 de enero de 2021, los viajeros procedentes de Reino Unido (excepto Irlanda del Norte) podrán solicitar la devolución del IVA correspondiente a sus compras durante su estancia en Península e Islas Baleares, el resto de Estados miembros de la Unión Europea o Irlanda del Norte.
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2. Hecho imponible, concepto de empresarios y profesionales (arts. 4 y 5 LIVA)


 Están sujetas al impuesto las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas en el ámbito espacial del impuesto, por empresarios o profesionales, a título oneroso, con carácter habitual u ocasional, en el desarrollo de su actividad empresarial o profesional, incluso si se efectúan en favor de los propios socios, asociados, miembros o partícipes de las entidades que las realicen (art. 4.Uno LIVA). La sujeción al impuesto se produce con independencia de los fines o resultados perseguidos en la actividad empresarial o profesional o en cada operación en particular (art. 4.Tres LIVA).

La delimitación del hecho imponible en la Ley se completa, de una parte, con la determinación de las operaciones no sujetas (art. 7 LIVA) y, de otra, con el establecimiento de normas de coordinación entre el IVA y el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (art. 4.Cuatro LIVA).


Casuística: • Sentencia del TJCE de 14 de julio de 2005, asunto C-435/03: el robo de mercancías no constituye una "entrega de bienes a título oneroso" y, por lo tanto, no puede, en cuanto tal, estar sujeto al IVA.

• Sentencia del TJCE de 26 de mayo de 2005, asunto C-465/03: la emisión de acciones por una sociedad no constituye ni una entrega de bienes ni una prestación de servicios realizada a título oneroso.



2.1.  Concepto de empresario o profesional (art. 5 LIVA)

Son empresarios o profesionales:

1º.- Las sociedades mercantiles, salvo prueba en contrario, (art. 5.Uno.b LIVA). 

Hasta el 25-12-2008 la norma señalaba que las sociedades mercantiles eran empresarios o profesionales en todo caso. Pero desde la Resolución del TEAC 00/07303/2003 de 28 de septiembre de 2005, basada  en la jurisprudencia del TJCE (sobre todo en la STJCE 29-04-2004, asunto C-77/2001), ya se había puesto en entredicho el concepto sobre todo respecto a las sociedades holding o de mera tenencia de bienes. 


Casuística: • Cuando una sociedad patrimonial venda los inmuebles no afectos a actividad alguna, estaremos ante una operación no sujeta (DGT V1703-06 de 30 de agosto de 2006, DGT V1499-07 de 5 de julio de 2007 y DGT V0360-10 de 25 de febrero de 2010). Lo mismo ocurre si se disuelve y adjudica los inmuebles a sus socios (DGT V1905-08 de 23 de octubre de 2008).

• Es doctrina reiterada del TJUE que no forma parte del concepto de actividad económica a efectos del IVA los actos y operaciones que sean consecuencia del simple ejercicio del derecho de propiedad sobre un bien por parte de su titular (RTEAC 00/4458/2011 de 19 de febrero de 2014).

• Si un colegio vende una parcela no afecta a su actividad, el otorgamiento de una opción de compra o la posterior venta, en su caso, de dicha parcela, son operaciones no sujetas al IVA sin perjuicio de la tributación que corresponda por ITP y AJD (DGT V0141-12 de 25 de enero de 2012). Lo mismo sucede si una sociedad mercantil vende un terreno en el que la vendedora no ha efectuado ninguna actividad económica, permaneciendo en su patrimonio como un bien de mera tenencia (RTEAC 00/5683/2015 de 25 de junio de 2019).

• El TEAC defiende que la actividad de gestión de excedentes de tesorería de un sujeto pasivo de IVA no es una actividad económica en el sentido de la normativa del impuesto, pues dicha actividad se realiza en calidad de inversor privado, por lo que las cuotas soportados por servicios adquiridos para dicha actividad no empresarial o profesional, no son deducibles (RTEAC 00/6945/2010 de 21 de septiembre de 2010).

• Aunque la mera tenencia de participaciones no debe considerarse una actividad económica, en el caso de una entidad cuyo único activo es la participación en una UTE que sí realiza una actividad empresarial, estaremos ante un empresario a efectos del IVA por cuanto las participaciones que ostenta son de una UTE integrada por la misma. El legislador ha previsto esta figura social de las UTE (Ley 18/1982, de 26 de mayo) como un sistema de colaboración entre empresarios para el desarrollo de una obra o servicio. Carecen de personalidad jurídica y se crean para realizar una obra determinada, naciendo una empresa nueva pero no una persona diferente. Por tanto, de su propia naturaleza se desprende que una UTE debe estar constituida por empresarios o profesionales que aúnan sus esfuerzos para llevar a cabo una determinada obra o servicio (DGT V2218-09 de 6 de octubre de 2009).

• El TEAC analiza en profundidad, efectuando un detenido análisis de la doctrina del TJUE, la problemática de las sociedades holding en el IVA, analizando también determinados servicios de apoyo a la gestión o "staff", concesión de préstamos a las sociedades participadas, etc. Concluye el TEAC que según la doctrina del TJCE, cuando una sociedad de cartera limita su actividad a la adquisición de participaciones en otras empresas, sin que dicha sociedad intervenga directa ni indirectamente en su gestión, no tiene la condición de empresario a efectos del Impuesto, pues la mera adquisición y tenencia de participaciones sociales no debe considerarse como una actividad económica. Por el contrario, cuando la participación va acompañada de una intervención directa o indirecta en la gestión de las sociedades en las que se haya producido la toma de participación y dicha intervención implique la realización de operaciones sujetas al IVA, ello constituye una actividad económica sujeta. En cuanto a la concesión de préstamos por sociedades holding a sociedades participadas, será una actividad sujeta pero exenta cuando constituya una actividad económica en sí misma o sea la prolongación directa, permanente y necesaria de otra actividad económica desarrollada por el concedente. El primer supuesto se produce cuando la actividad se ejerza en el contexto de unos objetivos empresariales o con una finalidad comercial, caracterizada en especial por el afán de rentabilizar los capitales invertidos y no se produce cuando se trata de una mera reinversión de dividendos percibidos de las filiales y que se destinan a la concesión de préstamos a dichas filiales, pues en este caso, los intereses devengados, al igual que los dividendos, deben considerarse fruto de la mera propiedad del bien y son por tanto ajenos al IVA. En cuanto al segundo supuesto, es necesario que las operaciones de préstamo estén necesaria y directamente relacionadas con los demás servicios que presta la concedente a las participadas, para que sean la prolongación directa, permanente y necesaria de dicha actividad económica (RTEAC 00/3581/2009 de 18 de diciembre de 2012).

• La problemática de las sociedades holding también se analiza por la DGT (V4169-15 de 30 de diciembre de 2015) con base a la doctrina del TJUE manifestada en las Sentencias del TJUE de 27 de septiembre de 2001 (Asunto C-16/10) y STJUE de 16 de julio de 2015 (Asuntos C-108/14 y C-109/14)

• Para el Tribunal Supremo, en línea con el TEAC, cuando la participación de una holding va acompañada de una intervención directa o indirecta en la gestión de las sociedades en las que se haya producido la toma de participación, implicando por tanto la realización de operaciones sujetas al IVA como actividad económica sujeta, y al mismo tiempo la concesión de préstamos a las filiales sea también una actividad económica en sí misma o la prolongación directa, permanente y necesaria de otra actividad económica, la venta y compra de participaciones y la concesión de préstamos conforman un sector diferenciado, debiendo incluirse en el denominador de la prorrata tanto el importe de las enajenaciones de valores exentas (incluidas las producidas en operaciones de reestructuración), como el de las operaciones financieras igualmente exentas. El otro sector diferenciado está constituido por los demás servicios prestados a las filiales, cuyo importe figurará en el numerador y en el denominador de la prorrata (STS de 12 de mayo de 2016, recurso n.o 2576/2014).

• Una persona jurídica que actúa como miembro de un Consejo de Administración de otra sociedad, por lo cual recibe una remuneración, presta un servicio sujeto y no exento del IVA (DGT V0404-14 de 14 de febrero de 2014).



2º.- Las personas o entidades que realicen las actividades empresariales o profesionales (art. 5.Uno.a LIVA). En este grupo se incluyen personas físicas, entidades distintas de las sociedades mercantiles (tales como las sociedades civiles, asociaciones, fundaciones, entidades públicas, etc.) y otros entes sin personalidad jurídica que, según el artículo 84.Tres LIVA, pueden ser sujetos pasivos del impuesto (herencias yacentes, comunidades de bienes, etc.). En general, empresario o profesional es el que interviene por cuenta propia en la ordenación de factores de producción con la finalidad de producir o distribuir bienes o servicios. En otros términos, la independencia jurídica del titular de la actividad es la nota esencial del concepto de empresario a efectos del Impuesto. Así, serán empresarios y sujetos pasivos distintos la matriz y las filiales de un grupo económico. Ello sin perjuicio el régimen especial del grupo de entidades, que en definitiva pretende tratar a todo el grupo como un único sujeto pasivo, si bien en la normativa española los miembros del grupo mantienen su carácter de sujetos pasivos diferenciados a efectos del cumplimiento de obligaciones formales, presentación de declaraciones, etc. Este hecho separa a España, al menos formalmente, del régimen de grupos previsto en el artículo 11 de la Directiva 2006/112/CE, que insta al tratamiento del grupo como un único sujeto pasivo, tal y como ha confirmado la Comunicación de la Comisión al Consejo y al Parlamento Europeo de 2 de julio de 2009, sobre aplicación armonizada del régimen de grupos en la UE.


Casuística: • El TJCE resolvió, en contra del criterio de la sentencia del Tribunal Supremo de 12 de julio de 2003 rec. 42/2002, que la actividad de los Registradores de la propiedad en España, como Oficinas Liquidadoras de distrito Hipotecario, se realizan con carácter independiente, estando sujetas al IVA las prestaciones de servicios que en el ejercicio de tal función prestan a las Comunidades Autónomas (STJCE, Sala Tercera, de 12 de noviembre de 2009 asunto C-154/2008). Este hecho llevo a modificar el artículo 4.Dos LIVA, que señala actualmente que se entenderán realizadas en todo caso en el seno de una actividad empresarial o profesional los servicios desarrollados por los Registradores de la Propiedad en su condición de liquidadores titulares de una Oficina Liquidadora de Distrito Hipotecario.

• Normalmente, la condición de empresario o profesional supone la realización reiterada y habitual de entregas de bienes y prestaciones de servicios. Por no reunir el requisito de la habitualidad no está sujeta al Impuesto la transmisión de un solar realizada por una persona física a favor de una promotora, aunque reciba en permuta unos locales comerciales que han de construirse sobre el solar (DGT Consulta General 0135-98 de 30 de enero de 1998).

• Tampoco constituyen operaciones sujetas las de mediación en la venta de inmuebles efectuadas por una promotora, realizadas por una persona física al margen de toda actividad empresarial o profesional (DGT V1733-08 de 25 de septiembre de 2008).

• Tampoco es empresario el particular comprador por contrato privado de una vivienda que ya ha satisfecho parcialmente el precio, pero que cede sus derechos a una tercera persona y solicita el cambio de titularidad del contrato privado ante la entidad promotora. Al no ser sujeto pasivo del IVA, la cesión mencionada está sujeta a la modalidad de TPO del ITPAJD. Si estos mismos "pases" se efectúan por empresarios o profesionales en el ejercicio de su actividad, estaremos ante prestaciones de servicios sujetas y no exentas cuya base imponible es el importe de la contraprestación pactada, quedando gravados al tipo impositivo general (DGT V0333-05 de 3 de marzo de 2005, DGT V1111-05 de 15 de junio de 2005, DGT V0700-07 de 4 de abril de 2007, DGT V1920-07 de 14 de septiembre de 2007, DGT V2006-07 de 25 de septiembre de 2007 y DGT V2075-07 de 1 de octubre de 2007).



3º.- Para el IVA son también empresarios o profesionales quienes realizan determinadas operaciones aun a título ocasional, como los siguientes:

1. Quienes realicen unas o varias entregas de bienes o prestaciones de servicios que supongan la explotación de un bien corporal o incorporal con el fin de obtener ingresos continuados en el tiempo. En particular tendrán dicha consideración los arrendadores de bienes (art. 5.Uno.c LIVA).


Casuística: • En el caso de dos personas físicas, propietarias proindiviso de una nave industrial cedida en arrendamiento, si una de ellas va a vender a la otra su mitad en la propiedad, no estaremos ante una operación sujeta pues quien tiene carácter de empresario es la comunidad de bienes, no cada uno de los propietarios (DGT V1699-06 de 30 de agosto de 2006).

• No es prueba suficiente del carácter de empresario la manifestación de ser arrendador y empresario a efectos del IVA realizada en una escritura pública, pues la fe pública notarial sólo acredita el hecho que motiva el otorgamiento de la escritura y su fecha, así como las manifestaciones de los otorgantes, no su veracidad. Por otro lado, el carácter de arrendador debe concurrir en el momento del devengo (STS de 31 de mayo de 2010, recurso n.o 184/2005).

• Una persona física que instala en su vivienda placas fotovoltaicas para generar electricidad que transmite a la red recibiendo una contraprestación por parte de una compañía eléctrica, se convierte por ello en productor a efectos del RD 661/2007, de 25 de mayo, sobre producción de energía eléctrica en régimen especial, y tiene la condición de empresarios o profesionales a efectos del IVA, en la medida en que van a realizar entregas de bienes con el fin de obtener ingresos continuados en el tiempo (DGT V1577-10 de 12 de julio de 2010).

• No es empresario o profesional una sociedad que no ha iniciado la entrega de bienes o prestación de servicios y que es meramente poseedora de bienes, porque venda unas edificaciones procedentes del patrimonio de otra sociedad que fue absorbida y que ésta última tuvo arrendados, si en el momento de la fusión los contratos de arrendamiento ya estaban extinguidos, aunque sí que perciba la absorbente ciertas rentas pendientes de cobro que resultaron en su día impagadas (RTEAC 00/5412/2009 de 10 de mayo de 2011).

• Un empresario que ha tenido afectas dos naves hasta el cese en la actividad en 2015, pretende en 2022 la venta de dichas naves, habiendo estado una de ellas en venta desde entonces sin que, respecto de la otra, haya habido intentos de venta. La DGT entiende que si un sujeto pasivo continúa llevando a cabo la liquidación de su patrimonio empresarial, no hay cese efectivo en la actividad por lo que la venta estará sujeta al IVA en tanto no haya liquidado totalmente su patrimonio empresarial (DGT V1560-22 de 30-06-2022). Hay que entender que con la salvedad de que afecte los elementos patrimoniales a su patrimonio personal, en cuyo caso habrá cese efectivo tras el autoconsumo, que sí estará sujeto salvo que le sea aplicable la no sujeción prevista en el artículo 7.7º LIVA.



2. Quienes efectúen la urbanización de terrenos o la promoción, construcción o rehabilitación de edificaciones destinadas, en todos los casos, a su venta, adjudicación o cesión por cualquier título, aunque sea ocasionalmente (art. 5.1.d LIVA). Es fundamental el destino de la edificación para que pueda considerarse empresario a quien efectúe las operaciones.

Habitualmente la urbanización de terrenos no se realiza por sus propietarios por separado, sino que se efectúa a través de alguno de los sistemas de ejecución del planeamiento existentes (cooperación, compensación o análogos), ello hace más complejo determinar quién tiene la condición de urbanizador, como se verá al tratar las exenciones inmobiliarias más adelante.


Casuística: • A efectos del IVA, se ha interpretado el concepto de urbanizar como un concepto físico o material y no jurídico. Esta visión material y no jurídica sobre la cuestión se ha mantenido siempre, en postura compartida con el TEAC, por la DGT (V1024-07 de 24 de mayo de 2007; DGT V1988-06 de 9 de octubre de 2006; DGT V1889-06 de 22 de septiembre de 2006; DGT V1742-06 de 4 de septiembre de 2006; DGT V0875-06 de 8 de mayo de 2006; DGT V1597-05 de 27 de julio de 2005; DGT V2079-05 de 7 de octubre de 2005; DGT V2435-05 de 29 de noviembre de 2005; DGT V1175-05 de 17 de junio de 2005 y RTEAC 00/2043/2004 de 24 de noviembre de 2004). Esta postura fue posteriormente compartida también por el Tribunal Supremo.

De cualquier forma, desde la aprobación de la Ley 8/2007, de 28 de mayo, de Suelo (hoy Texto Refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio), la polémica no tiene sentido pues el artículo 14.2 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo señala que " ...las actuaciones de urbanización se entienden iniciadas en el momento en que, una vez aprobados y eficaces todos los instrumentos de ordenación y ejecución que requiera la legislación sobre ordenación territorial y urbanística para legitimar las obras de urbanización, empiece la ejecución material de éstas. La iniciación se presumirá cuando exista acta administrativa o notarial que dé fe del comienzo de las obras...".

No obstante, el Tribunal Supremo matiza esta cuestión en su sentencia de 29-10-2021 (rec. 2754/2021), referida a una transmisión de suelo urbano en el que no se han iniciado las obras de urbanización. Señala el Tribunal Supremo, basándose en la doctrina del TJUE, que la calificación y realidad urbanística del suelo transmitido ha de determinarse a la fecha de la transmisión, pero si las características del terreno no arrojan luz sobre tal extremo, deben apreciarse globalmente las circunstancias que rodean a la transmisión, incluida la intención de las partes, siempre que ésta pueda deducirse a partir de elementos objetivos, para determinar si la transmisión se refiere o no a un terreno edificable. El Tribunal Supremo cita expresamente sus sentencias previas STS de 28-10-2015 (rec. 427/2013 y STS de 14-03-2017 (rec. 203/2016), que sostienen, en línea con lo mantenido por la STJUE de 17-01-2013 (C-543/11), que lo relevante a los efectos de la exención del art. 20.Uno.20º LIVA "no es el estado físico del terreno a la fecha en que se produce la adquisición, sino el estado del terreno que el transmitente se compromete a poner a disposición del adquirente".

• Fue en su momento dudoso si para adquirir la condición de empresario o profesional era preciso que se finalizase efectivamente la urbanización de los terrenos o bastaba con que ésta se hubiera iniciado. La cierta vocación de generalidad del tributo, así como la excepción a la exención que hay en el artículo 20.Uno.20.º LIVA para las entregas de terrenos en curso de urbanización permiten afirmar que es suficiente con que se hayan iniciado las obras para que se adquiera la condición de empresario o profesional. Basta en realidad con que se hayan comenzado a soportar de forma efectiva los costes correspondientes a las obras de urbanización, pues una cosa es adquirir la condición de empresario, y otra distinta que los terrenos estén ya en curso de urbanización a efectos de la posible exención de su entrega. Aunque inicialmente el TEAC señaló que los costes afectos a la actividad urbanizadora no tenían que ser necesaria y únicamente los que se refieren a la ejecución material de las obras, sino todos aquellos que contribuyesen a la realización de tal actividad, como costes técnicos, y administrativos (por todas, RTEAC 00/4690/2011 de 27 de junio de 2013), la RTEAC de 23 de octubre de 2014 rec. 2515/2012 cambia de criterio adaptándose a la Sentencia del TS de 13 de marzo de 2014 (Rec. 1218/2011), y exige para adquirir la condición de empresario o profesional que se asuman costes de transformación física de los terrenos.

• Si el destino no es el especificado en la norma, es decir, es para uso propio, no será empresario quien las realice (DGT V1611-06 de 28 de julio de 2006).

• Tienen la consideración de empresarios las Comunidades de bienes o Comunidades de Propietarios que promuevan la construcción de edificaciones para su adjudicación a los comuneros aunque realicen dichas operaciones ocasionalmente, siendo las citadas comunidades los sujetos pasivos de las adjudicaciones. En los supuestos de promoción de viviendas en régimen de propiedad horizontal en que los autopromotores adquieren el solar en pro indiviso, la promoción del edificio para su adjudicación a los copropietarios constituye una actividad empresarial a efectos del IVA, en la que la "comunidad de autopromotores" será el sujeto pasivo del mismo (DGT consulta general 0806-01 de 23 de abril de 2001 y DGT consulta general 1036-01 de 29 de mayo de 2001).

• Si se transmite un terreno con condición suspensiva, hay que atender a la condición urbanística que exista en el momento de cumplirse la condición, no al momento en que se formaliza el contrato. Si en ese momento las obras se han iniciado estaremos ante una entrega realizada por un empresario a efectos del IVA (STS de 10 de mayo de 2010 rec. n.o 1611/2005).



3. Quienes realicen a título ocasional las entregas de medios de transporte nuevos exentas de impuesto, en virtud de lo dispuesto en los apartados Uno y Dos del artículo 25 de la LIVA (art. 5.Uno.e LIVA).


Atención: No tendrá la condición de empresario o profesional quien realice exclusivamente entregas de bienes o prestaciones de servicios a título gratuito (art. 5.Uno.a LIVA).



4. Dentro el concepto de empresario o profesional tuvo entrada desde 2010, exclusivamente al efecto de lo dispuesto en los artículos 69, 70 y 72 LIVA (reglas generales y especiales de localización en prestaciones de servicios y transportes intracomunitarias de bienes, respectivamente) los siguientes sujetos:

4.1. Quienes realicen actividades empresariales o profesionales simultáneamente con otras que no estén sujetas al Impuesto de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 4.Uno LIVA. Se trata de los sujetos duales que tienen carácter empresarial o profesional en parte de su actividad, pero que también realizan operaciones sin dicho carácter.

Un ejemplo usual es el de las Administraciones Públicas, cuya problemática se ha estudiado por la doctrina con relación a la deducibilidad de las cuotas soportadas con destino mixto. La Ley 28/2014, de 27 de noviembre, añadió un nuevo apartado Cinco en el artículo 93 LIVA, intentando dar solución definitiva a este problema de los sujetos duales, si bien se ha centrado sólo en las Administraciones Públicas. En todo caso, cabe señalar que inicialmente, respecto de los bienes y servicios corrientes adquiridos por sujetos duales, se entendía que tales cuotas no eran deducibles por no estar plenamente afectadas a la actividad. El criterio evolucionó al abrigo del artículo 168 de la Directiva 2006/112/CE, de forma que se pasó a admitir que cuando un ente dual adquiría bienes y servicios para ser usados simultáneamente en ambos tipos de operaciones, si se trataba de bienes de inversión se debía aplicar el artículo 95.2 LIVA, mientras que si se trataba de bienes o servicios corrientes se debía adoptar un criterio homogéneo y razonable para deducir la proporción de las cuotas soportadas que correspondiera a las operaciones gravadas realizadas. Esta solución es precisamente la que ha pasado a ser Derecho positivo en el artículo 93.Cinco LIVA, aunque desgraciadamente se ha dispuesto así sólo para los entes que sean duales por realizar operaciones no sujetas por el artículo 7.8.º LIVA (Administraciones Públicas). En nuestra opinión, la solución es la misma para todo tipo de entes duales, aunque lo cierto es que en las Administraciones Públicas es donde se han planteado más problemas. La deducción de las cuotas en los entes duales según un criterio razonable no es aplicar prorrata, pues sólo hay un sector diferenciado de actividad con prorrata del 100% o la que sea (DGT V1107-07 de 25 de mayo de 2007, o DGT V0886-08 de 28 de abril de 2008, y RTEAC 00/3294/2006 de 8 de febrero de 2011). Eso no obsta a que el nuevo apartado Cinco del artículo 93 LIVA señale que las deducciones establecidas en dicho apartado se ajustarán a las condiciones y requisitos del régimen general de deducciones y, en particular, a los de la regla de prorrata. Con ello lo que se quiere decir es que una vez determinada la parte de las cuotas soportadas que corresponde a la actividad sujeta, esa parte se somete a las reglas generales de las deducciones en el IVA y, en su caso, a la regla de prorrata.


Atención: Desde el 2010 queda establecido que estos sujetos duales, al efecto de localizar los servicios que se reciban conforme a las reglas de los artículos 69, 70 y 72 LIVA, se consideran empresarios o profesionales a todos los efectos y con independencia de que los servicios se destinen a realizar actividades gravadas o no.



4.2. Las personas jurídicas que no actúen como empresarios o profesionales siempre que tengan asignado un número de identificación a efectos del IVA suministrado por la Administración española.

Novedad introducida por la Resolución de la DGT de 23 de diciembre de 2009 (dictada en tanto se aprobara la modificación de la LIVA) y la Ley 2/2010, de 1 de marzo, por la que se trasponen determinadas directivas en el ámbito de la imposición indirecta basada en el artículo 43 de la Directiva 2006/112/CE, modificado por el artículo 2.1) de la Directiva 2008/8/CE, que regula el lugar de realización de las prestaciones de servicios. Indicar que la LIVA distingue entre empresarios o profesionales y sujetos pasivos, mientras que la Directiva habla de sujetos pasivos y deudores del Impuesto, respectivamente. Ser sujeto pasivo en la LIVA es equivalente a ser deudor del IVA en terminología comunitaria.

El carácter de empresario o profesional sólo se atribuye para localizar el impuesto en las prestaciones de servicios, no para determinar la condición de sujeto pasivo. De ahí que el artículo 84 LIVA, al delimitar quién es sujeto pasivo, se siga refiriendo a las personas jurídicas que no actúan como empresarios o profesionales, respecto de determinados servicios (y entregas subsiguientes en operaciones triangulares). Es decir, respecto al problema de la inversión del sujeto pasivo, las personas jurídicas que no actúan como empresarios o profesionales no son tales, ya que la asimilación existe sólo para determinar el lugar de realización.

2.2.  Noción de actividad empresarial o profesional (art. 5.Dos y Tres LIVA)

La LIVA sigue la misma noción de actividad empresarial o profesional que la establecida en el IRPF, definiendo dichas actividades como aquellas que impliquen la ordenación por cuenta propia de factores de producción, materiales o humanos o de uno de ellos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes y servicios. No obstante, el concepto de actividad económica del IRPF no coincide íntegramente con el del IVA.

En particular, tienen esta consideración las actividades extractivas, de fabricación, comercio y prestación de servicios, incluidas las de artesanía, agrícolas, forestales, ganaderas, pesqueras, de construcción, mineras y el ejercicio de profesiones liberales y artísticas (art. 5.Dos LIVA).

Las actividades empresariales o profesionales se considerarán iniciadas desde el momento en que se realice la adquisición de bienes o servicios con la intención, confirmada por elementos objetivos, de destinarlos al desarrollo de tales actividades. Quienes realicen tales adquisiciones tendrán desde dicho momento la condición de empresarios o profesionales a efectos del IVA.

La nota esencial del concepto de actividad empresarial o profesional es la actuación por cuenta propia, esto es, la asunción del riesgo de las operaciones que se desarrollan. No se incluye, por tanto, el trabajo en régimen de dependencia derivado de relaciones administrativas o laborales (art. 7.5.º LIVA). Tampoco se incluyen, por igual motivo, los servicios prestados a las cooperativas de trabajo asociado por los socios de las mismas y los prestados a los demás cooperativistas por sus socios de trabajo (art. 7.6.º LIVA).

La habitualidad es característica de la actividad empresarial o profesional, aunque no del concepto de empresario o profesional utilizado por el impuesto. Supone la ejecución reiterada de operaciones mercantiles. En el caso de sociedades mercantiles, todas sus operaciones se consideran desarrolladas en su actividad empresarial o profesional de acuerdo con el art. 4.Dos.a) LIVA, salvo prueba en contrario.

Por otro lado, el artículo 5 del Reglamento de Ejecución (UE) 282/2011, de 15 de marzo de 2011, considera como sujetos pasivos (empresarios o profesionales) a las agrupaciones europeas de interés económico.


Atención: Se presume, salvo prueba en contrario, el ejercicio de actividades empresariales o profesionales:


	
a)  En los supuestos a que se refiere el artículo 3 del Código de Comercio, es decir, desde que se anunciare por circulares, periódicos, carteles, rótulos expuestos al público o de otro modo cualquiera un establecimiento que tenga por objeto alguna operación mercantil.

	
b)  Cuando para la realización de las operaciones gravadas por el impuesto se exija contribuir por el Impuesto sobre Actividades Económicas.






Casuística: • Está sujeta y no exenta la prestación de servicios realizada por una Asociación de Padres de Alumnos consistente en la mediación con otras empresas que imparten al colegio actividades extraescolares y por las que percibe una contraprestación (DGT consulta general 0065-99 de 20 de enero de 1999), aunque dichas Asociaciones no tengan normalmente la condición de empresarios (DGT consulta general de 9 de junio de 1987).

• El premio de cobranza no es retribución de una actividad empresarial de la empresa explotadora del bingo, pues actúa como consecuencia del cumplimiento de las obligaciones tributarias que a su cargo nacen de la ley que regula la imposición sobre el juego. No es una actividad que se inserte en el proceso productivo de una empresa en el ejercicio de su actividad empresarial, giro o tráfico propio, sino el cumplimiento de una obligación tributaria nacida de la ley (RTEAC 887/2007 de 12 de mayo de 2009).

• La Sentencia del TJCE de 3 de marzo de 2005 (asunto C-32/03), señala que procede considerar sujeto pasivo a una persona que ha dejado de ejercer una actividad comercial, pero continúa abonando la renta y los gastos conexos del local que sirvió para ejercer la mencionada actividad debido a que el contrato de arrendamiento contiene una cláusula que impide resolverlo, permitiendo en consecuencia que dicha persona deduzca el IVA correspondiente a las cantidades pagadas por estos conceptos, siempre que exista una relación directa e inmediata entre los pagos realizados y la actividad comercial y se haya acreditado que no existió intención de actuar de forma fraudulenta o abusiva.

• El cese en la actividad de transporte de mercancías no es obstáculo para que el vehículo que se utilizaba en la misma siga constituyendo un activo empresarial, salvo que se hubiera integrado en el patrimonio personal del transportista tras el cese en la actividad, con devengo, en su caso, de una operación de autoconsumo de bienes con arreglo a lo dispuesto por el art. 9.1ª.a) LIVA. Por tanto, la entrega posterior del vehículo constituirá una operación sujeta y no exenta del IVA. Son en consecuencia deducibles las cuotas soportadas por el arrendamiento financiero del vehículo hasta la venta del mismo (DGT V0339-06 de 27 de febrero de 2006). En similares términos respecto a la venta de bienes dentro del régimen de bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección, efectuada por un sujeto que ha presentado el cese en la actividad pero sin que se haya devengado autoconsumo del artículo 9.1.º.a) LIVA, se manifiesta la DGT en la consulta  DGT V2082-09 de 21 de septiembre de 2009.

• Inicialmente la DGT había señalado que por faltar esta nota de actuación por cuenta propia, las operaciones realizadas en el ejercicio del cargo de albacea testamentario no se consideraban realizadas en el desarrollo de una actividad empresarial, no están sujetas al impuesto (DGT de 13 de marzo de 1990). Sin embargo, posteriormente ha manifestado que la función de albacea efectuada mediante contraprestación tiene la consideración de una prestación de servicios sujeta al IVA, debiendo el albacea repercutir en todo caso la cuota correspondiente sobre el destinatario de la operación, que será quien encomendó la realización de los servicios, es decir, el testador lo que en este caso quiere decir la herencia yacente, aun cuando sean los herederos los que se beneficien del resultado (DGT V1471-14 de 4 de junio de 2014 y DGT V1176-19 de 28 de mayo de 2019).
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3. Otras características de las operaciones sujetas (art. 4 LIVA)


 Además de realizarse por empresarios o profesionales en el desarrollo de una actividad empresarial o profesional, la ley exige para que una operación (entregas de bienes o prestaciones de servicios) quede sujeta al impuesto otros requisitos:


	
-  Que se realice en el ámbito de aplicación espacial del impuesto, para determinar lo cual se habrán de considerar los criterios de localización del hecho imponible.

	
-  Que se realice a título oneroso, es decir, mediante contraprestación, dineraria o no. A pesar de esta inicial exigencia de onerosidad en las operaciones sujetas, los artículos 9 a 12 LIVA gravan, equiparándolas a operaciones onerosas, algunas realizadas sin contraprestación. Son los denominados autoconsumos, que consisten bien en entregas de bienes o prestaciones de servicios realizadas a favor de tercero a título gratuito y para fines ajenos a la actividad empresarial o profesional, bien en utilizaciones de bienes y servicios por el propio empresario en su beneficio. El gravamen de estos autoconsumos se fundamenta en la propia naturaleza del impuesto que busca, en todo caso, gravar el consumo y que sea el consumidor final quien soporte la carga impositiva. Si no se sujetasen estas operaciones, permitiendo que quien cede a título gratuito pueda recuperar las cuotas soportadas en sus adquisiciones sin repercutir ninguna cuota a quien recibe los bienes o servicios de forma gratuita, el impuesto no gravaría la totalidad del valor añadido generado. Ahora bien, no ha de tenerse un criterio extensivo y mecanicista a la hora de calificar las operaciones asimiladas que se gravan como autoconsumos, en particular cuando son de servicios. En efecto, ya la Resolución 5/2004, de 23 de diciembre, de la DGT avanzó el criterio del TJCE de que sólo son autoconsumo las operaciones efectivamente gratuitas y realmente realizadas para fines particulares ajenos a la actividad empresarial o profesional del sujeto pasivo. Así se consagró posteriormente con la modificación que en el artículo 12.3 LIVA introdujo el artículo tercero de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de Medidas para la prevención del fraude fiscal. El propio TS confirmó este criterio en la STS de 8 de julio de 2009 (recurso casación n.o 603/2003).



No obstante, si se trata de personas o entidades que exclusivamente realicen operaciones a título gratuito, ya hemos visto que, según el artículo 5.Uno.a) LIVA, no tienen la condición de empresario o profesional y sus operaciones se declaran no sujetas. Así, una Fundación, que no tiene naturaleza mercantil, si no recibe ninguna contraprestación por los servicios que presta, no tiene la condición de empresario o profesional a efectos del IVA, por lo que no puede deducir cuota alguna soportada al actuar como consumidor final. Hay que precisar que no cabe afirmar que unos determinados servicios se prestan gratuitamente cuando se percibe por y para su realización una subvención vinculada al precio de los servicios prestados. Asimismo, tampoco cabe decir que una persona o entidad tiene la consideración, o no, de empresario o profesional a efectos del IVA de forma intermitente en el tiempo, en función del tipo de operaciones que realice, sean estas a título gratuito u oneroso (DGT V1920-09 de 1 de septiembre de 2009).

La sujeción al impuesto se produce con independencia de los fines o resultados perseguidos en la actividad o en cada operación en particular (art. 4.Tres LIVA). No obstante, la Resolución de la DGT de 9 de marzo de 1999 sobre aplicación del IVA a los convenios de colaboración en actividades de interés general, regulados en la Ley 30/1994, de 24 de noviembre, de Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la Participación privada en Actividades de Interés General (hoy regulados en el artículo 25 de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre) ha aclarado que tales convenios se realizan con ánimo de liberalidad y, en consecuencia, quedan fuera de la actividad empresarial o profesional del colaborador, por lo que no constituyen hecho imponible del IVA, ni es contraprestación de ninguna operación sujeta la aportación económica realizada por el colaborador de la entidad sin fin de lucro. En este sentido se ha manifestado la DGT para el patrocinio en el ámbito de programas de apoyo a acontecimientos de excepcional interés público, señalando que las actividades efectuadas por las entidades beneficiarias del mecenazgo de la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, para los patrocinadores, consistentes en la difusión de la colaboración de dichos patrocinadores mediante la utilización de su logotipo o la cesión de espacios, no constituirá una prestación de servicios sujeta al IVA (DGT V0304-11 de 11 de febrero de 2011, y en sentido similar DGT V0316-12 de 14 de febrero de 2012).
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4. Delimitación del IVA con el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (ITPAJD) (art. 4.Cuatro LIVA)


 La delimitación del hecho imponible en el IVA se completa con el deslinde de los supuestos de aplicación de éste y de otros conceptos impositivos:

a) Deslinde con el concepto transmisiones patrimoniales onerosas del ITPAJD "Las operaciones sujetas al IVA no estarán sujetas al concepto transmisiones patrimoniales onerosas del impuesto sobre transmisiones patrimoniales y actos jurídicos documentados" (art. 4.Cuatro LIVA).

Se exceptúan las entregas y arrendamientos de bienes inmuebles, así como la constitución o transmisión de derechos reales de goce o disfrute que recaigan sobre los mismos, cuando estén exentos del IVA, salvo en los casos en que el sujeto pasivo renuncie a la exención en las circunstancias y con las condiciones exigidas en el artículo 20.Dos LIVA.


Ejemplo: La sociedad EMPRENDESA vende un local comercial adquirido con anterioridad a otra empresa. La vendedora renuncia a la exención prevista para las segundas transmisiones.

En principio estaremos en presencia de una operación sujeta y exenta de IVA y que, en consecuencia, pasa a tributar por la modalidad de TPO en el ITPAJD. Sin embargo, la renuncia a la exención determina que la operación vuelva al ámbito objetivo de aplicación del IVA.



Hasta la Ley 7/2012, de 29 de octubre, se establecía también como excepción a la incompatibilidad la de determinadas transmisiones de valores, previstas en el artículo 108 de la Ley 24/1988, de 28 de julio del Mercado de Valores (hoy artículo 338 LMVSI). Puesto que desde el 31-10-2012 si dicho precepto es aplicable y, por lo tanto, una transmisión de valores debe quedar gravada, la tributación no será siempre por TPO sino que podrá serlo por IVA si ese hubiera sido el tributo aplicable a la transmisión inmobiliaria cuyo gravamen se ha pretendido eludir transmitiendo los valores, ha perdido sentido esa excepción. 


Atención: De acuerdo con el artículo 7.5 TRITP no estarán sujetas a TPO las operaciones realizadas por empresarios o profesionales en el ejercicio de su actividad. Si tales operaciones están sujetas al IVA, estaremos ante la regla general de artículo 4.Cuatro LIVA, pero también puede ser que el precepto se refiera a una operación no sujeta al IVA. En la ley reguladora de este último sólo aparece un supuesto de operación no sujeta al IVA realizada por empresario o profesional en el ejercicio de su actividad y que, al tiempo, suponga la transmisión de bienes o derechos que pudieran estar incluidos dentro del concepto TPO del ITPAJD: nos referimos a la transmisión de la totalidad del patrimonio empresarial, declarada no sujeta en el artículo 7.1.º.a) LIVA y no sujeta al concepto TPO, en virtud de este artículo. Por excepción a esta regla de no sujeción, el TRITP declara sujetas al concepto TPO las entregas de aquellos inmuebles que estén incluidos en la transmisión de la totalidad de un patrimonio empresarial, cuando esta transmisión no esté sujeta al IVA (DGT de 17 de noviembre de 1993). Tratándose de una operación no sujeta al IVA, no cabe aquí renuncia, como sí sucede en los supuestos de entregas de inmuebles exentas.




Ejemplo: Una sociedad en concurso de acreedores, transmite en fase de liquidación su unidad productiva, incluido los trabajadores, constitutivos de una unidad económica autónoma capaz de desarrollar una actividad empresarial, realizando la transmisión a otra sociedad que continuará desarrollando la actividad. Entre los activos transmitidos figura el inmueble donde se ubica la fábrica y una nave anexa donde se almacenan los productos.

La transmisión del patrimonio empresarial es una operación no sujeta al IVA, ni al ITPAJD. Sin embargo, la transmisión del inmueble de la fábrica y de la nave quedará gravada en este último impuesto, en la modalidad de TPO.



b) Delimitación del IVA y los conceptos operaciones societarias y actos jurídicos documentados del ITPAJD.

El artículo 4.Cuatro LIVA solo prevé la incompatibilidad entre el IVA y la modalidad de TPO, pero no con las otras dos modalidades (OS y AJD) del ITPAJD. El propio artículo 8.Dos.2.º LIVA prevé esa compatibilidad en lo que se refiere a las aportaciones no dinerarias efectuadas por sujetos pasivos del impuesto de elementos de su patrimonio empresarial o profesional a sociedades o comunidades de bienes o a cualquier otro tipo de entidades y las adjudicaciones de esta naturaleza en caso de liquidación o disolución total o parcial de aquéllas, conceptuándolas como entregas de bienes sujetas al IVA, sin perjuicio de la tributación que proceda por los conceptos de OS y AJD.

En el caso mencionado de las aportaciones no dinerarias, desde el 3 de diciembre de 2010 resulta aplicable la exención prevista en el artículo 45.I.B).11 TRLITPAJD para la modalidad de operaciones societarias, respecto a la constitución de sociedades, el aumento de capital, las aportaciones que efectúen los socios que no supongan aumento de capital y el traslado a España de la sede de dirección efectiva o del domicilio social de una sociedad, según la redacción dada a este precepto por el Real Decreto-ley 13/2010, de 3 de diciembre.
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5. Concepto de edificaciones (art. 6 LIVA)


 La tributación en el IVA de las operaciones inmobiliarias tiene una especial regulación, en materia de exenciones, tipos impositivos, etc. El artículo 6 LIVA establece el concepto de edificaciones, disponiendo que, a efectos del impuesto, se considerarán edificaciones las construcciones unidas permanentemente al suelo o a otros inmuebles, efectuadas tanto sobre la superficie como en el subsuelo, que sean susceptibles de utilización autónoma e independiente.

En particular, se consideran edificaciones las siguientes construcciones, siempre que estén unidas a un inmueble de una manera fija, de suerte que no puedan separarse de él sin quebranto de la materia ni deterioro del objeto:


	
-  Los edificios: construcciones concebidas para utilizarse como viviendas o como sede de una actividad económica.

	
-  Las instalaciones industriales no habitables, tales como diques, tanques o cargaderos.

	
-  Las plataformas para explotación de hidrocarburos.


	
-  Los puertos, aeropuertos o mercados.


	
-  Las instalaciones de recreo y deportivas que no sean accesorias de otras edificaciones.

	
-  Los caminos, canales de navegación, líneas de ferrocarril, carreteras, autopistas y demás vías de comunicación terrestres o fluviales, así como puentes, viaductos y túneles.

	
-  Las instalaciones fijas de transporte por cable.




Por contra, no tendrán la consideración de edificaciones:


	
-  Las obras de urbanización de terrenos y las de abastecimiento y evacuación de aguas, energía eléctrica, gas, instalaciones telefónicas, accesos, calles y aceras.

	
-  Las construcciones accesorias de explotaciones agrícolas, aunque el titular de las mismas tenga en ellas su vivienda.

	
-  Los objetos de uso y ornamentación y demás inmuebles por destino.

	
-  Las minas, canteras o escoriales, pozos de petróleo o de gas u otros lugares de extracción de productos naturales.
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6. Operaciones no sujetas (art. 7 LIVA)


 En general, son operaciones no sujetas al impuesto, las que no reúnen los requisitos ya examinados del hecho imponible.

La Ley enumera una serie de operaciones no sujetas que pueden agruparse de la siguiente manera:


	
a)  Operaciones no sujetas a pesar de ser realizadas en el ejercicio de una actividad empresarial o profesional: la transmisión de la totalidad del patrimonio empresarial.

	
b)  Operaciones no sujetas por su escasa entidad económica.

	
c)  Operaciones no sujetas por ser ajenas a una actividad empresarial o profesional.

	
d)  Operaciones no sujetas por razones técnicas.

	
e)  Otras operaciones no sujetas.



6.1.  La transmisión de un conjunto de elementos del patrimonio empresarial que constituyan una unidad económica autónoma (art. 7.1.º LIVA)

La finalidad de este supuesto de no sujeción es evitar la complejidad que supone la tributación de dicha operación.

Desde el 26-12-2008, existe un único supuesto de no sujeción: la transmisión de un conjunto de elementos corporales y, en su caso, incorporales que, formando parte del patrimonio empresarial o profesional del sujeto pasivo, constituyan una unidad económica autónoma capaz de desarrollar una actividad empresarial o profesional por sus propios medios, con independencia del régimen fiscal que a dicha transmisión le resulte de aplicación en el ámbito de otros tributos y de la tributación o no por las modalidades de TPO y AJD del ITPAJD. 

Más recientemente, la Ley 28/2014, de 27 de noviembre, en vigor desde el 01-01-2015, volvió a modificar el artículo 7.1.º LIVA para aclarar que la existencia de unidad económica autónoma ha de darse en el transmitente, así como que la mera cesión de bienes o derechos sí está sujeta, lo que hasta 2014 sólo se predicaba en la LIVA para el caso de mera cesión de bienes por quienes exclusivamente tuvieran la condición de empresario por ser arrendadores, cuando transmitieran bienes arrendados sin una estructura organizativa de factores de producción materiales o humanos.


Casuística: • En la transmisión de un conjunto de paneles fotovoltaicos integrados en un parque solar, que para funcionar precisan de una serie de elementos comunes y de soporte técnico-administrativo, que son propiedad y se aportan respectivamente por una sociedad civil constituida por todos los propietarios del parque solar, cabe entender que los paneles transmitidos, aisladamente considerados, no constituyen una unidad económica autónoma, estando en consecuencia la transmisión sujeta y no exenta, sin que se puedan considerar los paneles como edificación (DGT V0069-09 de 19 de enero de 2009). Sin embargo, la totalidad de los elementos que componen un parque solar, incluidas, entre otras, las instalaciones fotovoltaicas, líneas de conexión, o evacuación de la energía producida, centros de entrega y transformación de energía, y las líneas de conexión de generación, sí tendrán la consideración de edificación (DGT V0027-10 de 18 de enero de 2010).

• Si se venden todos los elementos afectos a una fábrica, salvo los terrenos e inmuebles en los que se lleva cabo la actividad, que serán arrendados por el vendedor al comprador, no se transmiten todos los elementos necesarios pues el diseño y características técnicas y operativas del inmueble pueden ser determinantes para la fabricación, por lo que las transmisiones de los demás elementos estarán sujetas (DGT V0514-09 de 17 de marzo de 2009 y DGT V0039-12 de 17 de enero de 2012). El criterio de estas consultas y de las que se mencionan a continuación ha de matizarse de acuerdo con la consulta de la DGT V2103-12 de 2 de noviembre de 2012, que luego se menciona al citar la Sentencia del TJUE de 10 de noviembre de 2011 (asunto C-444/10).

• No ocurre lo mismo con la transmisión de todos los elementos afectos a una expendiduría de tabacos salvo el inmueble, que será arrendado posteriormente al adquirente, dado que el inmueble no es un elemento consustancial y necesario para ejercer la actividad, y los elementos transmitidos son susceptibles de desarrollar una actividad económica autónoma por sus propios medios (DGT V1831-10 de 4 de agosto de 2010 y en igual sentido DGT V0662-10 de 8 de abril de 2010 y DGT V2156-11 de 20 de septiembre de 2011).

• En términos parecidos se manifiesta la DGT para una editorial donde el inmueble no es consustancial a la actividad (DGT V1067-11 de 26 de abril de 2011).

• En la transmisión de un restaurante donde el inmueble no se transmite sino que se arrienda por el vendedor al comprador, el hecho de que no se transmita el personal pone de manifiesto que estamos ante la mera cesión de las autorizaciones administrativas, maquinaria y enseres, pero no ante la transmisión de una unidad económica autónoma (DGT V1218-11 de 16 de mayo de 2011).

• En la transmisión de un salto de agua dedicado a la producción eléctrica, sin que la entidad transmitente disponga de personal para llevar a cabo la actividad porque para el mantenimiento de la central se ha suscrito con un tercero un contrato para el control del sistema y el mantenimiento de la instalación, si el referido contrato es cancelado con carácter previo a la transmisión de la central, no estaremos ante la transmisión de un conjunto de bienes que funciona autónomamente en los términos de la jurisprudencia del TJUE, puesto que no se cede el contrato de mantenimiento de la central y control informativo del sistema para su funcionamiento (DGT V0477-12 de 5 de marzo de 2012).

• Vemos por tanto que la transmisión o no de los inmuebles no tiene una solución única respecto a la no sujeción de la transmisión, ya que cada caso se debe analizar aisladamente. La STJUE de 10 de noviembre de 2011 (asunto C-444/10), señala que debe considerarse como transmisión de una universalidad total o parcial de bienes, no sujeta al IVA, la transmisión de las existencias y el equipamiento comercial de un comercio minorista, concomitante al arrendamiento de los locales del citado comercio por tiempo indefinido, pero que puede resolverse (el arrendamiento) a corto plazo por las dos partes, siempre que los bienes transmitidos sean suficientes para que el cesionario pueda continuar la actividad de manera duradera. A la luz de esta Sentencia del TJUE, la DGT ha matizado sus criterios al respecto en la consulta DGT V2103-12 de 2 de noviembre de 2012. En efecto, entiende la DGT que aún en el caso de que el inmueble sea consustancial a la actividad, a la luz de la doctrina del TJUE, debe admitirse que la transmisión de dicho inmueble sustituya por su mera cesión o puesta a disposición del adquirente mediante arrendamiento, permitiendo así la continuidad de la actividad de forma duradera. Incluso cabe admitir, sin que por ello deje de ser una operación no sujeta, que el adquirente pueda hacer uso de cualquier inmueble del que disponga que sea adecuado para el desarrollo de la actividad. En similares términos se manifiesta la consulta DGT V2103-12 de 2 de noviembre de 2012 o DGT V2590-13 de 2 de agosto de 2013.

• La transformación de una sociedad civil en una sociedad limitada supone una transmisión de elementos afectos que podrá estar no sujeta si se cumplen los requisitos del artículo 7.1.º LIVA (unidad económico autónoma), pero si no se cumplen los requisitos la operación estará sujeta (DGT V1970-19 de 29 de julio de 2019).

• La cesión de las acciones de una sociedad no puede asimilarse, independientemente de la importancia de la participación en el capital, a la trasmisión de una universalidad total o parcial de bienes, a no ser que la participación forme parte de una unidad independiente que permita el ejercicio de una actividad económica independiente y que el adquirente ejerza esta actividad. Sin embargo, una simple cesión de acciones que no se acompaña de la transmisión de los activos no permite al cesionario llevar a cabo una actividad económica independiente como sucesor del cedente. En consecuencia, la cesión del 30 % de las acciones de una sociedad, para la cual el cedente presta servicios sujetos al IVA, no constituye una transmisión de una universalidad total o parcial de bienes o servicios, con independencia de que los otros accionistas cedan casi simultáneamente a la misma persona el resto de las acciones de esta sociedad y de que esta cesión esté estrechamente vinculada a las actividades de dirección realizadas en favor de esa misma sociedad (STJUE de 30 de mayo de 2013, asunto C-651/11).

• La Audiencia Nacional entiende que la no sujeción puede aplicarse incluso aunque en el momento de la transmisión los elementos patrimoniales transmitidos no estén siendo explotados, pues lo relevante es que lo fueron en el pasado y que la transmisión tenga por finalidad reiniciar la explotación de que tales bienes son susceptibles (SAN de 23 de septiembre de 2009, recurso n.o 13/2008). No obstante, la modificación legal operada por la Ley 28/2014, de 27 de noviembre, exige que haya unidad económica autónoma ya en sede del transmitente, lo que puede afectar a la validez de esta Sentencia.

• En el caso de una fusión entre una entidad y otra íntegramente participada por aquélla, cuyo activo se encuentra constituido básicamente por las participaciones en una UTE formada por ambas entidades, aunque la doctrina del TJCE considera que una sociedad holding no es en principio sujeto pasivo del IVA (STJCE de 20 de junio de 1991, asunto C-60/90, Polysar Investments y STJCE de 6 de febrero de 1997, asunto C-80/95, Harnas & Helm), lo cierto es que dicha doctrina si reconoce que cuando la participación va acompañada de una intervención directa o indirecta en la gestión de la entidad en la que participa, se entenderá que sí se está desarrollando una actividad económica, siendo la holding sujeto pasivo del IVA en ese caso. La fusión en la que participe no estará sujeta al IVA por el artículo 7.1.º LIVA, con independencia del régimen fiscal que a dichas transmisiones le resulte de aplicación en el ámbito de otros tributos, siempre y cuando se acredite por el adquirente la intención de mantener los elementos adquiridos afectos al desarrollo de una actividad empresarial o profesional (DGT V2218-09 de 6 de octubre de 2009).

• Quedan fuera de la no sujeción la mera cesión de bienes o derechos, no acompañados de una estructura organizativa de factores materiales y/o humanos, como por ejemplo en la venta entre dos administradores de fincas de una cartera de clientes (DGT V2653-16 de 14 de junio de 2016).



La norma también permite ahora que el adquirente desarrolle la misma actividad a la que estaban afectos los bienes u otra distinta, lo que resulta indiferente siempre que acredite la intención de mantener dicha afectación a una actividad empresarial o profesional.


Atención: La ley no señala un plazo mínimo en la continuación de la actividad del transmitente. Se considera que ha de atenderse a las circunstancias de cada caso, que permitan deducir si el adquirente tenía o no verdadera intención de continuación. Así, se ha estimado que la transmisión de una farmacia para ser clausurada queda sujeta al impuesto, aunque el adquirente sea titular de otra (DGT consulta general de 13 de abril de 1989).



Una cuestión importante es que la transmisión de la totalidad del patrimonio empresarial no sujeta al IVA, tampoco lo está al concepto de TPO del ITPAJD (art. 7.5 TRITP). Por excepción, sí están sujetas a TPO, en todo caso, las entregas de bienes inmuebles incluidos en la transmisión no sujeta de un conjunto de elementos del patrimonio empresarial.


Ejemplos: 1º.- Un empresario cuyo patrimonio empresarial está constituido por dos edificios, uno de ellos promovido por él, y diverso mobiliario, transmite la totalidad de su patrimonio empresarial.

La transmisión del patrimonio no está sujeta al IVA (suponemos que transmite una unidad económica capaz de funcionar autónomamente), ni tampoco a la modalidad de TPO del ITPAJD. No obstante, los inmuebles incluidos en la transmisión sí están gravados por la modalidad de TPO y, por tanto, sin recuperación de la cuota para el adquirente.

2º.- Un taxista transmite a otro su licencia para continuar la actividad, pero no se transmite el vehículo, dada su antigüedad.

La transmisión de la licencia está sujeta al IVA, puesto que la no inclusión del vehículo afecto a la actividad, impide calificar la operación como transmisión de una unidad económica autónoma capaz de desarrollar una actividad empresarial o profesional por sus propios medios.



El artículo 7.1.º LIVA enumera, no obstante, una serie de supuestos en los que no será aplicable la no sujeción. Son los siguientes:

A) La mera cesión de bienes y derechos, que hasta la Ley 28/2014, de 27 de noviembre, sólo se excluía si se trataba del caso de la letra B) siguiente, es decir, de la transmisión de bienes arrendados por quienes se consideran empresarios exclusivamente por el art. 5.Uno.c) LIVA (entregas o prestaciones que supongan la explotación de bienes corporales o incorporales con la finalidad de obtener ingresos continuados en el tiempo). La norma señala ahora con carácter general, como antes hacía exclusivamente dentro de la excepción a la no sujeción prevista para los arrendadores en la letra B) siguiente, que se considerará como mera cesión de bienes o de derechos, la transmisión de éstos cuando no se acompañe de una estructura organizativa de factores de producción materiales y humanos, o de uno de ellos, que permita considerar a la misma constitutiva de una unidad económica autónoma.

B) Cuando se trate de empresarios o profesionales que sólo lo sean en virtud del artículo 5.Uno.c) LIVA (arrendadores) y se trate de la mera cesión de bienes. Hasta la Ley 28/2014, de 27 de noviembre, era dentro de esta letra donde se aclaraba qué era la mera cesión de bienes, que ahora queda englobada dentro del concepto que se da para la mera cesión de bienes o derechos en todo caso. De hecho, lo cierto es que tras la generalización de la sujeción de las operaciones que sean una mera cesión de bienes o derechos, mantener este supuesto de excepción a la no sujeción es como mínimo redundante. En todo caso, la exclusión de este supuesto de la no sujeción, permite que en segundas transmisiones de edificaciones realizadas por arrendadores, nos encontremos ante operaciones exentas en lugar de no sujetas, con la posibilidad de renuncia a la exención del artículo 20.Dos LIVA.


Casuística: • Esta exclusión de la no sujeción ya se había manifestado en términos similares por la DGT por vía de consulta, considerando que si sólo se entregan los inmuebles destinados al arrendamiento, sin más, estos no constituyen una rama de actividad que pueda calificarse como unidad económica autónoma, por lo que no resulta de aplicación la no sujeción del artículo 7.1.º LIVA (DGT 0030-07 de 22 de noviembre de 2007).

• Está sujeta la transmisión de un centro comercial promovido por la vendedora, que lo transmite junto con los contratos de arrendamiento de locales en dicho centro comercial, pues se trata de una mera cesión de bienes que para funcionar necesita de una mínima estructura organizativa (DGT V0360-09 de 23 de febrero de 2009 y DGT V1472-09 de 19 de junio de 2009).

• Si se transmite sólo uno de los aparcamientos que se venían explotando sin que la transmisión alcance a los demás elementos organizativos, gerente y personal, utilizados para la explotación de los aparcamientos, la transmisión constituye una mera cesión de bienes sujeta al IVA (DGT V2006-09 de 14 de septiembre de 2009 y DGT V2840-09 de 29 de diciembre de 2009).



C) Cuando se trate de entregas realizadas por quienes exclusivamente sean empresarios por el artículo 5.Uno.d) LIVA (construcción, promoción o rehabilitación de edificaciones o urbanización de terrenos para la venta, adjudicación o cesión). De nuevo aquí es aconsejable que las operaciones se realicen con sujeción al IVA en lugar de a la modalidad de TPO, dada la mayor neutralidad de aquél impuesto. Se tratará de operaciones no exentas del IVA en las que es la propia transmisión o cesión de la edificación o el terreno la constitutiva de la actividad empresarial (así lo había interpretado ya la DGT entre otras, en la consulta  DGT V1175-05 de 17 de junio de 2005, aunque hubo algunas Sentencias en sentido contrario, como la del TSJ de Asturias de 29 de diciembre de 2008 Nº rec. 2298/2006).

La transmisión no sujeta al IVA de una unidad económica autónoma, prevista en el artículo 7.1.º LIVA, precisa como hemos ya señalado, que haya continuidad en la afectación de los elementos corporales e incorporales a una actividad empresarial o profesional. La Ley establece que cuando los bienes y derechos transmitidos, o parte de ellos, se desafecten posteriormente de las actividades que determinan la no sujeción, la referida desafectación quedará sujeta al impuesto en la forma establecida en cada caso por la LIVA. 

Se completa la regulación de estos supuestos de no sujeción con la regla de la subrogación de los adquirentes, ya mencionada, en la posición del transmitente respecto de los bienes comprendidos en la transmisión en cuanto a:


	
-  La aplicación de las normas sobre exención de las segundas o ulteriores entrega de edificaciones (art. 20.Uno.22ª LIVA). Es decir, si la transmisión incluía edificaciones que para el transmitente tuviesen la calificación de primera entrega, por haber sido el promotor o rehabilitador de la misma el mismo carácter mantendrán para el adquirente.

	
-  También se subroga el adquirente en la posición del transmitente en materia de deducciones en general (arts. 92 a 114 LIVA), y no simplemente, como establecía la redacción vigente hasta el 25 de diciembre de 2008, en materia de prorrata y regularización de deducciones por los bienes de inversión incluidos en la transmisión (arts. 104 a 114 LIVA). Es decir, el adquirente deberá, por ejemplo, tener en cuenta dentro del plazo de caducidad del derecho a deducir, el período ya transcurrido, en su caso, mientras los bienes y derechos estuvieron en posesión del transmitente si este no ejercitó la deducción, aunque lo deberá hacer conforme a su propio régimen de deducción. También deberá el adquirente, por ejemplo, completar las regularizaciones, en su caso pendientes, aplicando su propia prorrata.




Ejemplo: Empresario (A) inmobiliario que transmite la totalidad de su patrimonio empresarial, compuesto, además de por los elementos organizativos, por dos edificaciones, una promovida por él y utilizada por período inferior a dos años y otra adquirida a tercero. El adquirente (B) que continúa con la actividad inmobiliaria transmite las dos edificaciones posteriormente.

1. La transmisión de la totalidad del patrimonio de A no está sujeta al IVA al cumplirse los requisitos de la no sujeción.

2. Las transmisiones realizadas por el adquirente B son:


	
-  Transmisión de la edificación promovida por A. Se trata de una primera entrega (en virtud de la subrogación que comentamos), lo que implica que la operación quede sujeta al IVA.

	
-  Transmisión de la otra edificación. Se tratará de una segunda entrega, lo que supone su exención en el IVA y la sujeción a la modalidad de TPO del ITPAJD (cabe aquí la posibilidad de renuncia a la exención en el IVA si se cumplen los requisitos legales, en cuyo caso tributarán por el IVA, con inversión del sujeto pasivo).



En este caso no cabe hablar de desafectación sujeta si entendemos que las ventas de inmuebles son actos de disposición habituales en la actividad inmobiliaria.



6.2.  Promoción publicitaria de escasa entidad económica (art. 7.2.º, 3.º y 4.º LIVA)

En ellas predomina la finalidad de difusión o promoción de un producto o servicio. Dentro de este grupo, se incluyen:


	
-  Las entregas gratuitas de muestras de mercancías sin valor comercial estimable, con fines de promoción de las actividades empresariales o profesionales. Por no reunir estas condiciones, están sujetas al IVA las entregas de libros sin contraprestación (autoconsumo) que una empresa realiza a colegios u otras instituciones, aunque se haga con fines de promoción (DGT de 20 de enero de 1994).

	
-  Las prestaciones de servicios de demostración a título gratuito efectuadas para la promoción de las actividades. En realidad, este supuesto no está incluido dentro del concepto de autoconsumo aunque se trata de servicios prestados a terceros, por lo que tal vez no fuera necesario decir explícitamente que son autoconsumos no sujetos. En efecto, en estos casos estamos ante servicios gratuitos relacionados con la actividad empresarial o profesional, que desde la nueva redacción del artículo 12.3 LIVA, dada por la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de Medidas de prevención del fraude fiscal, e incluso desde antes por vía interpretativa, conforme a la doctrina del TJCE (Resolución 5/2004, de 23 de diciembre, de la DGT), no se consideran autoconsumos. El Tribunal Supremo también ha seguido esta línea interpretativa (STS de 8 de julio de 2009, recurso de casación n.o 603/2003).

	
-  Las entregas, sin contraprestación, de impresos u objetos de carácter publicitario. Son objetos publicitarios los que, careciendo de valor comercial intrínseco, lleven indeleblemente grabada una mención publicitaria. Quedan sujetas al impuesto las entregas de estos objetos cuando el coste total de los suministrados a un mismo destinatario durante el año natural exceda de 200 €. Esta cifra era, hasta el 31 de diciembre de 2014, de 90,15 € (15.000 ptas.), pero la Ley 28/2014, de 27 de noviembre, la elevó 200 €. La norma prevé que el coste de las entregas pueda superar el límite cuando se entreguen a otro sujeto pasivo para su redistribución gratuita.




Ejemplo: Una empresa industrial entrega a sus distribuidores pequeño material de escritorio (bolígrafos, directorios telefónicos, etc.) con el anagrama de la empresa para la entrega gratuita a los clientes finales de sus productos. El coste de dicho material de escritorio entregado a cada distribuidor fue de 450 €.

La entrega del material de escritorio descrito es una operación no sujeta al IVA, puesto que aunque su coste exceda del previsto en la Ley, están destinados a la redistribución gratuita.



6.3.  Operaciones no sujetas por ser ajenas a una actividad empresarial o profesional (art. 7 LIVA)

Son las siguientes:

1. Los servicios prestados por personas físicas en régimen de dependencia derivado de relaciones administrativas o laborales, incluidas en estas últimas las de carácter especial (artículo 7.5.º LIVA).

En el caso de personas físicas administradores de sociedades, a los que la normativa laboral obligue al alta en el Régimen General de los Trabajadores Autónomos (RETA), la DGT había entendido que no hay sujeción al IVA habida cuenta de que en el IRPF sus retribuciones se consideran rendimientos del trabajo personal.

No obstante, como se ha modificado desde el 1 de enero de 2015 el artículo 27.1 LIRPF, para que los rendimientos procedentes de una entidad en cuyo capital participe el contribuyente que deriven de la realización de actividades incluidas en la Sección Segunda de las Tarifas del IAE, tengan la consideración de actividades económicas en lugar de rendimientos del trabajo personal cuando el contribuyente esté incluido, a tal efecto, en el RETA o en una mutualidad de previsión social que actúe como alternativa, la DGT se ha pronunciado sobre la consideración de estas prestaciones de servicios profesionales en el IVA.

En la consulta DGT V1148/15 de 13-4-2015 (en similares términos DGT V1210-15 de 17-4-2015, DGT V0474-16 de 8-2-2016, DGT V2736-16 de 15-6-2016, DGT V2166-15 de 15-7-2015, DGT V1722-18 de 18-6-2018 o DGT V2749-19 de 8-10-2019). Señala la DGT que lo que determina que una prestación de servicios realizada por una persona física se encuentre sujeta al IVA es que sea prestada por cuenta propia. En base a la jurisprudencia de las sentencias del TJUE de 26 de marzo de 1987 (asunto C-235/85), 25 de julio de 1991 (asunto C-202/90), 12 de noviembre de 2009 (asunto C-154/08) y 18 de octubre de 2007 (asunto C-355/06), así como en las Sentencias del TS de 12 de febrero de 2008 y 29 de noviembre de 2010), y al reflejo en la doctrina administrativa (DGT V2533-12 de 26-12-2012), la DGT concluye, en los mismos términos que los expresados por la Comisión Europea ante una cuestión formulada por las autoridades españolas en el Comité IVA (working paper n.o 786, de 28 de enero de 2014), que:


	
a)  Una persona física que posee una participación mayoritaria de una sociedad en la que presta servicios profesionales puede estar vinculada a la empresa por un contrato de trabajo.

	
b)  Es irrelevante que los servicios que presta la sociedad sean de la misma naturaleza que los prestados por el socio a la entidad.

	
c)  La calificación, en estas circunstancias, de la relación del socio con la empresa como relación de subordinación o de independencia exige un análisis caso por caso de la concurrencia de los elementos a los que se refiere el artículo 10 de la Directiva 2006/112/CE, esto es, de las condiciones de trabajo, la remuneración (ligada o no a los resultados) y la responsabilidad.



Como indicios de esta subordinación hay que atender a si el socio se organiza y procura él mismo los medios personales y materiales necesarios, si está o no integrado en la estructura organizativa de la sociedad, si soporta o no el riesgo económico de la actividad de la sociedad, o si recae sobre él la responsabilidad contractual de la actividad desarrollada por el socio frente a los clientes (aunque el incumplimiento de esta condición no es óbice para que pueda ser una relación de independencia).

Posteriormente y con base en la misma doctrina del TJUE, la DGT ha manifestado que si la titularidad o el derecho de uso de los activos principales para el ejercicio de la actividad que constituye su objeto social, recae en la propia entidad, el socio que presta servicios a la misma queda excluido del ámbito de aplicación del IVA en la medida en que no concurre un elemento fundamental cual es la ordenación de medios propios (DGT V2835-15 de 29-9-2015).

Estas consultas pueden crear cierta confusión porque la doctrina de la DGT, en definitiva, exige analizar caso por caso para determinar si el socio está o no integrado en la estructura organizativa de la entidad, soporta o no el riesgo económico de la actividad, y si existe ordenación por cuenta propia o, por el contrario, se trata de una relación laboral o cualquier otra relación jurídica de subordinación.

No están sujetos los servicios prestados por profesionales (arquitectos) que se encuentran ligados a la empresa que los hubiera contratado con una relación de carácter laboral (DGT de 12 de abril de 1995), ni los prestados por matadores de toros, novilleros y rejoneadores, en régimen de relación laboral especial, definida en el Real Decreto 1435/85, de 1 de agosto (DGT de 17 de julio de 1986 y DGT consulta general 0367-02 de 8 de marzo de 2002 y STS de 15 de noviembre de 1996 rec. 6699/1991).

2. Los servicios prestados a las cooperativas de trabajo asociado por los socios de las mismas y los prestados a las demás cooperativas por sus socios de trabajo (artículo 7.6.º LIVA). También aquí falta la nota de independencia.

3. Las entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas directamente por las Administraciones Públicas, así como las prestaciones de servicios realizadas por entes, organismos y entidades en dos casos:


	
a)  En virtud de encargos cuando tengan el carácter de medio propio personificado del poder adjudicador que haya hecho el encargo (artículo 32 de la Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público) (en adelante, LCSP 2017), o

	
b)  Prestados a favor de las Administraciones Públicas de la que dependan o de otra íntegramente dependientes de la misma Administración Pública.



La no sujeción se produce cuando las operaciones tengan lugar sin contraprestación o mediante contraprestación de naturaleza tributaria (artículo 7.8.º LIVA, según redacción dada por la LCSP 2017).

En los dos últimos casos (medio propio personificado y servicios a favor de las Administraciones Públicas), la no sujeción se aplica también a los servicios prestados entre dichas entidades cuando sean dependientes de la misma Administración Pública. En el caso de los medios propios personificados la nueva redacción dada al precepto hace surgir dudas, ya que el artículo 32 de la LCSP 2017 prevé la existencia de compensaciones tarifarias calculadas por referencia a los costes reales. Tales tarifas de acuerdo con la Disposición Adicional 1.ª de la LGT 2003 (redacción dada también por la LCSP 2017) tienen carácter de prestaciones patrimoniales coactivas no tributarias en el marco del artículo 31.3 de la Constitución Española. Representan, por tanto, contraprestaciones de carácter no tributario que, en principio, excluirían de la no sujeción, lo que no sucedía tras la reforma del artículo 7.8.º de la LIVA realizada por la Ley 28/2014, de 27 de noviembre. Esperemos que la DGT aclare este presumible cambio.

Este supuesto de no sujeción de las operaciones realizadas por las Administraciones Públicas ha sido objeto tradicionalmente de controversia, la LCSP 2017 ha aclarado algunos aspectos al tiempo que se ha actualizado la terminología a la nueva legislación de contratos

Del análisis de la jurisprudencia y doctrina existente, y muy particularmente de la del TJUE, podemos señalar los siguientes requisitos para que exista no sujeción sobre los que, en principio, no ha existido discusión:


	
1.º  Las entregas de bienes o prestaciones de servicios han de ser realizadas por entes u organismos de derecho público.

	
2.º  Las entregas de bienes o prestaciones de servicios han de realizarse en el ejercicio de una función pública.




La aplicación conjunta de ambos requisitos a la actividad de las Administraciones Públicas, permite aislar la parte de la misma que, por su marcado carácter no empresarial, resulta ajena al Impuesto. A estos efectos, han de valorarse los siguientes extremos:


	
a)  Desde un punto de vista estrictamente jurídico, del total de actuaciones realizadas por la Administración habrían de excluirse las situadas al margen del Derecho administrativo.


	
b)  En segundo lugar, si la función desarrollada por un Ente o Administración pública se ejerce en competencia con los particulares y el hecho de declararla no sujeta puede dar lugar a distorsiones graves de la competencia, habría de concluirse la sujeción de la misma.

	
c)  Finalmente, la actividad desarrollada habrá de ser distinta de las contenidas en el artículo 7.8º como correlato del Anexo D de la Sexta Directiva (hoy Anexo I de la Directiva 2006/112/CE, de 28 de noviembre de 2006), que luego se mencionan. Para cualquiera de ellas, el legislador ha decidido su sujeción en todo caso en atención a su marcado carácter económico.



En primer lugar es preciso concretar qué entendemos por Administraciones Públicas. Pues bien, se considerarán como tales:


	
a)  La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y las Entidades que integran la Administración Local.


	
b)  Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social.


	
c)  Los organismos autónomos, las Universidades Públicas y las Agencias Estatales.


	
d)  Cualesquiera entidad de derecho público con personalidad jurídica propia, dependiente de las anteriores que, con independencia funcional o con una especial autonomía reconocida por la Ley tengan atribuidas funciones de regulación o control de carácter externo sobre un determinado sector o actividad. En este punto la norma pretende circunscribir la no sujeción a la actuación en el ejercicio de potestades públicas, y de hecho a continuación aclara que no tendrán la consideración de Administraciones Públicas las entidades públicas empresariales estatales y los organismos asimilados dependientes de las Comunidades Autónomas y Entidades Locales.



En materia de no sujeción de las operaciones realizadas por las Administraciones Públicas, existieron diversos problemas a los que se intentó encontrar solución mediante la Ley 28/2014, de 27 de noviembre. Para conocer en detalle dichos problemas se puede acudir a ediciones anteriores de esta obra.

Por último, determinadas operaciones de las Administraciones Públicas se declaran siempre sujetas, aunque se presten directamente y sin contraprestación o siendo ésta de naturaleza tributaria. Esta relación de actividades siempre ha existido en la norma al regular esta no sujeción. La Ley 28/2014, de 27 de noviembre, apenas introdujo cambios en la lista de actividades, pues sólo matizó dentro de las actividades comerciales o mercantiles de los Entes públicos de radio y televisión, que se consideran como tales a estos efectos en todo caso, aquellas que generen o sean susceptibles de generar ingresos de publicidad no provenientes del sector público. La modificación del artículo 7.8.º LIVA realizada por la LCSP 2017 ha vuelto a matizar la no sujeción de la actividad de radiodifusión, para acomodar la redacción a la normativa y jurisprudencia comunitarias (STJUE de 22 de junio de 2016, asunto C-11/2015, Ceský Rozhlas). De esta forma se perfila mejor el hecho de que el régimen de sujeción de la actividad de radiotelevisión efectuada por las entidades del sector público, sólo debe quedar sujeta al Impuesto y ser generadora del derecho a la deducción cuando tengan carácter comercial. Sobre la tributación en el IVA de los servicios públicos de radio y televisión se había pronunciado la AEAT en Informe A/4/31/14 de 22-7-2014 que fue publicado en la web de la AEAT.

Las actividades que enumera el artículo 7.8.º LIVA que en todo caso están sujetas son las siguientes: telecomunicaciones; distribución de agua, gas, calor, frío, energía eléctrica y demás modalidades de energía; transportes de personas y bienes; servicios portuarios y aeroportuarios y explotación de infraestructuras ferroviarias incluyendo a estos efectos, las concesiones y autorizaciones exceptuadas de la no sujeción del impuesto por el artículo 7.9.º LIVA; obtención, fabricación o transformación de productos para su transmisión posterior; intervención sobre productos agropecuarios dirigida a la regulación del mercado; explotación de ferias y de exposiciones de carácter comercial; almacenaje y depósito; las de oficinas comerciales de publicidad; explotación de cantinas y comedores de empresas, economatos, cooperativas y establecimientos similares; las de agencias de viajes; las comerciales o mercantiles de los Entes Públicos de radio y televisión, incluidas las relativas a la cesión de uso de sus instalaciones; y las de matadero.


Casuística: • Las SSTJUE de 26 de marzo de 1987 (asunto C-235/85)  y STJUE de 25 de julio de 1991 (asunto 202/90) analizaron la sujeción de los servicios prestados por los recaudadores municipales del Ayuntamiento de Sevilla, manifestando que si bien dichas personas mantenían lazos evidentes con el Ente territorial, fundamentadas en la impartición por éste de instrucciones o en el ejercicio de un control disciplinario, tales circunstancias no eran suficientes para considerar una relación de dependencia empleador-empleado que implicara la no sujeción de los servicios de recaudación prestados al Ayuntamiento. A un resultado similar llegó el Tribunal en el Recurso interpuesto el 15 de abril de 2008 – Comisión de las Comunidades Europeas/Reino de España (STJUE de 26 de marzo de 1987 (asunto C-235/85)), donde analizó la sujeción de los servicios prestados por los notarios en Holanda.

• La STJUE de 12 de noviembre de 2009 (asunto C-154/11), resolvió, en contra del criterio de la Sentencia del TS de 12 de julio de 2003 rec. 42/2002, que la actividad de los Registradores de la propiedad en España, como Oficinas Liquidadoras de distrito Hipotecario, se realizan con carácter independiente, estando sujetas al IVA las prestaciones de servicios que en el ejercicio de tal función prestan a las Comunidades Autónomas. Tales servicios prestados a las Comunidades Autónomas son consecuencia de un arrendamiento de servicios y por tanto de tracto sucesivo (DGT V1519-10 de 7 de julio de 2010).

• En el caso del BOP dependiente de una Diputación, la DGT ha señalado que la no sujeción de los servicios prestados por el Organismo al Ente Local no puede extenderse a los servicios prestados a terceros, ya sean éstos otros entes públicos o particulares. Ahora bien, si por la inserción de publicidad a instancias de terceros se percibe una tasa o se realiza sin contraprestación, se dan todos los condicionantes que la jurisprudencia del TJCE exige para la no sujeción (el BOP es un organismo público actuando como tal, no hay contraprestación o es tributaria, no hay concurrencia con el sector privado ni genera problemas de competencia, y no está incluida en la lista de actividades excluida de la no sujeción del Anexo I de la Directiva 2006/112/CE). Por lo tanto, se trata de servicios prestados a terceros pero que también son no sujetos (DGT V0859-09 de 22 de abril de 2009).

• Los servicios de alcantarillado prestados por un Ayuntamiento en nombre propio, a cambio de una tasa no están sujetos al IVA, aunque se encomiende a una empresa la realización del mismo. Sí estará sujeta la prestación de servicios que ésta realiza a favor del Ayuntamiento (DGT consulta general 1658-98 de 20 de octubre de 1998).

• En la recogida de basuras que un Ayuntamiento presta a través de una empresa privada, si ésta actúa en nombre propio frente al destinatario, la operación está sujeta al impuesto. Si, por el contrario, la empresa presta el servicio al Ayuntamiento y éste al consumidor final, la recogida de basuras no estará sujeta para el consumidor final, aunque sí lo estará la realización material del servicio que la empresa privada realiza, debiendo repercutir el impuesto al Ayuntamiento (DGT de 14 de junio de 1993 y RTEAC 00/14734/2008 de 8 de junio de 2010). Similar razonamiento cabe hacer para el estacionamiento de vehículos en la vía pública bajo control horario (DGT V1612-06 de 28 de julio de 2006).

• En la explotación de aparcamientos mediante pago de precio por los usuarios, las distorsiones graves de la competencia a las cuales podría llevar la no consideración como sujetos pasivos de los organismos de Derecho público que actúen en el ejercicio de sus funciones, deben evaluarse con respecto a la actividad de que se trate, en sí misma considerada, sin que dicha evaluación recaiga sobre un mercado local específico. Con respecto a los términos "lleve a" del artículo 4.5, párrafo segundo, de la Directiva 77/388, deben interpretarse en el sentido de que toman en consideración no sólo la competencia actual, sino también la competencia potencial. El término "grave", en el sentido del artículo 4.5, párrafo segundo, de la Directiva 77/388, debe entenderse en el sentido de que las distorsiones de la competencia actuales o potenciales deben ser más que insignificantes (Sentencia del TJCE de 16 de septiembre de 2008).

• Está sujeto al impuesto el suministro de agua efectuado por un Ayuntamiento, cualquiera que sea la naturaleza de la contraprestación exigida (DGT consulta general 0605-99 de 23 de abril de 1999). En el caso de empresas suministradoras de agua a las poblaciones de Cataluña, que deben repercutir a los usuarios el "canon del agua", tributo que liquidan como sustituto del contribuyente y cuya recaudación corresponde a la Agencia Catalana del Agua, entidad pública que ejerce las competencias hidráulicas que corresponden a la Comunidad Autónoma, deben repercutirse las cuotas de IVA también sobre el importe del canon, pues ha de considerarse el citado canon como contraprestación de los servicios prestados por la Agencia Catalana del Agua (DGT V1654-06 de 1 de agosto de 2006, cambiando el criterio de anteriores consultas).

• Están sujetos y no exentos los servicios prestados por el Ente Público Aeropuertos Nacionales y Navegación Aérea (AENA) constitutivos del hecho imponible de la tasa de Seguridad Aeroportuaria (Resolución 4/1997, de 22 de mayo, de la DGT).

• Cuando una entidad de Derecho público realice actividades de investigación (tanto básica como aplicada) en cumplimiento de su función pública, tales actividades quedarán fuera del ámbito del Impuesto sobre el Valor Añadido. Es decir, cuando el objetivo no sea explotar empresarialmente los resultados sino ofrecer tales resultados, si los hubiere, al conjunto de la sociedad, sin ánimo de obtener contraprestación alguna por los mismos, tal actividad quedaría no sujeta al IVA, sin perjuicio de que esta actividad pueda tener la calificación de actividad económica (DGT V1872-09 de 7 de agosto de 2009).

• Un ente público, que presta servicios de publicidad por radio y televisión a diversas Consejerías, realiza operaciones sujetas y no exentas por ser operaciones de las expresamente excluidas de la exención del artículo 7.8.º LIVA, sin que el hecho de que se perciba la contraprestación por medio de subvenciones desvirtúe que se trate de la contraprestación de los citados servicios, que forman parte de la base imponible (DGT V0926-09 de 30 de abril de 2009).




Ejemplo: El Ayuntamiento de Arriba realiza las siguientes prestaciones de servicios:


	
1.  Alumbrado público, por el que no percibe ninguna contraprestación.

	
2.  Recogida de basuras, habiendo establecido una tasa por la utilización del servicio.

	
3.  Servicios de estacionamiento en unos terrenos de su titularidad, percibiendo la correspondiente contraprestación de los usuarios.

	
4.  Transporte de pasajeros, mediante el pago de un precio público.

	
5.  Suministro de agua, a cambio de una tasa.



Las operaciones anteriores tienen el siguiente tratamiento:


	
1.  Es una operación no sujeta, por ser realizada al margen de toda actividad empresarial, que no entra dentro de los supuestos del artículo 7.8.º LIVA.

	
2.  Al tratarse de una operación realizada por un ente público en el que la contraprestación tiene naturaleza tributaria y no estar recogida entre las excepciones legales, estaremos en presencia de una operación no sujeta.

	
3.  Al percibir un precio público como contraprestación (según Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos), el servicio está sujeto y no exento en el IVA.

	
4.  Se trata de una operación sujeta y no exenta al IVA, atendiendo a la propia naturaleza del servicio prestado, con independencia de quién sea el prestador y de la naturaleza de la contraprestación.

	
5.  Es una operación (entrega de bienes) sujeta y no exenta al impuesto, aunque se preste directamente por el ente público y se exija una contraprestación de naturaleza tributaria, al tratarse de una actividad de las incluidas en el artículo 7.8.º.b) LIVA.





4. Las Administraciones públicas y su intervención en el mercado inmobiliario.

A) La obligación de cesión de terrenos a los Ayuntamientos.

La Resolución 2/2000, de 22 de diciembre de 2000, de la DGT, siguió la interpretación que hace la doctrina urbanística, que considera que con ocasión del desarrollo del proceso urbanizador no se produce, en sentido estricto, una cesión de aprovechamientos urbanísticos a la Administración, sino un reparto de los citados aprovechamientos entre los titulares de los terrenos sobre los que se desarrolla el citado proceso y aquélla. Se deduce que la citada cesión no supone de hecho ningún tipo de entrega ni transmisión, sino que lo que se produce es la determinación del aprovechamiento patrimonializable por parte de los propietarios, que es el resultante una vez hecha efectiva dicha cesión. De lo anterior, deduce la DGT que a los efectos del IVA no existe ninguna entrega de bienes con ocasión de las cesiones de terrenos que se regulan en los artículos 14 y 18 de la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones (hoy habrá que referirse al artículo 18 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Suelo), por lo que, no habiendo tampoco prestación de servicios, se concluye que no existe operación alguna sujeta al Impuesto por las referidas cesiones de terrenos.

En muchos casos, esta cesión se sustituye por una compensación económica. La DGT ha entendido que no resulta de aplicación el contenido de la Resolución 2/2000 que se ha citado, ya que en estos supuestos los terrenos no llegan a formar parte del Patrimonio municipal, sustituyéndose la obligación de cesión o reparto de aprovechamientos dispuesto por la Ley por su compensación a metálico. En tal caso, esta compensación económica dineraria no constituye la contraprestación de operación alguna (entrega de bienes o prestación de servicios) sujeta al IVA realizada por el Ayuntamiento en favor de los propietarios de terrenos incluidos en la unidad de ejecución, según han señalado las consultas de la DGT consulta general 1557-01 de 27 de julio de 2001; DGT V1340-06 de 5 de julio de 2006; DGT V2689-07 de 18 de diciembre de 2007 o DGT V2246-08 de 26 de noviembre de 2008, entre otras.

En cuanto a la posibilidad de que se asuma por el cedente la urbanización de los terrenos en los que se materializa el aprovechamiento que corresponde al Ayuntamiento a cambio de una menor cesión a éste, se trata de una cuestión que ha sido analizada por la DGT consulta general 2279-01 de 19 de diciembre de 2001. En este caso han de distinguirse las siguientes operaciones:


	
-  Una cesión de aprovechamiento urbanístico a favor del Ayuntamiento.

	
-  La prestación de los servicios de urbanización de los terrenos en los que se materializa dicho aprovechamiento por parte de la consultante al Ayuntamiento.



La cesión al Ayuntamiento, en cuanto a la mera cesión de aprovechamiento, no supone la existencia de ninguna operación sujeta al IVA, como ya se ha dicho. En cuanto a la prestación de servicios que constituye la urbanización de los terrenos a costa de quienes efectúan dicha cesión, la misma supone una prestación de servicios que se efectúa a título gratuito a favor del Ayuntamiento. En cuanto se efectúe en cumplimiento de la legislación urbanística, como ya se ha señalado, entiende la DGT que se trata de una operación no sujeta al Impuesto, al ser una operación de las que cita el artículo 12.3.º LIVA y que resulta obligatoria para quien la realiza en virtud de una norma jurídica, en este caso la legislación urbanística que haya dispuesto la no asunción de las cargas de urbanización correspondientes al Ayuntamiento, de conformidad con lo dispuesto al efecto por el artículo 18 del Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Suelo.

Si, por el contrario, la urbanización de dichos terrenos no resulta de lo dispuesto por la legislación urbanística entonces la operación es una prestación de servicios que se efectúa a título gratuito para la que no hay exención ni supuesto de no sujeción que resulte aplicable.

Otra opción que ha sido analizada por la DGT es la de que el deber de cesión establecido por Ley se cumpla mediante la entrega al Ayuntamiento de edificaciones ya construidas. Sobre esta posibilidad la contestación de la DGT consulta general 0673-98 de 22 de abril de 1998 señala que la entrega de dichas edificaciones, de las que considera promotora a la Junta de Compensación que las construye, es una operación sujeta al IVA, por lo que el Ayuntamiento deberá soportar su repercusión.

Son numerosas las consultas de la DGT sobre cesiones obligatorias de aprovechamiento, por lo que, destacando simplemente algunas, pueden citarse la Consulta general 0539-02 de 4 de abril de 2002, Consulta general 0984-02 de 28 de junio de 2002, Consulta general 0293-04 de 16 de febrero de 2004, V0792-05 de 10 de mayo de 2005, V1767-05 de 15 de septiembre de 2005, 5 de noviembre de 2005, V0012-06 de 11 de enero de 2006, V1340-06 de 5 de julio de 2006, V2564-06 de 21 de diciembre de 2006, V0484-07 de 2 de marzo de 2007, V0699-07 de 4 de abril de 2007, V2689-07 de 18 de diciembre de 2007 o DGT V2246-08 de 26 de noviembre de 2008, además de las Resoluciones del TEAC 6708/2000 y TEAC 7041/2000 de 21 de marzo de 2001.

B) La transmisión de parcelas por parte de los Ayuntamientos.

La doctrina de la DGT en relación con la transmisión de parcelas por parte de los Ayuntamientos, expresada en contestaciones como las de 19 de octubre de 1995, Consulta General 1289-97 de 20 de junio de 1997, Consulta General 0134-01 de 26 de enero de 2001, Consulta general 0126-03 de 7 de marzo de 2003, Consulta general 0293-04 de 16 de febrero de 2004, DGT V0812-05 de 11 de mayo de 2005, V2243-05 de 3 de noviembre de 2005, DGT V0257-07 de 9 de febrero de 2007, DGT V0650-08 de 1 de abril de 2008, DGT V1400-08, de 7 de julio de 2008; DGT V1165-09, de 20 de mayo de 2009; DGT V2116-09, de 22 de septiembre de 2009; DGT V2331-09, de 19 de octubre de 2009; DGT V0567-10, de 22 de marzo de 2010 o DGT V2555-10 de 26 de noviembre de 2010, ha consistido en señalar la sujeción al IVA de dicha transmisión en los tres supuestos siguientes:


	
1.º  Parcelas cuya urbanización se ha promovido por el propio Ayuntamiento, lo cual acontece sólo excepcionalmente.

	
2.º  Parcelas cuya transmisión implicaba por sí misma el ejercicio de una actividad empresarial por parte del Ayuntamiento.

	
3.º  Parcelas afectas a un patrimonio empresarial propiedad del Ayuntamiento. Tanto para este caso como para el anterior se consideraba que existía esta actividad empresarial o profesional cuando se efectuaba la ordenación de medios personales y materiales con independencia y bajo la responsabilidad del Ayuntamiento para desarrollar actividades comerciales mediante la realización continuada de operaciones, asumiendo el riesgo y ventura que se pudiese producir en el desarrollo de la actividad.



Hay que señalar que esta doctrina se mantiene para la determinación de la sujeción al IVA de cualquier entrega de parcelas que no formen parte del Patrimonio Municipal del Suelo. No obstante, la DGT ha matizado fuertemente su doctrina en la citada Resolución 2/2000, entendiendo el citado patrimonio como un patrimonio separado del resto del patrimonio municipal y que, además, está destinado por ley a incorporarse al circuito empresarial o profesional.

Entiende la DGT que la transmisión por parte de los Ayuntamientos de parcelas que formen parte del patrimonio municipal del suelo, con independencia de que en su incorporación al patrimonio municipal se considere que no hay una operación sujeta al Impuesto, está en todo caso sujeta al IVA, por tratarse de parcelas que forman parte de un patrimonio empresarial o profesional, considerando la actuación de los mismos como una actuación efectuada en el desarrollo de una actividad empresarial o profesional dirigida a la intervención en el mercado, y al objeto de evitar las graves distorsiones de la competencia que la posible no sujeción de las mismas puede implicar.

6.4.  Operaciones no sujetas por razones técnicas: autoconsumo (art. 7.7.º LIVA)

Están no sujetos los autoconsumos de bienes y servicios, cuando no se hubiese atribuido al sujeto pasivo el derecho a la deducción total o parcial del IVA soportado en la adquisición o importación de los bienes o sus componentes objeto de dichas operaciones (primer párrafo del artículo 7.7.º LIVA). La tributación del autoconsumo tiene por objeto evitar que se altere el mecanismo repercusión-deducción, característico del impuesto y que queden sin gravar entregas de bienes o prestaciones de servicios que tuvieran como inputs otros que dieron derecho a deducir las cuotas soportadas en su adquisición. Sin embargo, cuando tal adquisición no dio derecho a deducción, no existe tal necesidad de gravar el autoconsumo y, en consecuencia, se declara no sujeto.


Ejemplo: Un banco, cuya actividad está parcialmente exenta, tiene derecho a deducir parcialmente el IVA soportado en sus adquisiciones (mediante aplicación de la regla de prorrata), si posteriormente realiza un autoconsumo de alguno de los bienes de su patrimonio empresarial, la operación estará sujeta, sin que pueda aplicarse el artículo 7.7.º LIVA.



Tampoco están sujetos al impuesto los autoconsumos de servicios a título gratuito, cuando el sujeto pasivo se limite a prestar el mismo servicio recibido de terceros y no se le hubiese atribuido el derecho a deducir, total o parcialmente, el IVA soportado en la recepción de dichos servicios (segundo párrafo del artículo 7.7.º LIVA). Se trata de un supuesto de mera intermediación en el servicio.

Recordemos que desde la Resolución 5/2004, de 23 de diciembre, de la DGT, (que sigue la doctrina del TJCE, asumida también por el TS en STS de 8 de julio de 2009 recurso de casación n.o 603/2003-) se aclaró que para que estemos ante un autoconsumo de servicios realizado con terceros, no sólo es preciso que sea gratuito sino que es exigible también que se realice para fines ajenos a la actividad empresarial o profesional del sujeto pasivo. Así se recoge expresamente en el artículo 12.3 LIVA, tras la modificación operada por el artículo tercero de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre.

En relación con la necesidad de gratuidad de la entrega o prestación para que nos encontremos ante un autoconsumo, es muy interesante la doctrina de la DGT manifestada en consulta DGT V0745-11, de 23 de marzo de 2011, sustituida por la DGT V1379-11, de 30 de mayo de 2011, respecto de los planes de retribución flexible del personal, conforme a los cuales una empresa sustituye retribuciones dinerarias por otras no dinerarias tales como el disfrute de una vivienda o un vehículo, la entrega de equipos informáticos o una conexión a internet sufragada por la empresa. En estos casos, la DGT, basándose en la doctrina del TJUE y en particular en la STJUE de 29 de julio de 2010 (Astra Zeneca UK Ltd., asunto C-40/09), señala que no cabe hablar de gratuidad porque estamos ante la contraprestación en especie del trabajo, de forma que no hay autoconsumo sino prestaciones de servicios o entregas de bienes onerosas y sujetas al IVA. Por otro lado, al no existir gratuidad no cabe hablar de bienes destinados a satisfacer necesidades personales de los trabajadores ni de bienes o servicios destinados a atenciones con los asalariados que, conforme a los artículos 95.Uno LIVA y 96.Uno.5.º LIVA, impedirían la deducción de las cuotas soportadas al adquirir los bienes o servicios destinados a las retribuciones en especie. La RTEAC 03161/2019 de 22-02-2022 analiza con detenimiento los requisitos que deben cumplirse para entender que nos encontramos ante una operación onerosa (sustitución de parte del salario monetario, alternativa entre diferentes opciones, etc.).


Casuística: • Las entregas de bienes (aparatos de radio y televisión) efectuadas sin contraprestación específica y con fines de promoción publicitaria por empresarios no dedicados habitualmente a comercializar dichos productos a los clientes que alcancen un determinado volumen de ventas se consideran atenciones a clientes y, en consecuencia, el empresario transmitente no pudo efectuar la deducción de las cuotas soportadas en la adquisición de los bienes, por lo que la transmisión posterior a los clientes sin contraprestación, no está sujeta al impuesto (DGT de 23 de enero de 1989 y Consulta General 0394-98 de 17 de marzo de 1998). En sentido similar se ha manifestado la DGT en el caso de la entrega de un televisor a un cliente mediante un sorteo gratuito con fines de promoción (DGT V1127-16 de 21 de marzo de 2016).

• No está sujeta la donación que efectúe una sociedad a un tercero de un bien de su inmovilizado, adquirido con anterioridad a la entrada en vigor del impuesto (DGT Consulta General 0529-98 de 2 de abril de 1998).

• No hay autoconsumo por prestar gratuitamente a los trabajadores el servicio de transporte al centro de trabajo si por la peculiar ubicación de dichos centros, su distancia a los municipios más cercanos y la inexistencia de medios de transporte públicos adecuados, es aconsejable hacerlo. En tal caso el servicio prestado obedece más que a satisfacer necesidades personales de los trabajadores, al mejor cumplimiento de los fines empresariales (DGT V0368-09 de 23 de febrero de 2009).

• Una entidad dedicada a la prestación de servicios jurídicos remunerados que, no obstante y con la intención de promover a nivel institucional la participación de sus abogados en acciones sociales, ha puesto en marcha un programa de asesoramiento gratuito a particulares o entidades sin ánimo de lucro, en la medida en que así contribuye a mejorar su percepción por parte de la opinión pública, no satisface necesidades privadas pues la finalidad consiste, en última instancia, en la provisión de un servicio que sirve primordialmente a los fines de la empresa. En consecuencia, el referido servicio ha de considerarse al margen del supuesto de autoconsumo a que se refiere el artículo 12.3º de la Ley 37/1992 sin que, en consecuencia, se vea afectado su derecho a la deducción (DGT V2396-09 de 26 de octubre de 2009).



6.5.  Otras operaciones no sujetas (art. 7.9.º, 10.º, 11.º y 12.º LIVA)

Son las siguientes:

1.- Las concesiones y autorizaciones administrativas (y ello, aunque tengan por contraprestación un precio público). Se exceptúan las que tengan por objeto la cesión del derecho a utilizar inmuebles o instalaciones en puertos o aeropuertos, la cesión del derecho a utilizar infraestructuras ferroviarias y las autorizaciones para la prestación de servicios al público y para el desarrollo de actividades comerciales o industriales en el ámbito portuario.


Casuística: • Son operaciones no sujetas: la adjudicación de puestos en mercados municipales (DGT de 14 de octubre de 1986), sin perjuicio de que si posteriormente el concesionario repercute parte del canon a los usuarios de los puestos municipales, sí que debe repercutirles el IVA por el servicio que les presta (DGT V2409-10 de 11 de noviembre de 2010); la autorización para la venta ambulante (DGT de 18 de septiembre de 1990); la concesión de licencias de pesca (DGT de 22 de junio de 1987); la concesión o autorización de un Ayuntamiento de ocupación de la vía pública para la celebración de mercadillos de venta ambulante (DGT de 15 de diciembre de 1993) o para la instalación de atracciones feriales a cambio de una tasa (DGT de 12 de abril de 1995).

• Está sujeta al impuesto la posterior cesión de los derechos del concesionario a un tercero, como prestación de servicios (DGT de 13 de mayo de 1988 y DGT V1645-08 de 1 de septiembre de 2008).

• La venta por un empresario acogido al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca, de una batea destinada a vivero flotante para cultivo de mejillón, y la transmisión simultánea de la concesión administrativa correspondiente, son ambas transmisiones sujetas al IVA, pues la batea no es considerada en la LIVA edificación que pudiera estar exenta por segunda o ulterior transmisión del artículo 20.Uno.22.º LIVA, y la concesión administrativa no sujeta por el artículo 7.9.º LIVA es sólo la relativa al otorgamiento de la concesión, no la transmisión posterior de la misma (DGT V1908-08 de 23 de octubre de 2008).

• Es doctrina de la DGT (entre otras DGT V1665-05 de 1 de agosto de 2005) que en los casos en que el concesionario se obliga a construir determinados bienes en suelo demanial, el rescate de los mismos por el Ente concedente, determina la realización de una entrega de bienes por el concesionario, al corresponderle la totalidad de las facultades económicas derivadas de dichos bienes, sin perjuicio de que la titularidad jurídica corresponda al Ente concedente en tanto que bienes demaniales (DGT V2006-09 de 14 de septiembre de 2009).

• La no sujeción de las concesiones o autorizaciones administrativas se entienden sin perjuicio de la sujeción de los servicios prestados por el concesionario (DGT de 18 de septiembre de 1990). En este sentido, la concesión por un Ayuntamiento del control de la zona azul a una empresa privada cambio de un canon anual, puede articularse de dos formas: siendo el Ayuntamiento el que cobra la tasa a los ciudadanos por el estacionamiento abonando a la empresa un precio por sus servicios, o siendo la empresa la que cobra directamente a los ciudadanos. En el primer caso, estamos ante una operación no sujeta en cuanto que servicio prestado a los ciudadanos por un Ente Público a cambio de una tasa, sin perjuicio de que la empresa facturará al Ayuntamiento por su trabajo con IVA. En el segundo caso, la empresa debe cobrar a los ciudadanos el precio del estacionamiento repercutiendo el impuesto (DGT V1215-10 de 1 de junio de 2010). En el mismo sentido, pero para el suministro de aguas y recogida de basuras, se manifiesta la RTEAC 00/14734/2008 de 8 de junio de 2010.

• Los contratos que tienen por objeto la explotación de cafeterías y comedores en centros públicos son contratos administrativos especiales, sin que los mismos puedan calificarse como contratos de gestión de servicios públicos ni tampoco como concesiones administrativas de dominio público (DGT V1972-11 de 6 de septiembre de 2011).



2.- Las prestaciones de servicios a título gratuito (autoconsumo de servicios) obligatorias para el sujeto pasivo en virtud de normas jurídicas o convenios colectivos, incluso los servicios telegráficos y telefónicos prestados en régimen de franquicia (art. 7.10.º LIVA).


Casuística: • No están sujetos los servicios de transporte prestados a los empleados establecidos en convenio colectivo (DGT de 5 de diciembre de 1985). Además, aun cuando no estuviera previsto en convenio colectivo, tal prestación de servicios gratuita podría ser operación no sujeta sin limitar la deducción por el empresario de las cuotas que soporte del transportista. Ello será así si no se atienden necesidades privadas sino de la actividad, como ocurriría si la peculiar o cambiante ubicación del centro de trabajo, o la distancia a ciudades, o la inexistencia de transporte público, etc., hacen que sólo el empresario pueda proporcionar un medio de transporte adecuado, que sea colectivo y con puntos fijos de subida y bajada, no a domicilio. En estos casos, de acuerdo con la Resolución 5/2004, de 23 de diciembre,  de la DGT (BOE 4 de enero de 2005), que sigue la doctrina del TJCE y ha sido asumida también por el TS en STS de 8 de julio de 2009 (recurso de casación n.o 603/2003), no es que se trate de un autoconsumo no sujeto, sino que no se trata de autoconsumo, pues responde a necesidades de la actividad y no privadas (DGT V0381-06 de 6 de marzo de 2006; DGT V0368-09 de 23 de febrero de 2009 y DGT V2438-09 de 30 de octubre de 2009). Estas consultas de la DGT responden perfectamente, por otra parte, a la modificación operada en el apartado 3 del artículo 12 LIVA por el artículo tercero de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de Medidas para la prevención del fraude fiscal, que señala ya claramente, de acuerdo a la jurisprudencia del TJCE recogida en la Resolución 5/2004, de 23 de diciembre, de la Dirección General de Tributos, que sólo existe autoconsumo por prestaciones de servicios a título gratuito cuando éstos se realizan para fines ajenos a los de la actividad empresarial o profesional. También se manifiesta en idéntico sentido la DGT respecto a un comedor de empresa que de forma gratuita o por precio simbólico, se crea por la empresa ante el escaso tiempo para comer disponible y las dificultades para que los trabajadores puedan recibir la prestación en ningún establecimiento de hostelería cercano (DGT V2330-10 de 27 de octubre de 2010).

• No están sujetos los servicios prestados a título gratuito por los abogados en el turno de oficio y asistencia al detenido (DGT de 14 de marzo de 1995 o DGT V1870-07 de 11 de septiembre de 2007), y recientemente la DGT V1706-17 de 30 de junio de 2017. Recordar que la consulta DGT V0179-17, de 25 de enero de 2017, cambió el criterio mantenido por la DGT hasta esa fecha y determinó que dichos servicios estaban sujetos y no exentos, debiendo repercutirse el IVA al tipo general. Ello provocó que se modificase la Ley 1/1996, de 10 de enero, de asistencia jurídica gratuita, por medio de la Ley 2/2017, de 21 de junio, para reforzar el sistema y la garantía del acceso de los ciudadanos a la Administración de Justicia. Se ha fortalecido el principio de obligatoriedad y el carácter indemnizatorio de la asistencia jurídica gratuita, para que quede fuera del ámbito de IVA. La modificación legal entró en vigor el 23 de junio de 2017 pero produciendo efectos desde el 1 de enero de 2017. Hay que entender que las facturas que pudieran haberse emitido con IVA entre el 26 de enero de 2017 y el 30 de junio de 2017 pueden rectificarse dada la eficacia retroactiva de la Ley 2/2017, de 21 de junio, y la consulta DGT V1706-17 de 30 de junio de 2017 cambiando de nuevo el criterio.



3.- Las operaciones realizadas por las Comunidades de Regantes para la ordenación y aprovechamiento de las aguas (art. 7.11.º LIVA). Ciertamente, estas operaciones no tienen carácter empresarial o profesional. La Sentencia del Tribunal Supremo de 18 de julio de 2011 (recurso de Casación 570/2009) ha señalado que debe interpretarse esta no sujeción con carácter restrictivo de acuerdo con la doctrina del TJUE, resultando aplicable exclusivamente a aquellas actividades realizadas por las comunidades de regantes en el ejercicio de sus funciones públicas. Por tanto, si se desarrolla la actividad económica consistente en adquirir, desalinizar y distribuir agua a título oneroso, el IVA debe ser neutral respecto a otros sujetos que hayan realizado esas mismas actividades, que no pueden quedar no sujetas. En el mismo sentido, STS de 22 de noviembre de 2012 (recurso de casación n.o 6371/2011), y consulta de la DGT V3420-15 de 10 de noviembre de 2015 (cambiando criterio de la consulta anterior, DGT V0578-12 de 16 de marzo de 2012).

4.- Las entregas de dinero a título de contraprestación o pago (art. 7.12.º LIVA). Se declara no sujeta la entrega de dinero como bien genérico, pues de lo contrario toda operación quedaría doblemente gravada; de una parte el bien o servicio y de otra el pago. Distinto es el caso en que el bien entregado esté constituido por monedas o billetes específicos y no sea un medio de pago de otra operación anterior quedando, en este caso, la operación sujeta. Se asimilan al dinero las monedas virtuales bitcoin, por cuanto actúan como medio de pago y de acuerdo con la STJUE de 12 de junio de 2014 de Granton Advertising (asunto C-461/12), cabe considerarlas como "otros efectos comerciales" en el sentido del artículo 135.1.d) de la Directiva 2006/112/CE (DGT V1029-15 de 30 de marzo de 2015). En esta misma línea pero inclinándose por considerar a las monedas bitcoin como medio de pago directo para los operadores que la aceptan, dentro de la letra e) del artículo 135.1 de la Directiva 2006/112/CE, se pronuncia la STJUE de 22 de octubre de 2015 (asunto C-264/2014).

5.- Aunque no contemplado en la propia LIVA, debe hacerse mención al Acuerdo entre el Estado español y la Santa Sede sobre Asuntos Económicos, firmado el 3 de enero de 1979, que se desarrolló respecto al IVA por la Orden 29 de febrero de 1988, a su vez interpretada por las Resoluciones de la DGT de 30 de mayo de 1988 y 15 de marzo de 1989. Se trataba de supuestos de no sujeción y exención a los que puso fin desde el 1 de enero de 2007 la Orden EHA/3958/2006, de 28 de diciembre.








  Entregas de bienes (art. 8 y 8 bis LIVA) 








7. Entregas de bienes (art. 8 y 8 bis LIVA)


 Las entregas de bienes se definen en el IVA como la transmisión del poder de disposición sobre bienes corporales, incluso si se efectúa mediante cesión de títulos representativos de dichos bienes. Se consideran bienes corporales a efectos del impuesto, el gas, el calor, el frío, la energía eléctrica y demás modalidades de energía; además en ciertos casos, las entregas de valores son entregas de bienes.

Normalmente, esa transmisión del poder de disposición implicará la transmisión de la propiedad del bien entregado, pero no necesariamente. Así, se ha calificado como entrega de bienes la operación en virtud de la cual un fabricante de automóviles los vende a un concesionario, quedando dichos bienes en una situación transitoria en la que pueden ser readjudicados a un segundo concesionario por el fabricante, siempre que la obligación de expedir la factura por esta segunda adjudicación corresponda al primer concesionario (DGT de 31 de mayo de 1994). En otros términos, la transmisión del poder de disposición sobre un bien corporal con las facultades inherentes a la propiedad, se considera entrega de bienes, aunque no haya habido transmisión de la propiedad en sentido jurídico (STJCE de 8 de febrero de 1990 y RTEAC de 9 de octubre de 1991 y RTEAC 00/417/2006 de 18 de abril de 2007 y RTEAC 00/6589/2008 de 9 de marzo de 2010; DGT V2730-07 de 20 de diciembre de 2007 y DGT V0611-13 de 27 de febrero de 2013). La venta de dos solares, comprometiéndose el vendedor a construir en ellos viviendas que una vez terminadas se entregarán al adquirente de los solares, no implica transmisión del poder de disposición hasta que se entreguen las viviendas una vez construidas (DGT V2294-08 de 2 de diciembre de 2008).


Ejemplo: Una empresa inmobiliaria vende un local comercial a otra en escritura pública.

En el derecho español, en las compraventas de inmuebles la escritura pública equivale a la entrega. Por ello, aunque el adquirente no haya entrado en posesión del local adquirido, se considera transmitida la propiedad, lo que supone, en el ámbito del impuesto, la entrega del bien.




Casuística: • No está sujeta la devolución de un inmueble a su propietario inicial como consecuencia de la resolución del contrato por el que se realizó la transmisión del mismo (DGT de 11 de enero de 1999).

• Los suministros de agua tienen la consideración de entregas de bienes (DGT de 4 de mayo de 1989), la energía eléctrica o cualquier otra forma de energía se consideran bienes corporales que pueden ser objeto de entrega (DGT de 22 de junio de 1995).

• Las cesiones obligatorias de terrenos a los Ayuntamientos en virtud de lo dispuesto en la Ley 6/1998, de 13 de abril, sobre Régimen del Suelo y Valoraciones, no constituyen entregas de bienes ni prestaciones de servicios a efectos del IVA, no existiendo por tanto ninguna operación sujeta al impuesto por dicha operación (Resolución DGT 2/2000, de 22 de diciembre). La referencia debe entenderse actualmente hecha al artículo 16 del Texto Refundido de la Ley de Suelo, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio.

• La transmisión de la concesión de un aparcamiento a un tercero tendrá la consideración de entrega de bienes siempre que se atribuyan al nuevo adquirente las facultades inherentes al propietario de un bien, pues aunque jurídicamente la titularidad corresponde al Ente público que otorgó la concesión, el concesionario en ningún momento ha perdido el poder de disposición (DGT 0573-03 de 25 de abril de 2003 y DGT V1665-05 de 1 de agosto de 2005). Si la transmitente fue la promotora del aparcamiento nos encontramos previsiblemente ante una primera entrega sujeta y no exenta del Impuesto. En otro caso la entrega estará sujeta pero exenta del IVA como segunda entrega de edificación, sin perjuicio de la tributación que proceda por la modalidad TPO del ITP y AJD (DGT V2840-09 de 29 de diciembre de 2009).

• Cuando en la escritura pública de compraventa no se estipula que las fincas continúen en poder del vendedor sino que se transmiten al comprador, que asume en exclusiva la responsabilidad, aunque se conceda al vendedor la posesión pacífica y gratuita hasta un determinado momento, hay que entender que la transmisión del poder de disposición se ha producido con la escritura (RTEAC 00/2203/2012 de 20 de marzo de 2014).

• Cuando se hace una operación de lease back existe en realidad una única operación, en la que tal operación no puede calificarse de entrega de bienes pues la entidad financiera no pasa a poder disponer del bien con la amplitud que tendría un propietario (STJUE de 27-03-2019, asunto C-201/18).



Además del concepto genérico, la Ley enumera otras operaciones que tienen también la consideración de entrega de bienes:

1. Las ejecuciones de obras que tengan por objeto la construcción o rehabilitación de una edificación (trabajos realizados por encargo sobre bienes inmuebles del cliente para la obtención de un resultado), tienen la consideración de entrega de bienes cuando el empresario que ejecute la obra aporte una parte de los materiales utilizados, siempre que el coste de los mismos exceda del 40% de la base imponible. Si el coste de los materiales aportados por el contratista no llega al 40%, la operación se considera prestación de servicios. También tienen consideración de prestaciones de servicios, todas las ejecuciones de obra sobre bienes muebles cuando la aportación de quien encargó la obra sea relevante, pues si todos los materiales son aportados por el empresario que realiza la ejecución de obra, estaremos ante una entrega de bienes por aplicación de concepto general del artículo 8.Uno LIVA.

Deben considerarse "materiales aportados" por el empresario o profesional que ejecuta la obra, todos aquellos bienes corporales que, en ejecución de dichas obras, queden materialmente incorporados el edificio, directamente o previa transformación, tales como ladrillos, piedras, cal, arena, yeso y otros materiales (DGT V1203-10 de 1 de junio de 2010).


Ejemplo: Una empresa inmobiliaria (promotor) realiza las siguientes operaciones:


	
1.  Contrata con un constructor, la construcción de una edificación, aportando el promotor la totalidad de los materiales.

	
2.  Encarga para los locales que construye trabajos de fontanería consistentes en la construcción de un nuevo baño, por importe de 12.100 € (materiales por importe de 6.050 €), aportando el cliente los sanitarios cuyo valor asciende a 900 €.
	
1.  En este caso estaremos ante una ejecución de obra inmobiliaria que se considerará prestación de servicios, pues la totalidad de los materiales es aportada por el dueño de la obra.

	
2.  En este ejemplo la ejecución de obra tiene la consideración de entrega de bienes, pues el coste de los materiales aportados por quien ejecuta la obra es superior al 40% de la base imponible correspondiente a la obra realizada (6.050/12.100 = 0,5). Para el cálculo del porcentaje de aportación de materiales por el contratista se toman en consideración, exclusivamente, los aportados por él y la base imponible de la operación.









2. Las aportaciones no dinerarias efectuadas por los sujetos pasivos del impuesto de elementos de su patrimonio empresarial o profesional a sociedades o comunidades de bienes o a cualquier otro tipo de entidades y las adjudicaciones de esta naturaleza en caso de liquidación o disolución total o parcial de aquéllas, sin perjuicio de la tributación que proceda en el Impuesto sobre Transmisiones Patrimoniales y Actos Jurídicos Documentados (art. 8.Dos.2.º LIVA).


Casuística: • La DGT ha considerado incluidas en este tipo de entregas las aportaciones de los productos obtenidos por los agricultores a las Cooperativas de las que forman parte (DGT de 15 de julio de 1986); las entregas de solares efectuadas por varias sociedades mercantiles a la Comunidad constituida para promover en común una edificación y las adjudicaciones que de la edificación realizada haga la última a las primeras (DGT de 28 de diciembre de 1987); las adjudicaciones de locales hechas por una comunidad de bienes a los comuneros que abandonan la comunidad por disolución parcial de aquélla (DGT de 7 de octubre de 1993), etc.

• Para el caso de las comunidades de bienes la cuestión ha sido tradicionalmente dudosa, aunque de la lectura sistemática del artículo 8.Dos.2.º LIVA con el 8.Uno, y de la condición que éstas tienen de sujeto pasivo del Impuesto se puede deducir que, a lo que no es más que la especificación del condominio previo desde el punto de vista del derecho civil, la LIVA le confiere la condición de entrega de bienes, de lo que se deduce la aplicación del impuesto a dicha operación y permite que se cierre el círculo de la aplicación del IVA a estas entidades. En el ámbito de las operaciones inmobiliarias esta circunstancia es especialmente relevante por lo relativamente habitual de la promoción de viviendas en régimen de copropiedad.

La anterior interpretación no se compartía sin embargo por el Tribunal Supremo (STS de 23-05-1998, rec. n.º 2327/1997  y STS 28-10-2009, rec. n.º 6919/2003, respectivamente), si bien la DGT mantuvo siempre su criterio inicial (DGT V0960-08 de 13-5-2008, DGT V0734-10 de 16-4-2010, DGT V0735-10 de 16-4-2010 y DGT V1321-11 de 24-05-2011 e Informe 1087-11 de 8-9-2011). La Audiencia Nacional, sin embargo, siguió la tesis del Tribunal Supremo en la STS de 7-5-2009, rec. n.º 118/2008. El TEAC también defendía la postura de la DGT en resoluciones como la RTEAC 00/3472/2008 de 11-10-2011.

Finalmente parecía que ponía fin a la polémica con la Ley 16/2012, de 27 de diciembre, que introdujo expresamente en el artículo 8.Dos.2.º LIVA un párrafo que decanta la cuestión del lado de la postura administrativa. En concreto, se señala que "En particular, se considerará entrega de bienes la adjudicación de terrenos o edificaciones promovidos por una comunidad de bienes realizada a favor de los comuneros, en proporción a su cuota de participación". No obstante la aclaración legal, vigente desde el 28 de diciembre de 2012, lo cierto es que dicha aclaración se refiere sólo a las comunidades de bienes, cuando tal vez debería haberse referido en general a los entes del artículo 35.4 LGT 2003, pues todos ellos son considerados sujetos pasivos del IVA en el artículo 84.Tres LIVA, no sólo las comunidades de bienes. En todo caso, el párrafo se introdujo como una aclaración no limitativa del contenido del párrafo anterior.

Más recientemente, el TS se ha planteado la problemática general de comunidades de bienes que tras desarrollar una actividad empresarial o profesional, se disuelven y liquidan con adjudicación a los comuneros de bienes concretos o cuotas indivisas en los mismos. La STS de 7-3-2018 Rec. 1536/2017 se separa de la jurisprudencia de la STS de 23-05-1998 Rec. 2327/1997 y STS de 28-10-2009 Rec. 6919/2003 y establece que: “El artículo 8.Dos.2º LIVA , a la luz de la Directiva IVA y de la jurisprudencia del TJUE, debe ser interpretado en el sentido de que la adjudicación de bienes o cuotas de participación en ellos con ocasión de la disolución y liquidación de una comunidad de bienes que ha sido sujeto pasivo del IVA constituye una "entrega de bienes", a efectos de considerarla hecho imponible de dicho tributo y quedar sujeta al mismo, si la adquisición de tales bienes dio en su momento lugar a la deducción de las cuotas repercutidas.

• El carácter de sujeto pasivo de la comunidad de bienes constituida para la autopromoción, tiene consecuencias en otros aspectos del impuesto, como el hecho de que los contratos directamente celebrados para la construcción, al ser la CB sujeto pasivo, darán lugar a inversión del sujeto pasivo (DGT V2825-15 de 29-9-2015)



3. Las transmisiones de bienes en virtud de una norma o de una resolución administrativa o jurisdiccional, incluida la expropiación forzosa (art. 8.Dos.3 LIVA).

La sujeción de estas operaciones al IVA se producirá en la medida en que dichas operaciones tengan por objeto bienes que formen parte de un patrimonio empresarial o profesional, pero no en otro caso, como es obvio.

La sujeción de las expropiaciones al IVA se produce en los mismos términos que cualquier otra entrega de bienes, es decir, cuando los bienes expropiados forman parte de un patrimonio empresarial o profesional.

Una cuestión que se plantea en relación con las expropiaciones es la relativa a la base imponible de las mismas, y en particular la aplicación de lo dispuesto por el artículo 88.Uno LIVA en su segundo párrafo, conforme al cual en las entregas de bienes y prestaciones de servicios sujetas y no exentas cuyos destinatarios fuesen Entes Públicos se entenderá siempre que los sujetos pasivos del Impuesto, al formular sus propuestas económicas, aunque sean verbales, han incluido dentro de las mismas el propio IVA. En la aplicación de esta regla a las expropiaciones la DGT, basándose en la jurisprudencia del TS (sentencias de 23 de diciembre de 1959 o 18 de diciembre de 1973) relativa al IGTE, ha considerado con fecha 6 de noviembre de 1998, entre otras, que con la indemnización expropiatoria se trata de lograr el equivalente económico ante la privación del bien o derecho expropiado, de forma que "sin enriquecimiento para el expropiado, la expropiación no produzca, sin embargo, una injustificada mengua en su patrimonio", ya que la expropiación no puede utilizarse para privar de su propiedad a una persona "sin concederle en compensación el abono del valor real y efectivo de los bienes". De acuerdo con esta jurisprudencia, entiende la DGT que el justiprecio representa el valor económico del bien expropiado, ya que si del citado justiprecio hubiera que deducir la cuota del Impuesto la diferencia no representaría ya el equivalente económico del bien. De lo anterior se deduce que al importe del justiprecio habrá que añadir, en su caso, la cuota resultante del IVA. Similar razonamiento respecto del ITP y AJD hace el TS en su Sentencia de 15 de diciembre de 2008 Rec. 36/2007.

Dentro de estas transmisiones han de incluirse las realizadas por medio de subasta pública con que concluyen determinados procedimientos administrativos o jurisdiccionales (procedimientos de enajenación de bienes del Estado, procedimiento de apremio para hacer efectivo el pago de deudas tributarias, etc.). Respecto a estos casos, la Ley 14/2000 reguló una disposición adicional 6.ª LIVA para permitir que cuando el adquirente (rematante) es empresario o profesional, pueda actuar en nombre del sujeto pasivo para cumplir en su lugar las obligaciones derivadas del impuesto, dado que el sujeto pasivo cuyos bienes se subastan, en estos casos frecuentemente no lo hace.

La redacción actual de la disposición adicional 6.ª LIVA, vigente desde el 31-10-2012, se debe a la Ley 22/2013, de 23 de diciembre, de PGE para 2014. Curiosamente, la fecha de entrada en vigor de la redacción actual coincide con la de entrada en vigor de la redacción anterior, dada por la Ley 7/2012, de 29 de octubre. Esto se debe a que con la LPGE para 2014 se quiso poner fin, sin solución de continuidad, al problema derivado de la redacción dada por la Ley 7/2012, de 29 de octubre, que eliminó la facultad del adquirente (rematante) de renunciar a las exenciones inmobiliarias en nombre y por cuenta del sujeto pasivo. Esto generó un serio problema porque a pesar de establecerse, precisamente por la Ley 7/2012, la inversión del sujeto pasivo en las entregas inmobiliarias exentas con renuncia a la exención, dicha renuncia ha de hacerla necesariamente el transmitente (artículo 199.1.c. de la Directiva 2006/112/CE, de 28-11-2006), lo que no suele ocurrir ya que éste rara vez comparece en momento alguno de todo el proceso de ejecución forzosa. Es necesario por tanto que el adquirente pueda renunciar en lugar del transmitente pues, de otra forma, la operación se vería irremediablemente sometida a TPO en lugar de al IVA.

Es importante tener presente que las facultades que otorga al adjudicatario la disposición adicional 6.ª LIVA en relación con las entregas de bienes o prestaciones de servicios realizadas como consecuencia de procedimientos administrativos o judiciales de ejecución forzosa, no han de utilizarse obligatoriamente. El ejercicio de tales facultades no obstante sí que impide al transmitente o prestador del servicio cumplir con las obligaciones que, por aplicación de la normativa del IVA, le incumben (renuncia a la exención, emisión de la factura y, salvo que proceda la inversión del sujeto pasivo, repercusión del Impuesto e ingreso del importe correspondiente).

Las reglas para el ejercicio de las facultades de la Disposición Adicional 6.ª LIVA se encuentran desarrolladas en la Disposición Adicional 5.ª del RIVA 1992 (redacción dada por Real Decreto 1073/2014, de 19 de diciembre):


	
1.ª  El ejercicio por parte del adjudicatario de las anteriores facultades debe ser manifestado ante el órgano judicial o administrativo que esté desarrollando el procedimiento respectivo. Esta manifestación ha de efectuarse por escrito y de forma previa o simultánea al pago del importe de la adjudicación.La citada comunicación escrita deberá contener, en su caso, la constancia de que el citado adjudicatario cumple los requisitos que se establecen en el artículo 8 del RIVA 1992 para la renuncia a la exención de las operaciones inmobiliarias y el ejercicio de la misma.



	
2.ª  Una copia de la anterior comunicación habrá de ser remitida al sujeto pasivo de la operación, el empresario o profesional propietario de los bienes o derechos objeto de la adjudicación, o a sus representantes dentro del plazo de los 7 días siguientes a su presentación ante el órgano judicial o administrativo. No es preciso realizar esta comunicación cuando el adjudicatario sea el sujeto pasivo de la operación de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 84.Uno.2.º LIVA.

	
3.ª  El ejercicio de la facultad de renunciar a la exención implicará la imposibilidad por parte del sujeto pasivo de la operación o por sus representantes de proceder a la renuncia a la exención. Cuando se ejercen las facultades de la Disposición Adicional 6.ª LIVA el sujeto pasivo no podrá emitir la factura correspondiente a la operación, incluir la operación en sus declaraciones-liquidaciones ni ingresar el IVA devengado por la misma. No obstante, aunque no haya obligación para el sujeto pasivo de autoliquidar el impuesto, ya que el ingreso lo hará el adquirente en el modelo no periódico 309 o en su propia declaración-liquidación si hay inversión del sujeto pasivo, el transmitente o prestador sí que debería incluir la operación en el modelo 390 que presente por el impuesto, para que figure dentro del apartado 10 de dicha declaración 390 (volumen de operaciones). Cuando existe inversión del sujeto pasivo el adquirente renuncia en nombre del transmitente, pero la inclusión del impuesto en su declaración ordinaria la efectúa en nombre propio, no en nombre y por cuenta del transmitente (DGT V0599-18 de 6-3-2018).

	
4.ª  El plazo para la expedición de la factura en la que se documente la operación es el establecido en el artículo 11 del Real Decreto 1619/2012 de 30 de noviembre, por el que se aprueba el Reglamento por el que se regulan las obligaciones de facturación, tomando como fecha de devengo aquella en la que se dicta el decreto de adjudicación (antes del día 16 del mes siguiente al devengo). La disposición adicional 6.ª LIVA y la disposición adicional 5.ª del RIVA 1992 señalan entre las facultades que el rematante tiene en nombre y por cuenta del sujeto pasivo, la de repercutir la cuota del Impuesto en la factura que se expida, presentar la declaración-liquidación correspondiente e ingresar el importe del Impuesto resultante. Sin embargo, el precepto deja clara la excepción de los supuestos en que haya inversión del sujeto pasivo. Es decir, cuando hay inversión hay que emitir factura pero no hay que repercutir ni declarar e ingresar el Impuesto, puesto que todo ello se hace en la propia declaración-liquidación del rematante. Es curioso que la disposición adicional 6.ª LIVA y la disposición adicional 5.ª del RIVA 1992 sigan otorgando facultades al rematante en nombre y por cuenta del sujeto pasivo, cuando en el caso de renuncia a las exenciones inmobiliarias el sujeto pasivo es el propio rematante por inversión. La norma debería decir "en nombre y por cuenta del sujeto pasivo o, en su caso, del transmitente", ya que la renuncia la realiza el rematante en nombre y por cuenta del transmitente, no de sí mismo como sujeto pasivo.De cualquier manera, en las operaciones con inversión del sujeto pasivo no hay desde 2011 obligación de emisión de autofactura. Por lo tanto, como la disposición adicional 6.ª LIVA excluye de la obligación de repercusión del Impuesto al supuesto de inversión del sujeto pasivo, si el transmitente como es habitual no emite factura al rematante le debería bastar con emitir una factura sin cuota de IVA en nombre y por cuenta del transmitente, haciendo constar como expedidor al transmitente. Esa factura será suficiente como justificante de la operación, además claro es de la documentación administrativa o judicial del procedimiento de ejecución forzosa.

Cuando no hay inversión del sujeto pasivo y el rematante emite factura repercutiendo el Impuesto, dicha factura será expedida también haciendo constar como expedidor de la misma al sujeto pasivo titular de los bienes o derechos objeto de adjudicación y como destinatario de la operación al empresario o profesional adjudicatario de la operación.

Para estas facturas es preciso su inclusión en una serie especial de facturas, circunstancia lógica si tenemos en cuenta que quien la emite no puede conocer la numeración correlativa que le correspondería a la misma dentro de la numeración correlativa para las facturas en la facturación normal del empresario o profesional cuyo patrimonio se ejecuta.

El original de esta factura quedará en poder del empresario o profesional que la emitió, al objeto de que éste disponga del justificante oportuno para el ejercicio del derecho a la deducción. Se deberá remitir una copia de la factura al sujeto pasivo del impuesto o a sus representantes en el plazo de los 7 siguientes a su expedición.



	
5.ª  El adjudicatario de la operación efectuará la declaración e ingreso de la cuota correspondiente a la operación a través de la presentación de una declaración-liquidación especial de carácter no periódico de las que se regulan en el artículo 71.7 del RIVA 1992 (Modelo 309). Evidentemente, se pretende con ello disponer del adecuado instrumento de control para estas operaciones, lo cual sería mucho más complicado si se permitiese al empresario o profesional adjudicatario de las mismas la inclusión de los importes respectivos en sus declaraciones-liquidaciones ordinarias, lo que sí que ocurre como se señaló anteriormente cuando hay inversión del sujeto pasivo, en cuyo caso ni se repercute, ni se presenta más autoliquidación que la propia, ni se ingresa otro importe que el que derive de la inclusión de la operación como IVA devengado y como IVA soportado en la propia declaración-liquidación. El plazo de presentación de la declaración-liquidación especial, en su caso, es de un mes desde el pago del importe de la adjudicación, pero siempre después de haber emitido la factura.Al igual que en el caso anterior, el adjudicatario se quedará con el original de esta declaración-liquidación, pero deberá remitir una copia de la misma, en la que conste la validación del ingreso efectuado, al sujeto pasivo o a sus representantes, ello en un plazo de 7 días a contar a partir de la realización del ingreso.



	
6.ª  Cuando no sea posible remitir al sujeto pasivo de la operación la comunicación del ejercicio de todas estas facultades, la copia de la factura o de la declaración-liquidación en los términos que se han señalado por causa no imputable al adjudicatario, entonces todos esos documentos deberán ser remitidos a la AEAT en el plazo de 7 días a partir del momento en el que exista constancia de esa imposibilidad, haciendo indicación de dicha circunstancia.



4. Las cesiones de bienes en virtud de contrato de venta con pacto de reserva de dominio o condición suspensiva (artículo 8.Dos.4.º LIVA). En los primeros, el vendedor se reserva la propiedad de la cosa vendida hasta el total pago del precio por el comprador. En las segundas, la transmisión de la propiedad no se produce hasta el cumplimiento de la condición establecida.

La LIVA es muy prudente e intenta evitar que los pactos o cláusulas de los contratos permitan a los sujetos pasivos demorar el devengo del IVA, como ocurriría con estos contratos al aplicar la doctrina civil de la transmisión jurídica del dominio al concepto de transmisión del poder de disposición. En estos casos, es evidente que la transmisión del dominio con la amplitud del propietario no se produce hasta que se transfiera efectivamente el dominio o se produzca la contingencia que pone fin a la condición suspensiva. Para evitar que no se devengue el IVA, la normativa señala que en estos casos se produce la entrega de bienes y se devenga el impuesto aún cuando no hay transmisión jurídica de la propiedad.

5. Las cesiones de bienes en virtud de los siguientes contratos:


	
-  De arrendamientos-venta: se trata de contratos en los que se cede un bien mueble o inmueble en alquiler, con la particularidad de que el arrendatario adquiere la propiedad del bien, una vez satisfechas las rentas que se hayan estipulado. Es una figura muy próxima a la venta con pacto de reserva de dominio y, como ésta, sujeta al IVA como entrega de bienes.

	
-  Arrendamientos con opción de compra y compromiso de ejercitarla y arrendamientos con cláusula de transferencia de la propiedad vinculante para las partes. Si no existe compromiso por parte del arrendatario de ejercitar la opción de compra, el arrendamiento financiero (leasing) se califica en el IVA como prestación de servicios que se devenga en cada vencimiento de la cuota. Si se formaliza el compromiso o se ejercita efectivamente la opción de compra por el arrendatario, se produce el devengo por el importe de todas las cuotas pendientes de vencimiento y por el valor residual pasando a considerarse una entrega de bienes. La doctrina administrativa ha considerado que el compromiso de ejercitar la opción de compra puede consistir en la aceptación de letras de cambio por cada una de las cuotas arrendaticias, lo que determina la calificación de la operación como entrega de bienes y la consiguiente aplicación de la norma de devengo propia de éstas (DGT 2 de febrero de 1995).



La Sentencia del TJUE de 2 de julio de 2015 (asunto C-209/2014) en la que se analiza cuando un contrato financiero debe considerarse entrega de bienes, resultando un concepto menos rígido que el de nuestra normativa. Señala el TJUE que estaremos ante una entrega de bienes de inversión cuando el contrato prevea la transmisión de la propiedad al arrendatario al término de dicho contrato, o cuando el arrendatario disponga de los atributos esenciales de la propiedad, en particular que se le transmita la mayoría de los beneficios y riesgos inherentes a la propiedad legal de éste y que la cantidad actualizada de los vencimientos sea prácticamente idéntica al valor venal del bien.

6. Las transmisiones de bienes entre comitente y comisionista que actúe en nombre propio en virtud de contratos de comisión de compra o venta (art. 8.Dos.6.º LIVA). Si el comisionista actúa en nombre ajeno estaremos ante una prestación de servicios.

En la comisión de venta en nombre propio hay dos entregas diferentes sujetas al IVA, una del comitente al comisionista y otra de éste al tercero (cliente). En la comisión de compra, igualmente en nombre propio, se producen dos entregas sujetas, de una parte, la del tercero (proveedor) al comisionista y de otra, la de éste al comitente.

7. El suministro de productos informáticos normalizados, siempre que se efectúe en cualquier soporte material. Por lo tanto, si no hay soporte físico, estaremos siempre ante una prestación de servicios. Así ocurre cuando se trate de un servicio digitalizado suministrado vía Internet u otro medio electrónico (Comercio electrónico, vid. artículo 70.Uno.4.º LIVA). Se define el producto informático normalizado como aquel que no precisa de modificación sustancial alguna para su empleo por cualquier usuario. En otro caso, será una prestación de servicios (vid. artículo 11 LIVA). Está sujeta al IVA la importación de productos informáticos normalizados, debiendo incluirse en la base imponible tanto el importe correspondiente al soporte como el correspondiente a las informaciones contenidas en el mismo y demás gastos relativos a la operación hasta el primer lugar de destino de los bienes (DGT 11 de julio de 1994).

8. Las transmisiones de valores cuya posesión asegure, de hecho o de derecho, la atribución de la propiedad, el uso o disfrute de un inmueble o de una parte del mismo en los supuestos previstos en el artículo 20.Uno.18.º.k) LIVA

Este supuesto fue introducido por la Ley 28/2014, de 27 de noviembre. El motivo es que de acuerdo con la STJUE de 5 de julio de 2012, asunto C-259/11, las entregas de valores sólo pueden escapar de la exención cuando la normativa del Estado miembro en cuestión prevea que dichas entregas lo son de bienes corporales, es decir, que se trate de entregas de bienes. En la medida en que el artículo 20.Uno.18.º.k) LIVA prevé que no será aplicable la exención general de los servicios y operaciones, exceptuados el depósito y la gestión realizadas, relativos a acciones, participaciones, obligaciones y demás valores, cuando se trate de aquellos cuya posesión asegure de hecho o de derecho la propiedad, el uso o el disfrute exclusivo de la totalidad o parte de un bien inmueble (que no tengan la naturaleza de acciones o participaciones), así como cuando se trate de operaciones con valores no admitidos a negociación, realizadas en el mercado secundario, en los supuestos a que se refiere el Texto Refundido de la Ley del Mercado de Valores (hoy, Ley 6/2023, de 17 de marzo, de los Mercados de Valores y de los Servicios de Inversión), es preciso que la operación sujeta y no exenta que se produzca en esos casos sea considerada entrega de bienes. No obstante, la Exposición de Motivos de la Ley 28/2014, de 27 de noviembre señala que la modificación realizada es meramente aclaratoria, es decir, que ya antes se trataba de entregas de bienes.



Desde el 01-07-2021, como consecuencia del Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, de transposición de Directivas de la Unión Europea, se han añadido nuevas definiciones que encajan en el concepto de entregas de bienes con relación al comercio intracomunitario, tanto por ventas a distancia entre diferentes Estados miembros, como por ventas a distancia de bienes importados de países o territorios terceros. Estas nuevas definiciones se deben a la transposición de la Directiva (UE) 2017/2455 del Consejo, de 5 de diciembre de 2017, por la que se modifican la Directiva 2006/112/CE del Consejo de 28 de noviembre de 2006 y la Directiva 2009/132/CE de 19 de octubre de 2009, en lo referente a determinadas obligaciones respecto del IVA para las prestaciones de servicios y las ventas a distancia de bienes. Se introduce una modificación del régimen de la Unión y del Exterior de la Unión, desde el 1-7-2021.

Estos regímenes se basan en un sistema de Mini Ventanilla Única (One Stop Shop), que hasta el 30-06-2021 solo son aplicables a los servicios de telecomunicaciones, radiodifusión y televisión y a los prestados por vía electrónica. Básicamente, lo que se hace es ampliar estos regímenes para que sirvan para todo tipo de servicios prestados a quienes no tengan la condición de empresarios o profesionales actuando como tales, así como también, en el caso del Régimen de la Unión, para que sirva en el caso de «ventas intracomunitarias a distancia de bienes» a particulares, que quedarán sujetas al IVA en el Estado miembro en el que se haga entrega de los bienes.

Finalmente, se crea un nuevo régimen de importación, aplicable a las «ventas a distancia de bienes importados de países o territorios terceros». Se trata también de ventas a particulares de los bienes importados siempre que el valor intrínseco del envío no exceda de 150 euros. En el nuevo sistema, la regla de localización sin excepciones en sede del destinatario, aplicable a los servicios prestados por vía electrónica y de telecomunicaciones, televisión y radiodifusión, que desde 01-07-2021 afecta también a las ventas a distancia, mantiene como umbral 10.000 euros, por debajo del cual los Estados miembros darán la opción a los contribuyentes de alterar la regla de localización para que el lugar de localización pueda ser la sede de actividad, establecimiento o domicilio del prestador. Hasta el 30-06-2021 ese umbral de 10.000 euros operaba sólo para los servicios prestados por vía electrónica, telecomunicaciones, televisión y radiodifusión, desde 01-07-2021 se aplicaba también a las ventas a distancia intracomunitarias de bienes. Y desde 2023 este límite de 10.000 euros no opera cuando las ventas a distancia se efectúen desde otro Estado miembro distinto del de establecimiento.

La mencionada Directiva (UE) 2017/2455 del Consejo, de 5 de diciembre de 2017, se complementaba inicialmente, entre otras normas, con el Reglamento de Ejecución (UE) 2017/2454 del Consejo de 05-12-2017, por el que se modifica el Reglamento (UE) n.º 904/2010 del Consejo, de 7 de octubre de 2010, relativo a la cooperación administrativa y la lucha contra el fraude en el ámbito del IVA. Posteriormente, dos Reglamentos de Ejecución (UE) del Consejo, Reglamento (UE) 2017/2459 de 05-12-2017 y Reglamento (UE) 2019/2026 de 21-11-2019, modifican el Reglamento de Ejecución (UE) 282/2011 del Consejo, de 15 de marzo de 2011, por el que se establecen disposiciones de aplicación de la Directiva del IVA. Por su parte, la Directiva (UE) 2019/1995 del Consejo de 21-11-2019, que modifica la Directiva del IVA, y algunas otras normas como el Reglamento de Ejecución (UE) 2019/2026 del Consejo de 21-11-2019 por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) n.º 282/2011 del Consejo, de 15 de marzo de 2011, han terminado de perfilar el cambio en vigor el 01-07-2021. En el ámbito interno cabe destacar, además del Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril antes mencionado, la modificación del RIVA operada por el Real Decreto 424/2021, de 15 de junio, así como las modificaciones de distintos modelos y formularios. En concreto, la Orden HAC/611/2021, de 16 de junio, aprueba el formulario 035 para la declaración de inicio, modificación y cese en los regímenes de la Unión, Exterior de la Unión y de Importación. La Orden HAC/610/2021, de 16 de junio (modificada por la Orden HFP/493/2022, de 30 de mayo), aprueba el modelo 369 para la autoliquidación del Impuesto de las operaciones acogidas a los tres regímenes especiales citados. Finalmente, la Orden HAC/609/2021, de 16 de junio, modifica el 036, entre otros motivos, para adaptarlo a los cambios mencionados.

Volviendo a las nuevas definiciones de entregas de bienes, el nuevo apartado Tres del artículo 8 de la LIVA señala que se entenderá por:

1º.- “Ventas a distancia intracomunitarias de bienes”: aquellas en las que los bienes sean expedidos o transportados por el vendedor, directa o indirectamente, o por su cuenta, con origen en un Estado miembro distinto del de llegada y con destino al cliente.

Es preciso que se cumplan determinadas condiciones para que se trate realmente de una venta a distancia intracomunitaria de bienes. En concreto, es necesario que se cumplan las siguientes condiciones:


	
a)  Que los destinatarios sean las personas cuyas adquisiciones intracomunitarias de bienes no estén sujetas al impuesto en virtud de lo dispuesto en el artículo 14 LIVA (sujetos pasivos acogidos al régimen especial de la agricultura o que sólo realicen operaciones que no generan derecho a deducir y personas jurídicas que no actúan como empresarios o profesionales), o precepto equivalente del Estado miembro de llagada, o bien cualquier otra persona que no tenga la condición de empresario o profesional actuando como tal.

	
b)  Que los bienes objeto de dichas entregas no sean medios de transporte nuevos conforme al artículo 13.2.º LIVA ni bienes objeto de instalación o montaje a que se refiere el artículo 68.Dos.2.º LIVA, cuyas entregas se localizan donde se ultime la instalación o montaje.



Vemos por tanto que se trata de las entregas que hasta el 30 de junio de 2021 se vienen denominando ventas a distancia. Desde el 01-07-2021, en lugar de localizarse en origen o destino en función del montante de las operaciones de cada ejercicio entre cada Estado miembro bilateralmente calculado, pasan a localizarse siempre en destino salvo para pequeños operadores hasta el umbral de 10.00 euros, por debajo de los cuales se podrá optar por localizar las entregas en origen, al igual que venía ocurriendo con los servicios prestados por vía electrónica, telecomunicaciones, televisión y radiodifusión. 

2.º “Ventas a distancia de bienes importados de países o territorios terceros”: aquellas en las que los bienes sean expedidos o transportados por el vendedor, directa o indirectamente, o por su cuenta, a partir de un país o territorio tercero con destino a un cliente situado en un Estado miembro.

Como en las ventas a distancia intracomunitarias de bienes, es necesario que se cumplan determinadas condiciones, que son exactamente las mismas (condición de los destinatarios y exclusión de medios de transporte nuevos y bienes objeto de instalación montaje).

El artículo 5 bis del Reglamento de Ejecución (UE) n.º 282/2011 de 15 de marzo de 2011, creado por el Reglamento de Ejecución (UE) n.º 2019/2026 del consejo 21 de noviembre de 2019, concreta cuando debe entenderse que el transporte se ha realizado por el proveedor o por su cuenta, incluyendo dentro del concepto los supuestos en los que se subcontrata con un tercero que los entregará físicamente al cliente, cuando el proveedor facture y cobre el transporte al cliente pero luego lo remita a un tercero que organizará la expedición, etc. 

El Real Decreto-ley 7/2021 de 27 de abril,  incorpora también un nuevo concepto de entrega de bienes, en este caso mediante un nuevo artículo 8 bis de la LIVA. Se trata de las “Entregas de bienes facilitadas a través de una interfaz digital”. Cada vez más, las operaciones de comercio a distancia las realizan los agentes económicos utilizando plataformas o portales que se encargan de la logística y de los pagos y cobros. En esa situación, la norma, como veremos, pretende que el titular de la interfaz digital se considere que adquiere y entrega los bienes, lo que facilita la operatoria en el IVA, pues podrá ser el propio titular del interfaz el que cause alta en el régimen especial de ventanilla única. 

En concreto, el nuevo artículo 8 bis LIVA señala que cuando un empresario o profesional, utilizando una interfaz digital como un mercado en línea, una plataforma, un portal u otros medios similares, facilite:


	
a)  La venta a distancia de bienes importados de países o territorios terceros en envíos cuyo valor intrínseco no exceda de 150 euros, determinado conforme a la legislación aduanera, o

	
b)  La entrega de bienes en el interior de la Comunidad por parte de un empresario o profesional no establecido en la Comunidad a una persona que no tenga la condición de empresario o profesional actuando como tal.



Se considerará en ambos supuestos que el empresario o profesional titular de la interfaz digital ha recibido y entregado por sí mismo los correspondientes bienes y que la expedición o el transporte de los bienes se encuentra vinculado a la entrega por él realizada. 

El artículo 5 ter del Reglamento de Ejecución (UE) 282/2011 del Consejo, de 15 de marzo de 2011, proporciona aclaraciones sobre cuándo debe considerarse que un sujeto pasivo facilita la entrega de bienes a los efectos de la aplicación de la disposición sobre los sujetos pasivos considerados proveedores por ser titulares de la interfaz. Pues bien, se entenderá por «facilitar» la utilización de una interfaz electrónica a fin de que un cliente y un proveedor que ponga bienes a la venta a través de la interfaz electrónica puedan entablar un contacto que dé lugar a una entrega de bienes a través de esa interfaz electrónica a dicho cliente. En otras palabras, la compraventa del vendedor al cliente se lleva a cabo/concluye con la ayuda del sujeto pasivo que gestiona la interfaz electrónica. El concepto engloba situaciones en las que los clientes inician el proceso de compra o realizan una oferta para adquirir bienes, y los proveedores subyacentes aceptan la oferta a través de la interfaz electrónica. En líneas generales, en el caso de las transacciones de comercio electrónico, esto se refleja en que el proceso de realización del pedido y de pago se lleve a cabo por la interfaz electrónica o a través de esta. Asimismo, «que dé lugar a una entrega de bienes a través de esa interfaz electrónica» significa que una operación se concluye en la interfaz electrónica, pero no viene determinada por la entrega física de los bienes, que el sujeto pasivo que gestiona la interfaz operativa podrá haber organizado/llevado a cabo o no. 

Se considera que un sujeto pasivo, es decir, una interfaz electrónica, no facilita la entrega si:


	
a)  No establece, de manera directa o indirecta, ninguno de los términos y condiciones en que se efectúa la entrega de bienes.

	
b)  No interviene, de manera directa o indirecta, en la autorización del cobro al cliente de los pagos efectuados. 

	
c)  No interviene, de manera directa o indirecta, en el pedido o la entrega de bienes.



Para que se considere que un sujeto pasivo no facilita la entrega, debe satisfacer todas estas condiciones. Por tanto, incluso cuando un sujeto pasivo lleve a cabo solo una de estas actividades, podría considerarse que facilita la entrega de bienes. Por otro lado, la disposición sobre los sujetos pasivos considerados proveedores tampoco se aplica a las siguientes actividades:


	
a)  El tratamiento de los pagos en relación con la entrega de bienes.

	
b)  El listado o la publicidad de bienes. 

	
c)  La reorientación o la transferencia de clientes a otras interfaces electrónicas en las que los bienes se ofrezcan a la venta, sin ninguna otra intervención en la entrega.












  Autoconsumo de bienes (art. 9 LIVA) 








8. Autoconsumo de bienes (art. 9 LIVA)


 En el artículo 9 de la LIVA y bajo el título de operaciones asimiladas a entregas de bienes, se regula el denominado autoconsumo, a pesar de que en alguno de ellos no existe entrega material.

El autoconsumo puede ser externo e interno. El autoconsumo externo se produce cuando los bienes salen del patrimonio empresarial o profesional sin contraprestación, ya por cederlos gratuitamente a terceros, ya por destinarlos el empresario o profesional a su patrimonio personal o a su consumo. La cesión gratuita o la utilización particular por el empresario puede darse tanto respecto de bienes como de servicios.

Por su parte, en el autoconsumo interno no hay salida del bien del patrimonio empresarial o profesional, sino un cambio de destino. Tiene lugar cuando un bien inicialmente afectado a una actividad que genera un determinado derecho a deducción y en la que efectivamente se practicó dicha deducción, se afecta a otra actividad con un régimen diferente de deducción o cuando un bien construido o adquirido como circulante pasa a utilizarse como bien de inversión, lo que puede originar una modificación del régimen de deducción del IVA soportado en la construcción o adquisición. Sólo se encuentra sometido a tributación el autoconsumo interno de bienes, no de servicios.


Atención: El gravamen de los autoconsumos se fundamenta en evitar que algún consumo final quede sin tributar en el impuesto (autoconsumo externo) o que se produzcan deducciones del IVA soportado en las adquisiciones que no se correspondan con la utilización real de las mismas en la actividad empresarial o profesional (autoconsumo interno).



- La Sentencia del TJCE de 20 de enero de 2005 (asunto C-412/03), valorando el suministro de comidas por debajo del coste a los empleados de un hotel, señala que la Sexta Directiva (hoy Directiva 2006/112/CE del Consejo, de 28 de noviembre de 2006) se opone a una normativa nacional que considere autoconsumo las operaciones por las que se paga una contraprestación real, aunque tal contraprestación sea inferior al precio del coste del bien entregado o del servicio prestado.

8.1.  Autoconsumo externo (art. 9 LIVA)

Constituyen supuestos de autoconsumo externo:


	
1.  Las transferencias, efectuadas por el sujeto pasivo, de bienes del patrimonio empresarial o profesional a su patrimonio personal o a su consumo particular (art. 9.1.º.a LIVA). Si un empresario o profesional adquiere un bien que afecta a su actividad y practica la correspondiente deducción del IVA soportado y, posteriormente, lo destina a su uso particular, estaremos en presencia de un autoconsumo sujeto, cuya cuota deberá soportar como consumidor final que es del bien, tal como si desde el inicio la hubiese adquirido para el consumo particular y, lógicamente, no será deducible.Si la adquisición del bien transferido al patrimonio personal o al consumo no generó derecho a deducción, ni siquiera parcial, del IVA soportado, tampoco quedará gravado el autoconsumo, pues ya se soportó el impuesto (art. 7.7.º LIVA).

Está sujeta al impuesto como autoconsumo la operación por la que un constructor transfiere a su patrimonio personal las viviendas construidas por él mismo en el ejercicio de su actividad empresarial (DGT de 10 de junio de 1994).



	
2.  La transmisión a terceros y sin contraprestación, de bienes que integren el patrimonio empresarial o profesional del sujeto pasivo (art. 9.1.º.b LIVA). Para evitar que este consumo por el tercero quede sin tributar, se obliga al transmitente a soportar de nuevo el impuesto como consumidor final, ya que como empresario o profesional se dedujo el soportado en la adquisición. Vale aquí lo dicho para el supuesto anterior en cuanto a la no sujeción del autoconsumo, si no se tuvo derecho a deducir totalmente el IVA soportado en la adquisición.




Casuística: • Distinto del autoconsumo es el supuesto en el que se transmiten en una misma operación y por precio único bienes de distinta naturaleza, con independencia de que con finalidad de promoción de ventas, parte de los productos entregados se configuren como regalo por la adquisición de los restantes (DGT de 24 de junio de 1987).

• La entrega por una comunidad de bienes a una comunidad de propietarios de unos locales construidos por la primera en zonas pertenecientes a esta última, sin contraprestación alguna, constituye autoconsumo de bienes sujeto al impuesto (DGT Consulta General 0502-99 de 12 de abril de 1999).

• La donación de viviendas efectuada en favor de sus hijos por la persona que promueve la construcción de aquéllas constituye autoconsumo de bienes sujeto al Impuesto (DGT Consulta General 1522-99, de 1 de septiembre de 1999).

• Si tras finalizar un contrato de arrendamiento de local en el que se desarrollaba una actividad empresarial, en el momento de la rescisión la inversión en acondicionamiento del local queda a beneficio del propietario, transfiriéndose los restantes bienes de inversión al patrimonio personal del arrendatario, tanto la entrega gratuita al arrendador como la transferencia al patrimonio personal serán autoconsumos sujetos. Sólo en el caso de que el derecho a deducir al adquirir los bienes o servicios ahora entregados o transferidos hubiese sido cero y se hubiese soportado efectivamente el impuesto, el autoconsumo estaría no sujeto (DGT V2235-08, de 26 de noviembre de 2008).

• De acuerdo con la STJCE de 6 de mayo de 1992 (asunto C-20/91), cuando un sujeto pasivo, concretamente un empresario de la construcción, adquiere un terreno con el sólo objeto de utilizarlo para fines privados, pero edifica en él, en el marco de su actividad profesional, una vivienda para ocuparla él mismo, debe considerarse que únicamente la casa, no el terreno, es objeto de autoconsumo para necesidades privadas. El IVA soportado por el terreno no debió deducirlo en la adquisición (DGT V2873-11, de 13 de diciembre de 2011).



8.2.  Autoconsumo interno (art. 9.1.c LIVA)

Son autoconsumos internos:

1. El cambio de afectación de bienes corporales de un sector a otro diferenciado de la actividad empresarial o profesional, salvo en los siguientes casos (artículo 9.1.º.c LIVA):


	
-  Cuando el cambio de sector diferenciado se produzca por modificación de la normativa del impuesto.

	
-  Cuando el régimen de tributación aplicable a una determinada actividad económica cambie del régimen general al régimen especial simplificado, al de la agricultura, ganadería y pesca, al del recargo de equivalencia o al de las operaciones con oro de inversión, o viceversa, incluso por el ejercicio de un derecho de opción.



La propia Ley del Impuesto determina que a pesar de que en dichos supuestos no exista autoconsumo se debe atender, en su caso, a los artículos 101, 105, 106, 107, 109, 110, 112 y 113 LIVA; a la aplicación de lo previsto en el artículo 99.Dos LIVA de la misma en relación con la rectificación de deducciones practicadas inicialmente según el destino previsible de los bienes y servicios adquiridos, y al artículo 155 LIVA en relación con los supuestos de comienzo o cese de actividades sujetas al régimen especial del recargo de equivalencia.

La razón del gravamen de este autoconsumo se basa en el diferente régimen de deducciones que existe entre los sectores diferenciados.

Para que existan sectores diferenciados, la ley del impuesto exige:


	
-  Que las actividades económicas realizadas sean distintas, es decir, que tengan asignados diferentes grupos en la Clasificación Nacional de Actividades Económicas (los "grupos" en dicha clasificación son los descritos con códigos de tres dígitos). Desde el 1 de enero de 2009, la CNAE-2009 vigente se aprobó por Real Decreto 475/2007, de 13 de abril, con el objetivo de reflejar los cambios estructurales de la economía y, en particular, el desarrollo tecnológico acaecido desde comienzos de los 90. La CNAE vigente cumple los requisitos del Reglamento (CE) n.o 1893/2006 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 20 de diciembre de 2006, que establece la clasificación europea de actividades económicas (NACE Rev.2) y sigue las recomendaciones de la ONU en materia estadística materializadas en la Clasificación Internacional Industrial Uniforme (CIIU Rev.4). La anterior CNAE fue aprobada por Real Decreto 1560/1992, de 18 de diciembre.

	
-  Que los regímenes de deducción aplicables sean distintos, considerándose tales aquellos cuyos porcentajes de deducción difieran en más de cincuenta puntos porcentuales respecto del correspondiente al sector principal de actividad.




Atención: Siguiendo la norma, es preciso aclarar los siguientes conceptos:


	
-  Actividad principal: es aquella en que se hubiera realizado mayor volumen de operaciones durante el año inmediato anterior.

	
-  Actividad accesoria de otra (principal): es aquella cuyo volumen de operaciones en el año precedente no excediera del 15% de la principal y contribuya a la realización de ésta. La actividad accesoria sigue el mismo régimen que la principal y forma con ella un solo sector de actividad, aun cuando tuvieran asignados distintos grupos en la CNAE. Ejemplos de actividades accesorias son: la realización de estudios de solvencia de los asegurados respecto de la actividad de seguros (DGT de 7 de junio de 1986); la edición y venta de libros a los propios alumnos respecto de la actividad de enseñanza (DGT de 31 de marzo de 1987 y 1 de junio de 1995); etc., siempre que, en todo caso, el volumen de operaciones no exceda del límite señalado.

	
-  Sector principal: la actividad principal junto con sus accesorias y las actividades económicas cuyos regímenes de deducción no difieran en más de cincuenta puntos porcentuales.

	
-  Sector diferenciado del principal: estará constituido por las actividades, distintas de la principal, cuyos porcentajes de deducción difieran en más de cincuenta puntos porcentuales con el de aquélla.





A este respecto es importante citar el criterio de la DGT para el supuesto que existan tres o más actividades distintas, según la cual los sectores diferenciados se constituirán de acuerdo con las siguientes reglas:


	
1.ª  Las actividades que tengan el mismo porcentaje de deducción formarán parte, en todo caso, del mismo sector diferenciado.

	
2.ª  Cuando el conjunto de actividades pueda distribuirse en dos grupos con un mismo porcentaje de deducción para cada uno, dichos grupos constituirán sectores diferenciados uno respecto del otro, si los porcentajes correspondientes a cada uno difieren entre sí en más de cincuenta puntos porcentuales.

	
3.ª  Cuando el porcentaje de deducción de una de las actividades difiere en más de cincuenta puntos del de todas las demás, dicha actividad constituirá sector diferenciado respecto de las otras que, a su vez, se integrarán en un único sector diferenciado.

	
4.ª  Cuando haya más de dos actividades distintas y ninguna de ellas tenga un porcentaje de deducción que difiera en más de cincuenta puntos de todas las demás, constituirá sector diferenciado la actividad principal con todas sus accesorias y con todas aquellas que difieran con ella en menos de cincuenta puntos; asimismo, constituirán un único sector diferenciado del anterior todas las demás actividades que difieran en más de cincuenta puntos con la principal (DGT de 5 de noviembre de 1990).




Ejemplo: Empresa PASASA que desarrolla las siguientes actividades clasificadas según su grupo en la CNAE, su porcentaje de deducción y el volumen de sus operaciones:











	 
	CNAE-2009
	Prorrata
	Vol. operaciones




	1. Promoción inmobiliaria
	411
	100
	950



	2. Segundas entregas de edificaciones (op. exenta)
	411
	0
	50



	3. Alquiler de viviendas (op. exenta)
	682
	0
	180



	4. Alquiler de locales (op. no exenta)
	682
	100
	120



	5. Agencia de la Propiedad inmobiliaria
	683
	100
	10






1. Análisis de las actividades:


	
-  Actividad 1. Es la actividad principal por tener el mayor volumen de operaciones.

	
-  Actividad 2. No es una actividad distinta de la principal, puesto que está incluida en el mismo grupo de la CNAE. Es decir, sólo hay una actividad, cuya prorrata de deducción es el 95% (950/1000).

	
-  Actividades 3 y 4. Constituyen, igualmente, una sola actividad (forman parte del mismo grupo de la CNAE). Se trata, además, de una actividad distinta de la principal (diferente CNAE). La prorrata de esta actividad es el 40% (120/300).

	
-  Actividad 5. Puede considerarse como una actividad accesoria de la principal (1), pues su volumen de operaciones no supera el 15% de las de la principal y contribuye a su realización y, en consecuencia, no tendría la condición de actividad distinta.



2. Sectores diferenciados existentes. Podemos sistematizar, ahora, las actividades distintas según lo ya expuesto:


	
-  Actividad A: promoción, venta de inmuebles y agencia de la propiedad inmobiliaria.

	
-  Actividad B: alquiler de viviendas y locales.



Cada una de estas agrupaciones constituyen sectores distintos:


	
-  El denominado sector principal (A), integrado por una actividad principal y otra accesoria.

	
-  La agrupación B que constituye un sector diferenciado de actividad al integrar una actividad (alquiler de viviendas y locales) que es distinta (diferentes CNAE sin ser accesoria) y tiene distinto régimen de deducción (difiere en más de cincuenta puntos porcentuales del correspondiente al sector principal).





Además de la definición genérica de "sectores diferenciados" en los términos expuestos, por disposición legal, se considera que también son sectores diferenciados, en todo caso, los siguientes:


	
-  Las actividades acogidas a los regímenes especiales simplificados, de la agricultura, ganadería y pesca, de las operaciones con oro de inversión o del recargo de equivalencia (como el caso del fabricante que además es minorista en recargo de equivalencia y que destina bienes fabricados por él a la tienda en recargo de equivalencia, en que se trataría de un autoconsumo gravado). Así se ha considerado que la venta de tabaco a través de máquinas expendedoras está sujeta al régimen de recargo de equivalencia y constituye un sector diferenciado de actividad a efectos del impuesto (DGT 0321-99 de 16 de marzo de 1999) y que constituye autoconsumo gravando la transferencia de bienes desde un sector de actividad de albañilería acogida al régimen simplificado a otro sector de actividad consistente en la promoción de edificaciones (DGT de 25 de julio de 1995).

	
-  Las operaciones de arrendamiento financiero a que se refiere la Disposición Adicional 3.ª de la Ley 10/2014, de 26 de junio, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades de crédito. El arrendamiento financiero (leasing) es aquel contrato que tenga por objeto exclusivo la cesión del uso de bienes muebles o inmuebles, adquiridos para dicha finalidad, a cambio de una contraprestación consistente en el abono periódico de las cuotas. Los bienes objeto de cesión habrán de quedar afectados por el usuario únicamente a sus explotaciones empresariales. El contrato de arrendamiento financiero incluirá necesariamente una opción de compra, a su término, en favor del usuario.

	
-  Las operaciones de cesión de créditos o préstamos. Su consideración como sector diferenciado se debe a la Ley 24/2001, de 27 de diciembre, de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, y trata de evitar los problemas que se podrían ocasionar para los empresarios o profesionales que efectúan dichas cesiones como consecuencia de la exención que establece para las mismas el artículo 20.Uno.18.º.e) LIVA. Desde el 1 de enero de 2004 esta previsión no es aplicable para las operaciones de cesión de créditos en el marco de un contrato de "factoring", que no constituirán sector diferenciado. Esta modificación presupone que tal cesión no es operación gravada, sino puramente instrumental, y está en relación con las modificaciones introducidas en el artículo 20.Uno.18.º LIVA que, acogiendo la doctrina de la Sentencia del Tribunal de Luxemburgo de 26 de junio de 2003 C-305/2001, establece la no exención para los servicios de las empresas de "factoring" con la excepción de los de anticipo de fondos. La tributación en el IVA del contrato de "factoring" fue aclarada por Resolución 1/2004, de 6 de febrero, de la DGT.

	
-  Aunque no se contempla como tal en el artículo 9.1º.c) LIVA, de acuerdo con el artículo 163 octies.Tres LIVA, en el régimen especial del grupo de entidades, cuando se haya ejercido la opción prevista en el artículo 163 sexies.Cinco LIVA (modalidad avanzada o ampliada del régimen especial), constituyen un sector diferenciado las operaciones de entregas de bienes y prestaciones de servicios realizadas en el TAI entre entidades del mismo grupo. A tal sector diferenciado se entenderán afectados los bienes y servicios utilizados directa o indirectamente, total o parcialmente, en la realización de dichas operaciones y por los cuales se hubiera soportado o satisfecho el impuesto.



Como ejemplo del autoconsumo interno, es interesante la doctrina de la DGT desarrollada sobre promotoras inmobiliarias que destinan inmuebles promovidos por ellas al arrendamiento. Las consultas DGT 0295-03 de 27 de febrero de 2003; DGT V2225-06 de 6 de noviembre de 2006; DGT V2805-07 de 28 de diciembre de 2007; DGT V0742-08 de 9 de abril de 2008; DGT V1960-08 de 28 de octubre de 2008; DGT V1439-09 de 18 de junio de 2009, y, finalmente, las consultas DGT V2509-09 de 13 de noviembre de 2009, y DGT V2648-09 de 2 de diciembre de 2009, que intentan cerrar el círculo abierto por las anteriores, configuran una doctrina ciertamente interesante, pues se analiza la existencia o no de autoconsumo con relación a la exención o no de la transmisión posterior de los inmuebles que hayan estado arrendados, diferenciando según si el arrendamiento lo ha sido con o sin opción de compra. La doctrina de la DGT manifestada en las dos últimas consultas mencionadas, se mantuvo en consultas posteriores como las siguientes: DGT V0048-10 de 19 de enero de 2010; DGT V0359-10 de 25 de febrero de 2010; DGT V0398-10 de 4 de marzo de 2010; DGT V0422-10 de 5 de marzo de 2010; DGT V1378-10 de 18 de junio de 2010; DGT V2770-10 de 20 de diciembre de 2010; DGT V2348-11 de 4 de octubre de 2011; DGT V0096-12 de 21 de diciembre de 2012, ó DGT V1037-13 de 1 de abril de 2013.

Hablamos de arrendamientos con o sin opción de compra, no de arrendamientos-venta o asimilados, pues en ese caso estaríamos ante entregas de bienes en lugar de prestaciones de servicios (art. 8.Dos.5.º LIVA). La problemática en ese caso sería diferente y no es la que nos ocupa.

Pues bien, para comprender adecuadamente la doctrina de la DGT puede sintetizarse así:


	
a)  Arrendamientos sin opción de compra.- Si la afectación al arrendamiento no era la intención inicial, sino que circunstancias sobrevenidas han hecho que la promotora tome la decisión de arrendar las edificaciones, si se trata de viviendas habrá autoconsumo del artículo 9.1º.c) LIVA, salvo que por existir también locales alquilados, el porcentaje de deducción del sector diferenciado de la actividad de arrendamiento no difiera en más de 50 puntos porcentuales del de promoción. Si se trata sólo de viviendas lo usual será que el sector de arrendamiento tenga prorrata 0% y el de promoción 100%, con lo que tendremos autoconsumo por el cambio de afectación.

- Si la intención inicial era ya la de promover edificaciones para el arrendamiento, entonces no habrá autoconsumo. Si se trata sólo de arrendamiento de viviendas el impuesto soportado durante la construcción no habrá sido deducible en absoluto, atendiendo a que el arrendamiento sin opción de compra de viviendas está exento y no permite deducir las cuotas soportadas. Si el arrendamiento incluye locales no exentos, durante la construcción las cuotas soportadas se habrán deducido a prorrata, ya sea general o especial, por lo que si toda la edificación se destina al arrendamiento, tampoco habrá autoconsumo. Más complejo sería el caso de que sólo parte de un edificio se destinase al arrendamiento.

En todo caso, la transmisión posterior que en su caso se haga de las edificaciones arrendadas, será primera o segunda entrega según hay habido autoconsumo previo calificable como primera entrega y, además y en su caso, según haya sido el plazo de utilización, siendo primera entrega siempre que no se haya agotado el plazo de dos años, y segunda si se ha alcanzado dicho plazo, salvo que la entrega fuera al propio arrendatario en cuyo caso sería también primera entrega. En este caso, si hubo autoconsumo por cambio de afectación a otro sector diferenciado, pero por transmitirse la vivienda al arrendatario que la ha usado por un período superior a dos años se trata de primera entrega, la consecuencia es que el autoconsumo interno quedaría sin efecto (DGT 0295-03 de 27 de febrero de 2003).



	
b)  Arrendamiento con opción de compra.En este caso la postura de la DGT se inclina por considerar que este tipo de arrendamientos con opción de compra, efectuados por las promotoras inmobiliarias ante la imposibilidad de lograr la venta directa de los inmuebles, pero con la clara intención de conseguir ese mismo objetivo último de vender aunque sea a través del arrendamiento con opción de compra, no son determinantes de autoconsumo del artículo 9.1.º.c) LIVA, porque no existen sectores diferenciados de actividad sino sólo uno: la venta de viviendas. Tampoco habrá autoconsumo del artículo 9.1.º.d) LIVA pues las viviendas, en cuanto que destinadas a la venta, no pierden su condición de existencias. Estaremos por tanto ante arrendamientos con opción de compra sujetos y no exentos ya que la venta estaría sujeta y no exenta. Esta postura está ratificada por la STS de 9 de mayo de 2016 rec. 3165/2014.

La venta posterior de los inmuebles estará sujeta y no exenta pues el arrendamiento con opción de compra no agota nunca la primera entrega y, además, porque no ha habido un autoconsumo previo que pudiera se considerado primera entrega (DGT V0056-10 de 19 de enero de 2010).





2. Es también autoconsumo interno la afectación o cambio de afectación de bienes producidos, construidos, extraídos, transformados, adquiridos o importados en el ejercicio de la actividad empresarial o profesional del sujeto pasivo para su utilización como bienes de inversión (art. 9.1.º.d LIVA). Este autoconsumo se produce dentro de la misma actividad (por ejemplo, la fábrica de muebles que destina algunos de los fabricados -que tendrían la consideración de existencias a equipamiento de sus oficinas). Este supuesto de autoconsumo sólo se grava cuando al sujeto pasivo no se le hubiera atribuido íntegramente el derecho a deducir las cuotas soportadas en el caso de adquirir a terceros los bienes.


Ejemplo: Empresa inmobiliaria con una prorrata de deducción del 80%, que promueve una edificación para su venta y, ulteriormente, la destina a ubicar en ella su propia sede. El impuesto soportado en la construcción asciende a 1.000.000 €.

Se pueden distinguir dos operaciones:


	
-  Construcción:Cuotas soportadas: 1.000.000 de €.

Cuotas deducibles (80%): 800.000 €. Esta deducción no se regulariza.



	
-  Autoconsumo por afectación como bien de inversión: Cuotas autorrepercutidas y soportadas: 1.000.000 de €. Cuotas deducibles (80%): 800.000 €.



Esta deducción se ajustará de acuerdo con la prorrata que corresponda durante el período de regularización del bien de inversión. Por su parte, para evitar el exceso de gravamen, el artículo 102.2 LIVA permite al empresario deducir la parte de impuesto no deducida inicialmente (en el ejemplo, 200.000 €) en la construcción del edificio afectado ahora al inmovilizado.




Atención: Para que se produzca el gravamen de este supuesto de autoconsumo, tiene que producirse una limitación del derecho a deducir desde el momento en que se dedujeron las cuotas soportadas en la adquisición o producción del circulante hasta la conclusión del período de regularización del bien de inversión que ha pasado a constituir.

Si no existe ninguna restricción al derecho a deducir, no se produce distorsión en el impuesto y se obtiene el mismo resultado tanto si el bien de inversión se adquiere de terceros como si se produce en la propia actividad y se afecta al activo fijo.

Existe restricción al derecho a deducir, según la ley, cuando los bienes afectados se destinen a:


	
-  Operaciones de los artículos 95 y 96 LIVA (limitaciones, exclusiones y restricciones del derecho a deducir).

	
-  Operaciones que no originan el derecho a la deducción.

	
-  Operaciones que originan el derecho a la deducción, siendo aplicable la regla de prorrata general.

	
-  La realización de una entrega exenta del impuesto que no origine el derecho a deducir.





8.3.  Otras operaciones asimiladas a entregas de bienes. Las transferencias de bienes (art. 9.3.º LIVA)

Desde 1992 las operaciones comerciales sobre bienes realizadas en el interior de la UE no son exportaciones o importaciones, sino entregas con destino a otro Estado miembro y adquisiciones intracomunitarias de bienes (AIB). Mientras que el concepto de AIB se recoge en el artículo 13 LIVA, no hay definición legal de qué son las entregas destinadas a otro Estado miembro, quedando englobadas en el concepto de entregas de bienes en general; pero, por razón del destino, se declaran exentas. Lo que sí hace la LIVA es definir el concepto de operación asimilada a entrega intracomunitaria de bienes. En efecto, el artículo 9.3.º LIVA señala que se considerarán operaciones asimiladas a las entregas de bienes "la transferencia por un sujeto pasivo de un bien corporal de su empresa con destino a otro Estado miembro, para afectarlo a las necesidades de aquélla en este último". No hay aquí dualidad de sujetos ni, por tanto, la transmisión del poder de disposición que caracteriza a la entrega de bienes.

Desde el 2020, no cabe entender incluidas dentro de las transferencias de bienes, las realizadas en el marco de un acuerdo de ventas de bienes en consigna o, como se le denomina en terminología comunitaria, de un acuerdo sobre existencias de reserva. Cambio introducido por Real Decreto-ley 3/2020, de 4 de febrero, que incorpora la Directiva (UE) 2018/1910 del Consejo de 4 de diciembre de 2018, por la que se modifica la Directiva 2006/112/CE del Consejo de 28 de noviembre de 2006.


Atención: Si este tipo de operación se realizase en el interior del país, no surgiría hecho imponible alguno. Sin embargo, la normativa comunitaria ha considerado que estas transferencias de bienes sean declaradas exentas en origen (art. 25 LIVA) y sigan gravándose en destino como operación asimilada a adquisiciones intracomunitarias (art. 16 LIVA).



La finalidad de esta regulación es fundamentalmente de control. Las transferencias de bienes pueden ser de dos tipos: 1) Para el almacenamiento y posterior comercialización en otro Estado: se grava en el Estado de destino para evitar el riesgo de que algún bien o servicio quede sin gravar. 2) Para la utilización en otro Estado como un bien de inversión: en este caso se trata de controlar, en el Estado de destino, el régimen de deducciones durante el período de regularización del bien de inversión.

La Ley establece una serie de exclusiones en función del uso que se dé a los bienes en el país de destino. Así se excluyen las transferencias de bienes que se utilicen para las siguientes operaciones:


	
-  Entregas de bienes con instalación o montaje en destino y ventas a distancia intracomunitaria de bienes realizadas por el propio empresario expedidor que según las reglas de localización del hecho imponible se consideran realizadas en el Estado de destino, por lo cual no puede calificarse de entrega (transferencia) en el país de origen. Hasta el 30-06-2021 la referencia se hacía a las ventas a distancia, que hasta entonces se localizaban en origen o destino según se superase el umbral de operaciones existente en cada uno de los otros Estados miembros, sin perjuicio de que el vendedor podía optar por tributar en destino desde el primer momento.

	
-  Entregas de bienes a pasajeros a bordo de un buque, avión o tren, que realizan un viaje en el interior de la Comunidad. En estos casos la entrega se localiza en el lugar de partida, por lo que la transferencia se realiza por el propio viajero, no por el sujeto pasivo, debiendo quedar por tanto fuera del ámbito del artículo 9.3.º LIVA.

	
-  Entregas de bienes que estarían exentas, en caso de que se destinaran a la exportación o al envío a otro país comunitario. Se trata de equiparar, en materia de exenciones, las transferencias de bienes, las exportaciones y las entregas intracomunitarias.

	
-  La ejecución de obra para el sujeto pasivo, cuando los bienes sean utilizados por el empresario que la realice en el Estado de destino, siempre que la obra sea objeto de una entrega exenta por exportarse o destinarse a otro Estado miembro. La función de control que justifica la existencia de las transferencias de bienes, en este caso se realiza por la entrega intracomunitaria o exportación subsiguiente, sin que tenga que haber transferencia de bienes (transfer).

	
-  La prestación de servicios realizada para el sujeto pasivo, que tenga por objeto informes periciales o trabajos efectuados sobre dichos bienes en el país de destino, siempre que se reexpidan posteriormente al sujeto pasivo. Entre dichos trabajos figuran las reparaciones y, en general, las ejecuciones de obras que deban considerarse prestaciones de servicios. En el mismo sentido, la DGT ha aclarado que el envío de bienes a un Estado miembro de la Comunidad para realizar en él su reparación no tiene la consideración de operación asimilada a la entrega de bienes (DGT de 15 de septiembre de 1993). Sin embargo, una entidad establecida en Grecia que envía alevines de peces para que una entidad española realice el preengorde y, una vez obtenida la talla/peso de mercado, los alevines sean vendidos en España a empresas españolas por la entidad griega sin que, por tanto, vuelvan a Grecia, sí que realiza una transferencia a España, pues no es aplicable esta excepción al no haber reexpedición de los alevines. La entidad griega recibe servicios de engorde localizados desde 1 de enero de 2009, en Grecia, no siendo sujeto pasivo de las entregas posteriores de los alevines a empresas españolas para su venta, por lo que el IVA soportado por la operación asimilada a la adquisición intracomunitaria de alevines podrá recuperarlo por vía del artículo 119 LIVA. En tal caso, conforme al artículo 26.Cuatro LIVA, la AIB estaría exenta (DGT V1029-08 de 23 de mayo de 2008).

	
-  La utilización temporal de dichos bienes, en el territorio del Estado de destino, en la prestación de servicios efectuados por un sujeto pasivo establecido en España. Se trata del envío de los medios precisos (herramientas, etc.) para poder realizar la prestación de servicios. Así se ha considerado que el envío que realiza una empresa española a territorio portugués de un equipo de lavado automático de automóviles para ser instalado en dicho país y alquilado a una empresa portuguesa, no constituye transferencia de bienes del artículo 9.3 LIVA, ni está sujeta al impuesto, puesto que se trata de un supuesto de utilización temporal de los bienes por parte de la empresa española en el territorio del Estado de destino, pues desde éste realizará la prestación de servicios consistente en el alquiler del equipo (DGT de 28 de febrero de 1995).

	
-  La utilización temporal de dichos bienes, por un período que no exceda de 24 meses, en el territorio de otro Estado miembro en el interior del cual la importación del mismo bien de un país tercero para su utilización temporal se beneficiaría del régimen de importación temporal con exención total de los derechos de importación. Se trata de equiparar el tratamiento de estas operaciones al que tendrían si se realizasen con terceros países.

	
-  La entregas de gas a través de una red de gas natural situada en el territorio de la Comunidad o de cualquier red conectada a dicha red, así como las entregas de electricidad o de calor o frío a través de redes de calefacción o de refrigeración, cuya localización se produzca en destino en atención a las reglas establecidas en el artículo 68.Siete LIVA.

	
-  Al margen de estas exclusiones del concepto de transferencia, como ya se indicó mas arriba, no deben tampoco considerarse transferencias de bienes los transportes de existencias a otro Estado miembro en el marco de un acuerdo de venta de bienes en consigna. Se trata de acuerdos entre empresarios o profesionales para la venta transfronteriza de mercancías, en las que un empresario (proveedor) envía bienes de un Estado miembro a otro, para almacenarlos en ese Estado miembro de destino a disposición de otro empresario o profesional (cliente), que puede adquirirlos en un momento posterior a su llegada. 



Hasta 2019, esta operación implicaba una transferencia de bienes (operación asimilada a una EIB) en el Estado miembro de partida, y una operación asimilada a una AIB en el Estado miembro de llegada, ambas realizadas por el proveedor. Cuando en un momento posterior se vendía la mercancía al cliente, había una entrega interior en dicho Estado miembro con inversión del sujeto pasivo. Este tratamiento llevaba aparejada la obligación del proveedor de identificarse y obtener un NIF/IVA en el Estado miembro de llegada.

Desde 2020, el transporte de las mercancías al otro Estado miembro no representa operación ninguna, pero posteriormente las entregas de bienes efectuadas en el marco de un acuerdo de ventas de bienes en consigna, dan lugar, en el momento de realizarse la entrega interior en el Estado miembro de llegada, a una EIB exenta en el Estado miembro de partida realizada por el proveedor, y a una AIB en el Estado miembro de llegada realizada por el cliente. Para ello es necesario que se cumplan una serie de requisitos condiciones.

En primer lugar, es necesario acotar cuándo estamos ante un acuerdo de bienes en consigna conforme al artículo 9 bis de la LIVA y  la Directiva (UE) 2018/1910 del Consejo, de 4 de diciembre de 2018. Para ello es preciso que se cumplan los siguientes requisitos:


	
a)  Que exista transporte de los bienes a otro Estado miembro, por el vendedor o por un tercero en su nombre y por su cuenta, con el fin de que sean adquiridos posteriormente por otro empresario o profesional en el marco de un acuerdo previo entre ambas partes.

	
b)  Que el vendedor no tenga la sede de su actividad económica o un establecimiento permanente en el Estado miembro de llegada de los bienes.

	
c)  Que el empresario o profesional futuro comprador, esté identificado a efectos del IVA en el Estado miembro de llegada con un NIF/IVA, nombre y apellidos y razón o denominación social que sean conocidos por el vendedor al iniciarse el transporte de los bienes. 

	
d)  Que el vendedor haya incluido el envío de dichos bienes en el libro registro de determinadas operaciones intracomunitarias y en la declaración recapitulativa modelo 349, en la forma prevista reglamentariamente. Sobre la forma de incluir estas operaciones en el libro registro de determinadas operaciones intracomunitarias y en el modelo 349. La regulación especial de los acuerdos de bienes en consigna consiste en que, si en el marco de un acuerdo de este tipo, dentro del plazo de doce meses siguientes a la llegada de los bienes al Estado miembro de destino, el empresario o profesional futuro adquirente o quien le sustituya, efectivamente adquiere los bienes, se entenderá que en el Estado miembro de salida se realiza una entrega intracomunitaria exenta, y en el Estado miembro de llegada una adquisición intracomunitaria de bienes. Recordemos que, de no ser por la regulación específica, habría habido una trasferencia de bienes en origen y una operación asimilada a una AIB en destino y, posteriormente, cuando se produzca la venta en el Estado miembro de llegada, una entrega interior con inversión del sujeto pasivo. Pues bien, lo previsto es que sí que se produzca una transferencia bienes en origen si se incumplen cualquiera de las condiciones establecidas, como por ejemplo que los bienes no hubieran sido adquiridos por el empresario o profesional destinatario ni nadie que los sustituya, o que los bienes fueran expedidos a otro Estado miembro distinto, o que los bienes fueran objeto de destrucción, pérdida o robo. Igualmente, habrá transferencia de bienes cuando, en el marco de un acuerdo de ventas de bienes en consigna, cumpliéndose todas las demás condiciones, transcurra sin embargo el plazo de doce meses desde la llegada sin que se produzca la adquisición por el empresario o profesional inicialmente previsto ni por nadie que lo sustituya. 



Y es que se admite que el empresario o profesional destinatario inicial, sea sustituido por otro que cumpla los requisitos, es decir, con NIF/IVA del Estado miembro de llegada y con domicilio y nombre o denominación social conocidos por el vendedor. También se admite, sin que por ello deba entenderse tampoco que hay transferencia de bienes en el momento del incumplimiento, que sin haberse producido la transmisión del poder de disposición, los bienes sean devueltos al Estado miembro de origen. En todo caso estas circunstancias deben haberse anotado en el libro registro de determinadas operaciones intracomunitarias.








  Prestaciones de servicios (art. 11 LIVA) 








9. Prestaciones de servicios (art. 11 LIVA)


 
Atención: En el IVA el concepto de prestaciones de servicios tiene gran amplitud y carácter residual, considerándose tal toda operación sujeta que no constituya entrega de bienes, adquisición intracomunitaria o importación de bienes.



La diferencia entre entrega de bienes y prestaciones de servicios tiene trascendencia en materia de localización del hecho imponible, devengo, tipo de gravamen, etcétera.

En particular, la ley considera prestaciones de servicios, entre otros:


	
-  El ejercicio independiente de una profesión, arte u oficio (art. 11.Dos.1.º LIVA). Se incluyen aquí los profesionales liberales, los artistas independientes y los trabajadores autónomos. La doctrina administrativa ha aclarado que las colaboraciones periodísticas prestadas a una editorial por personas físicas, con independencia de su número y cuantía, están sujetas al impuesto, si el prestador realiza habitualmente esta modalidad de prestación de servicios. Está sujeta y no exenta, la prestación de servicios efectuada por un abogado en el turno de oficio, según ha manifestado la DGT, cambiando el criterio mantenido hasta el 25 de enero de 2017 (DGT V0179-17 de 25 de enero de 2017).Aunque la DGT mantiene que la concesión de un premio por el organizador de un evento deportivo, a un deportista por lograr un determinado resultado, es una prestación de servicios onerosa sujeta al IVA (DGT V2241-19 de 20 de agosto de 2019, DGT V0375-19 de 20 de febrero de 2019, DGT V2744-18 de 16 de octubre de 2018 entre otras muchas), la STJUE de 10 de noviembre de 2016 (asunto C-432/15), considera que un premio de esas características no es la contraprestación de ningún servicio presuntamente prestado por el deportista.



	
-  Los arrendamientos de bienes, industria o negocio, empresas o establecimientos mercantiles, con o sin opción de compra (art. 11.Dos.2.º LIVA). Se incluyen aquí el arrendamiento financiero, en tanto no haya compromiso vinculante de ejercer la opción de compra, pues si dicho compromiso existe la operación se configura como una entrega de bienes.




Casuística: • Desde el 1 de enero de 1993, la constitución, ampliación y transmisión de derechos reales de goce o disfrute sobre bienes inmuebles realizada por un empresario pasó a constituir prestación de servicios, asimilándose al concepto de arrendamiento de bienes en general (con anterioridad se consideraban tales operaciones como entregas de bienes).

• La renuncia de los derechos del arrendatario a favor del arrendador a cambio de una indemnización constituye una prestación de servicios sujeta al impuesto si el arrendatario tiene la condición de empresario o profesional y se hubiera concertado el arrendamiento en el ejercicio de su actividad empresarial o profesional (DGT de 22 de junio de 1987, DGT consulta general 1318-00 de 22 de junio de 2000 o DGT V1671-08 de 15 de septiembre de 2008).

• En las expropiaciones y de acuerdo con la jurisprudencia comunitaria (STJCE de 29 de febrero de 1996, asunto C-215/94, y STJCE de 18 de diciembre de 1997, asunto C-384/95), la DGT entiende que si el órgano que lleva a cabo la expropiación de un inmueble cedido en arrendamiento para el ejercicio de una actividad económica, se limita a pagar el justiprecio al arrendatario, no puede considerarse como contraprestación de ninguna prestación de servicios efectuada por el empresario o profesional para dicho órgano, puesto que el derecho que en virtud del procedimiento de expropiación obligatoriamente cede el mismo estaba constituido entre él y el propietario del terreno expropiado y no entre dicho empresario y el citado órgano, por lo que no está sujeta al IVA (DGT V0999-06 de 26 de mayo de 2006; DGT V1696-06 de 30 de agosto de 2006; DGT V1106-08 de 5 de junio de 2008 y DGT V1459-09 de 19 de junio de 2009). En la entrega de un cuarto trastero como indemnización al ocupante de un local en régimen de precario se producen dos hechos imponibles sujetos al Impuesto sobre el Valor Añadido: el desalojo del local, que constituye una renuncia a sus derechos por parte del ocupante del mismo que tiene la consideración de prestación de servicios, y la entrega del cuarto trastero por la Sociedad constructora al ocupante del local (DGT consulta general 2230-01 de 14 de diciembre de 2001).

• La concesión por un empresario o profesional de una opción de compra sobre un bien afecto a su actividad es una operación sujeta al IVA que se considera "prestación de servicios", porque no supone transmisión del poder de disposición y no es entrega de bienes, sino la constitución de un mero derecho a favor del beneficiario de la opción, que podrá o no ejercitarla llegado el momento. Cuando se ejercite la opción de compra, en su caso, y se efectúe la entrega del bien se produce una entrega de bienes que constituirá un segundo hecho imponible sujeto al IVA (DGT 0964-02 de 24 de junio de 2002; DGT consulta general 2303-03 de 16 de diciembre de 2003 y DGT V1624-06 de 28 de julio de 2006).

• La transmisión de la posición como arrendatario financiero en el contrato, supuesto que la opción de compra no fuera vinculante, supone una cesión que constituye una prestación de servicios a efectos del IVA (DGT V0803-09 de 16 de abril de 2009).




	
-  Las cesiones del uso o disfrute de bienes (art. 11.Dos.3.º LIVA) (subarriendo, servidumbre, préstamo, censo, etcétera). Según la DGT se incluye en este apartado la constitución del derecho de superficie (DGT 1154-04, de 30 de abril de 2004; DGT V2083-05 de 17 de octubre de 2005; DGT V0355-06 de 1 de marzo de 2006; DGT V0193-07 de 25 de enero de 2007; DGT V1118-07 de 29 de mayo de 2007; DGT V0838-08 de 22 de abril de 2008; DGT V1235-08 de 13 de junio de 2008ó DGT V1314-08 de 20 de junio de 2008; DGT V2414-09 de 29 de octubre de 2009; DGT V1788-10 de 2 de agosto de 2010; DGT V0991-11 de 14 de abril de 2011 ó DGT V2485-11 de 18 de octubre de 2011). También hay que considerar incluido, por ejemplo, la constitución o transmisión por un arrendador del derecho de usufructo sobre un inmueble afecto (DGT V2252-09 de 8 de octubre de 2009).

	
-  Las cesiones y concesiones de derechos de autor, licencias, patentes, marcas de fábrica y comerciales y demás derechos de propiedad intelectual e industrial (art. 11.Dos.4.º LIVA).

	
-  Las obligaciones de hacer y no hacer y las abstenciones estipuladas en contratos de agencia o venta en exclusiva o derivadas de convenios de distribución de bienes en áreas territoriales delimitadas (art. 11.Dos.5.º LIVA). A través de consultas se ha considerado que las obligaciones de hacer y no hacer contraídas por parte de una sociedad como consecuencia de la resolución anticipada de un contrato de distribución en exclusiva, en favor de la sociedad distribuidora, constituyen una prestación de servicios sujeta al Impuesto sobre el Valor Añadido (DGT Consulta General 1962-00 de 2 de noviembre de 2000, DGT Consulta General 1073-01 de 31 de mayo de 2001 y DGT Consulta general 2300-01 de 21 de diciembre de 2001).La percepción de una cantidad de un proveedor de cerveza, a cambio del suministro exclusivo o preferencial de esa marca concreta, es la contraprestación de esa obligación de suministro, que constituye una prestación de servicios efectuada por el establecimiento de hostelería al proveedor, por lo que deberá repercutirse el IVA. El que a medida que se concedan bonificaciones comerciales se vaya amortizando la cantidad recibida, no significa que el importe recibido tenga la consideración de descuento, pues es la contraprestación de la operación de suministro en exclusiva o preferencial (DGT V0606-06 de 31 de marzo de 2006).



	
-  Las ejecuciones de obra que no tengan la consideración de entregas de bienes para el impuesto (art. 11.Dos.6.º LIVA). El artículo 8 del Reglamento (UE) 282/2011, de 15 de marzo de 2011, establece que es prestación de servicios el ensamblaje de distintas piezas de una máquina suministradas por el cliente.




Casuística: • El contrato de concesión de obra pública es un contrato que tiene por objeto la realización por el concesionario de algunas de las prestaciones del contrato de obras, incluidas las de restauración y reparación de construcciones existentes, así como la conservación y mantenimiento de los elementos construidos, y en el que la contraprestación a favor de aquél consiste, o bien únicamente en el derecho a explotar la obra, o bien en dicho derecho acompañado del de percibir un precio. De acuerdo con la doctrina de la DGT al respecto en el desarrollo de los contratos de concesión de obra pública las únicas operaciones relevantes existentes a los efectos del impuesto son las prestaciones de servicios a que dé lugar la ejecución de los mismos. Por tanto, la entidad adjudicataria realiza una serie de prestaciones de servicios, enmarcadas en un contrato de concesión de obra pública, que resultan sujetas al IVA y que requerirán la repercusión del mismo (DGT V2159-09 de 28 de septiembre de 2009; DGT V2609-10 de 2 de diciembre de 2010 o DGT V2207-11 de 22 de septiembre de 2011).



	
-  Los traspasos de locales de negocio (art. 11.Dos.7.º LIVA). En el traspaso de locales de negocio el arrendatario cede a un tercero, mediante precio, el contrato de arrendamiento sobre los citados locales, quedando subrogado este último en los derechos y obligaciones nacidos del contrato de arrendamiento.



Casuística: • En los traspasos de locales de negocio existen dos prestaciones de servicios, una del propietario al arrendatario y otra de éste al cesionario, que se queda con el local en arrendamiento tras el traspaso. Están sujetos los servicios prestados tanto por el arrendador (propietario del local) como por el arrendatario con ocasión del traspaso de locales de negocio actuando en el ejercicio de su actividad empresarial o profesional (DGT de 14 de julio de 1986). Ambos, arrendador y arrendatario deberán repercutir el impuesto al tercero en función de sus respectivas participaciones en el derecho del traspaso. La renuncia al derecho de traspaso por parte del arrendatario de un local de negocio está sometida a gravamen, ya que al estar sometido el traspaso, lo está su renuncia, ya que equivale a la cesión al propietario de los derechos del arrendatario (RTEAC de 29 de enero de 1998  Nº rec. 2113/1996).

• Si se ejerce el derecho de tanteo o de retracto el arrendatario debe repercutir al arrendador por el pago efectuado por éste para recuperar la posesión del local. En efecto, el arrendador puede consentir el traspaso y participar en el precio satisfecho al arrendatario por el tercero adquirente, o bien puede ejercer su derecho de tanteo recuperando el local pagando al arrendatario el precio ofertado por el adquirente minorado en su teórica participación. También se le permite ejercer su derecho de retracto, si bien no es lo usual (el arrendatario ha de comunicar al arrendador la oferta recibida y la disposición de efectuar el traspaso).

El derecho de retracto legal permite al propietario subrogarse en la posición del cesionario del traspaso, de forma que lo que sucede es que subsiste el traspaso inicial, produciéndose una simple subrogación del propietario en la posición del cesionario del traspaso, pero no una resolución del contrato anterior con suscripción de un nuevo contrato translaticio. Ahora bien, ello no significa que el traspaso inicial, si se sujetó a IVA, no haya quedado sin efecto. La DGT admite que la operación inicial en el ejercicio del derecho de retracto legal queda sin efecto, por lo que existe obligación para el cedente de efectuar una modificación de la base imponible conforme al artículo 80.Dos LIVA, y de la cuota repercutida conforme al artículo 89.Uno de la misma Ley, procediendo igualmente la emisión de una factura rectificativa. Si ya se hubiera deducido la cuota el cesionario, habrá que proceder a una rectificación de la deducción en los términos del artículo 114.Uno LIVA (DGT consulta general 1406-02 de 25 de septiembre de 2002).

Posteriormente, con relación al retracto legal, la doctrina de la DGT ha evolucionado al menos en el caso de entregas de bienes, para entender que la primera entrega no queda sin efecto sino que como consecuencia del retracto legal se produce una nueva y segunda entrega, en este caso del adquirente original al retrayente (DGT V1062-09 de 12 de mayo de 2009 y DGT V0233-12 de 3 de febrero de 2012).



- Los transportes (art. 11.Dos.8.º LIVA).

- Los servicios de hostelería, restaurante o acampamento y las ventas de bebidas o alimentos para su consumo inmediato en el mismo lugar (art. 11.Dos.9.º LIVA). La DGT ha aclarado, con base en la doctrina del TJUE, que las operaciones de suministro de comidas para llevar que no llevan asociada ninguna prestación de servicios predominante, tienen la consideración de entregas de bienes (DGT V0282-16 de 25 de enero de 2016).

- Las operaciones de seguro, reaseguro y capitalización (art. 11.Dos.10.º LIVA).

- Las prestaciones de hospitalización (art. 11.Dos.11.º LIVA).

- Los préstamos y créditos en dinero (art. 11.Dos.12.º LIVA). El artículo 9 del Reglamento (UE) 282/2011, de 15 de marzo de 2011, establece que es prestación de servicios la venta de una opción como instrumento financiero que ha de diferenciarse de la operación relativa al subyacente.

- El derecho a utilizar instalaciones deportivas o recreativas (art. 11.Dos.13.º LIVA).

- La explotación de ferias y exposiciones (art. 11.Dos.14.º LIVA).

- Las operaciones de mediación y las de agencia o comisión cuando el agente o comisionista actúe en nombre ajeno. Cuando actúe en nombre propio y medie en una prestación de servicios se entenderá que ha recibido y prestado por sí mismo los correspondientes servicios (art. 11.Dos.15.º LIVA). Así, cuando el comisionista en la prestación de servicios actúa en nombre propio se producen dos servicios independientes: uno, del comitente al comisionista y otro del comisionista al cliente en el caso de prestaciones de servicios por cuenta del comitente. Igualmente, en el caso de adquisiciones de servicios por cuenta del comitente, se producirán dos operaciones: una del cliente al comisionista y otra del comisionista al comitente. Así, cuando una empresa de transporte se obliga en nombre propio frente a un cliente a transportar sus mercancías y para ello subcontrata el transporte con otra empresa, quien lo realiza materialmente, facturando la empresa subcontratada a la subcontratante, existen dos prestaciones de servicios independientes (DGT consulta general 0016-99 de 8 de enero de 1999).

- El suministro de productos informáticos siempre que no tenga la consideración de entrega de bienes (vid. art. 8 LIVA). Se considera prestación de servicios el suministro de un producto informático cuando éste sea elaborado previo encargo del destinatario conforme a sus especificaciones. Asimismo, será prestación de servicios el suministro de estos productos cuando se efectúen sobre los mismos adaptaciones sustanciales necesarias para el uso por el destinatario. La Ley aclara tras la modificación introducida por la Ley 53/2002, de 30 de diciembre, que la entrega del correspondiente soporte se considera accesoria a la del producto informático que dé lugar a una prestación de servicios. Tiene la consideración de prestación de servicios el denominado comercio electrónico (vid. art. 70.Uno. 4.º LIVA): servicios digitalizados suministrados por vía electrónica, que tributan siempre al tipo general. Ejemplo de este tipo de prestación de servicios es el suministro por un ente público a sus clientes de determinados datos existentes en sus bases de datos, previo encargo de aquéllos y a medida de sus necesidades, considerándose accesoria a la prestación de servicios la entrega del soporte en que se contuviera la información (DGT de 1 de febrero de 1995).

Por otra parte, la Resolución de 9 de marzo de 1999, de la DGT, ha aclarado, en relación con los denominados Convenios de colaboración en actividades de interés general previstos en la Ley 30/1994, de 24 de noviembre sobre Fundaciones y de Incentivos Fiscales a la Participación Privada en Actividades de Interés General, que el compromiso de difundir la participación del colaborador, que asumen las entidades sin fin de lucro, no constituye prestación de servicios a efectos del IVA, puesto que la ayuda económica aportada por el colaborador en el marco del Convenio no constituye contraprestación de ninguna operación sujeta al Impuesto. A partir del 25 de diciembre de 2002, esta referencia debe entenderse hecha a la Ley 49/2002, de 23 de diciembre, de régimen fiscal de las entidades sin fines lucrativos y de los incentivos fiscales al mecenazgo.


Casuística: Las donaciones efectuadas por entidades patrocinadoras para financiar un proyecto musical que se financia bajo la fórmula denominada "crowdfunding" o micromecenazgo, si no existe contraprestación por parte de los donatarios, se entiende realizada al margen de la actividad económica del patrocinador, por lo que no habrá que expedir factura ni repercutir el IVA, sin perjuicio de la necesidad de formalizar un convenio de colaboración empresarial que permita acreditar los ingresos a efectos de la oportuna liquidación del ISD (DGT V4050-15 de 16 de diciembre de 2015).



La Ley 62/2003, de 30 de diciembre, introdujo en su Disposición Adicional 4.ª una nueva Disposición Adicional 6.ª a la Ley 20/1990, de 19 de diciembre, de régimen fiscal de cooperativas, con la finalidad de establecer que las actuaciones que realicen las organizaciones de productores u operadores y sus uniones en cumplimiento de programas operativos y planes de acción en cumplimiento de la normativa comunitaria reguladora de las organizaciones comunes de mercado de los sectores de frutas y hortalizas y materias grasas no se considerarán, en ningún caso, prestaciones de servicios. La consulta vinculante de la DGT Consulta vinculante V0265-06 de 13 de febrero de 2006 aclara la interpretación que debe darse al precepto. Por otro lado, el TJCE ha abordado la cuestión en sus STJCE de 29 de febrero de 1996 (asunto C-215/94, "Mohr"), y STJCE de 18 de diciembre de 1997 (asunto C-384/95, "Landboden-Agrardienste").

La asunción por una empresa del compromiso de pago de pensiones de un directivo contratado por la misma, que está articulado por un contrato de seguro colectivo de vida suscrito con una empresa aseguradora por la anterior empresa empleadora del directivo, constituye una prestación de servicios sujeta y no exenta del IVA (DGT V0640-10, de 6 de abril de 2010).
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10. Autoconsumos de servicios (art. 12 LIVA)


 La ley define como operaciones asimiladas a prestaciones de servicios a título oneroso los autoconsumos de servicios, considerando como tales los siguientes tres supuestos que se corresponden con los apartados del artículo 12 LIVA:


	
1.  Las transferencias de bienes y derechos, no consideradas autoconsumos de bienes (art. 9 LIVA), del patrimonio empresarial o profesional al patrimonio personal del sujeto pasivo.

	
2.  La aplicación, total o parcial, al uso particular del sujeto pasivo o, en general, a fines ajenos a su actividad empresarial o profesional de los bienes integrantes de su patrimonio empresarial o profesional.

	
3.  Las demás prestaciones de servicios efectuadas a título gratuito por el sujeto pasivo no mencionadas en los números anteriores de este artículo, siempre que se realicen para fines ajenos a los de la actividad empresarial o profesional (redacción de este apartado 3 dada por el artículo tercero de la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, de Medidas para la prevención del fraude fiscal).



El alcance de estas operaciones asimiladas se aclaró, conforme a la jurisprudencia del TJCE, mediante la Resolución 5/2004, de 23 de diciembre, de la DGT, publicada en el BOE del día 4 de enero, que vino a recoger la doctrina de que la existencia de un autoconsumo exige que se trate de servicios ajenos a la actividad (STJCE de 25 de mayo de 1993, asunto C-193/91; STJCE de 16 de octubre de 1997, asunto C-258/95; STJCE de 11 de septiembre de 2003, asunto C-155/01).

Precisamente es lo que la Ley 36/2006, de 29 de noviembre, incorporó al artículo 12.3 LIVA, pues en los apartados 1 y 2 esta idea ya estaba clara. La STS de 8 de julio de 2009 (recurso de casación n.o 603/2003), resolviendo un caso planteado antes de la Resolución 5/2004, hace suya sin mencionarla la doctrina de dicha Resolución, con base en la doctrina del TJCE. Así pues, sigue siendo interesante la Resolución 5/2004 pues nos aclara cuándo debemos entender que un servicio es ajeno a la actividad, así como cuándo es gratuito, ambos requisitos necesarios para discernir si estamos ante un autoconsumo de servicios.

Pues bien, se entiende que una prestación de servicios no es gratuita cuando cumpla los siguientes requisitos:


	
-  Tener una base contractual en la que exista una prestación y una contraprestación. Esto resulta obvio para las operaciones onerosas típicas, pero también para aquellas operaciones en las que ambas estén relacionadas entre sí de manera tal que la inexistencia de una determine la ausencia de la otra.

	
-  Existir una contraprestación. Esta puede determinarse en cuanto que la operación sea susceptible de medida que permita fijarla, aunque a veces deba considerarse contraprestación la que permite el acceso a un servicio de forma indeterminada o genérica, como por ejemplo exclusivamente el acceso a un club deportivo, que el Tribunal de Luxemburgo consideró como contraprestación de una prestación onerosa de servicios. A veces puede calificarse la existencia de contraprestación atendiendo a la situación que existiría si no se efectuase la operación para la que se discute la existencia de una contraprestación: si falta aquélla y también desaparece la operación cabe suponer que existe una relación directa entre ambas. La contraprestación ha de evaluarse en dinero.



En otras ocasiones una cesión puede ser accesoria a otra operación onerosa en cuanto no sea un fin en sí misma sino una manera de disfrutar en mejores condiciones de la operación principal, lo que se aprecia en buen número de las cesiones que efectúan los empresarios del sector de alimentación.

Es preciso para ser considerado autoconsumo, que éste se realice para satisfacer fines privados del empresario, o de su personal o en general fines ajenos a la actividad empresarial o profesional. Recordemos que si la prestación fuera obligatoria por estar prevista en el convenio colectivo, estaríamos ante un autoconsumo no sujeto por el artículo 7.10.º LIVA. Pero si se atiende a necesidades de la actividad no es que sea autoconsumo no sujeto, es que no es autoconsumo ni operación sujeta alguna (DGT V0381-06 de 6 de marzo de 2006,  DGT V0946-09 de 30 de abril de 2009 o DGT V2330-10 de 27 de octubre de 2010). 


Ejemplo: Un arquitecto realiza gratuitamente, para un amigo suyo, un proyecto para la construcción de una vivienda. Se trata de una prestación de servicios que tiene la consideración de autoconsumo de servicios.




Casuística: • Ejemplos de autoconsumos de servicios sujetos son los denominados pases de libre acceso a los espectáculos (DGT de 25 de abril de 1986), los servicios de transportes y hostelería prestados de forma gratuita por los respectivos empresarios (DGT de 14 de septiembre de 1986), la cesión gratuita de un local afecto a la actividad empresarial (DGT de 25 de julio de 1995), las invitaciones de los establecimientos de hostelería, etcétera. No lo son, en cambio, los descuentos otorgados por tales establecimientos, incluso si se efectúan en especie mediante la prestación de determinados servicios sin cargo (DGT de 13 de mayo de 1987). Tampoco es autoconsumo la entrega de entradas gratuitas de festejos taurinos a medios de comunicación, así como a otras gentes del sector ni tampoco las entregadas a empleados en virtud de convenio colectivo (RTEAC 00/1759/2006, de 27 de enero de 2009).

• También existe autoconsumo de servicios en el supuesto de que un fabricante de automóviles ponga algunos de ellos a disposición de sus empleados para atender sus necesidades privadas, puesto que los bienes y servicios adquiridos para la fabricación de los automóviles estaban destinados para su incorporación a bienes destinados a la venta y las cuotas soportadas en su adquisición fueron objeto de deducción (DGT Consulta General 0148-99 de 8 de febrero de 1999).

• Están sujetas al impuesto, en concepto de autoconsumo de servicios, las cesiones de uso de locales de negocio efectuadas gratuitamente por su propietario a favor de tercero (DGT de 25 de julio de 1995).

• No constituyen autoconsumo de servicios la cesión de instalaciones para expender bebidas o productos alimenticios (grifos, sistemas de mezcla, máquinas de "vending"), la cesión de instalaciones o máquinas para la venta tales como arcones frigoríficos y neveras para exposición y venta de bebidas, u otros elementos para la conservación de alimentos o bebidas, o la cesión de rótulos o de objetos publicitarios (Resolución 5/2004, de 23 de diciembre de la DGT, BOE de 4 de enero de 2005 y STS de 8 de julio de 2009 –recurso de casación n.o 603/2003-). Tampoco es autoconsumo gravable la cesión de equipos médicos para utilizar los consumibles (reactivos) utilizados en las pruebas médicas realizadas por los fabricantes o distribuidores de consumibles y equipos médicos (DGT V0841-06 de 3 de mayo de 2006).

• Un programa de asesoramiento y de formación jurídica gratuito, desarrollado por una sociedad de profesionales, en la medida en que se dirija a la promoción de la firma contribuyendo a mejorar su percepción por parte de la opinión pública en general, y a la atención para los profesionales de la entidad, captando profesionales con talento que tengan inquietudes sociales, todo ello dirigido al mejor cumplimiento a los fines empresariales propios de la consultante, no satisface necesidades privadas, dado que su finalidad consiste, en última instancia, en la provisión de un servicio que sirve primordialmente a los fines de la empresa. En consecuencia, ha de considerarse al margen del supuesto de autoconsumo a que se refiere el artículo 12.3º LIVA (DGT V2396-09 de 26-10-2009 y DGT V0920-16 de 10-3-2016).

• Una empresa que concede gratuitamente una opción de compra sobre un inmueble de su propiedad que tiene arrendado a un tercero, que así lo ha pactado porque tras estudiar otras opciones, como la de realizar la operación mediante precio, lo ha descartado porque la mejor forma de conseguir la venta es conceder la opción de compra gratuitamente, en la medida en que lo hace para los fines de su actividad no realiza un autoconsumo de servicios, sino que se trata de una operación no sujeta al IVA que no limita el derecho a deducir (DGT V1837-11 de 19-7-2011).
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11. Las adquisiciones intracomunitarias de bienes


 La creación del Mercado Interior Europeo desde el 1 de enero de 1993, integrando el territorio de los países de la Comunidad Económica Europea, supuso la abolición de las fronteras fiscales entre los mismos y la supresión de los controles en frontera, requisito inexcusable para hacer efectivo el principio de libre circulación de bienes y mercancías. Como consecuencia de ello, en el tráfico entre países comunitarios, dejaron de tener sentido los conceptos de importación y exportación y las operaciones deberían haber pasado a configurarse como las que se producen en el interior de un Estado, es decir, conforme al principio de tributación en origen que supone, según el mecanismo de liquidación del IVA, que la operación tributa (con repercusión e ingreso) en el Estado en que se realiza y la cuota soportada es deducible en el Estado de destino.

El régimen descrito planteaba, en aquella fecha, algunas dificultades de implantación, sobre todo por la posibilidad de pérdidas de recaudación y por la inexistencia de un grado de armonización suficiente en materia de tipos impositivos. Por ello, las Directivas comunitarias previeron el establecimiento de un régimen transitorio del IVA para la primera fase del Mercado Interior, que debía durar hasta 31 de diciembre de 1996. Transcurrido ya con exceso el plazo señalado, el régimen transitorio se ha convertido en definitivo.

La característica del régimen transitorio es el mantenimiento de la tributación en destino. Para que ello sea posible, una vez desaparecidas las importaciones y exportaciones en el seno de la Comunidad, se hace preciso articular un hecho imponible que recoja las operaciones entre Estados miembros. Surgen, así, las operaciones intracomunitarias como hecho imponible del impuesto.


Atención: Cada operación intracomunitaria se desdobla, necesariamente, en otras dos:


	
-  Una entrega de bienes en el país de origen (que es equivalente a la exportación en el tráfico con terceros países).

	
-  Una adquisición de bienes en el país de destino (equivalente a la importación en el tráfico no comunitario).





Al igual que sucede con las exportaciones, las entregas intracomunitarias de bienes estarán exentas en origen, mientras que la correlativa adquisición estará gravada en el país de destino, siempre que las citadas operaciones tengan lugar entre empresarios. Si, por el contrario, el adquirente no es empresario (particular), la entrega estará gravada y no exenta en origen y la adquisición en destino no estaría sujeta.

A pesar de que, inicialmente, a cada entrega corresponda una adquisición, los Estados miembros tienen autonomía para determinar la sujeción o no de las adquisiciones y la exención o no de las entregas realizadas en su territorio, con independencia del régimen establecido en el otro Estado con el que se realice la operación, con el único límite impuesto por la normativa comunitaria de evitar la doble imposición o la falta absoluta de tributación.

No debemos olvidar que además de las operaciones intracomunitarias con bienes existen las prestaciones de servicios intracomunitarias, donde las reglas de localización del impuesto y la determinación del sujeto pasivo de las operaciones son la problemática principal. En esta materia, desde el año 2010 hubo un cambio sustancial ya que se pasó de la regla de localización general en sede del prestador, vigente hasta 2009, a la regla general de localización en sede del destinatario cuando éste es empresario o profesional. Todo ello conforme a la Directiva 2008/8/CE del Consejo, de 12 de febrero de 2008.

La citada Directiva estableció reglas de localización del IVA en prestaciones de servicios cuya entrada en vigor se ha ido produciendo en los años 2011, 2013 y 2015. Respecto a este último año, la Ley 28/2014, de 27 de noviembre, introdujo las modificaciones necesarias en la LIVA para que los servicios prestados por vía electrónica, de telecomunicaciones, televisión y radiodifusión pasasen a tributar en destino en todo caso, con independencia de quien sea el destinatario o el prestador. Esta situación se vió matizada desde 2019 para pequeñas empresas prestadoras de este tipo de servicios, cuando se encuentran establecidas en un único Estado miembro y su volumen de servicios de este tipo intracomunitarios es reducido. En efecto, conforme a la Directiva (UE) 2017/2455, de 5 de diciembre de 2017, cuando este tipo de empresarios preste servicios por debajo de 10.000 euros al año, podrá tributar en origen. Todo ello se incorporó a nuestra normativa por medio de la LPGE para 2018 (Ley 6/2018, de 3 de julio).

Por otro lado, señalar que el 7 de abril de 2016 la Comisión Europea aprobó un Plan de Acción del IVA. Se trata de una serie de medidas inmediatas y urgentes para hacer frente al denominado VAT gap (diferencia entre los ingresos estimados y los ingresos efectivamente recaudados en el IVA por los Estados miembros) y adaptar el sistema del IVA a la economía digital y a las necesidades de las PYMES. Asimismo, el Plan aporta orientaciones claras sobre un sistema de tributación definitivo para las entregas intracomunitarias que favorezca el mercado único. Propone también modificaciones en las normas comunitarias que regulan los tipos de IVA. Con relación a las operaciones intracomunitarias, se pretende sustituir el régimen transitorio aplicable desde 1992, por un sistema definitivo basado también en el principio de imposición en el país de destino de las mercancías, pero en el que, salvo que se trate de destinatarios fiables, se repercutirá el IVA por quien realiza la entrega o presta el servicio intracomunitario, que lo hará según las reglas del país de origen pero aplicando el tipo impositivo del país de consumo. 

Finalmente, hay que hacer mención a la salida del Reino Unido de la UE, que conforme a los diversos acuerdos y prórrogas que ha habido, ha sido finalmente efectiva el 31-01-2020 (Decisión (UE) 2019/584 del Consejo Europeo de 11 de abril de 2019). Desde esa fecha se ha convertido en un “tercer país”. Existe un Protocolo específico respecto a Irlanda del Norte, a fin de que las operaciones (con bienes, no con servicios) realizados con origen o destino en dicho territorio, sigan aplicando las normas de las operaciones intracomunitarias, evitando así tener que establecer fronteras físicas con Irlanda. 

El Acuerdo de Retirada contempla un período transitorio hasta el 31 de diciembre de 2020, durante el que se ha continuado aplicando la legislación comunitaria en el Reino Unido en relación al mercado interior, unión aduanera y las políticas comunitarias. La Unión Europea ha tratado al Reino Unido como si fuese un Estado miembro, excepto en lo referente a su participación en las instituciones de la UE y en las estructuras de gobernanza. En particular, durante ese periodo, no ha sido necesario realizar formalidades aduaneras. El período transitorio finalizó el 31 de diciembre de 2020.

11.1.  Adquisición intracomunitaria de bienes. Concepto (arts. 13 y 15 LIVA)

Es adquisición intracomunitaria de bienes (artículo 15.1 LIVA) la obtención del poder de disposición sobre bienes muebles corporales expedidos o transportados al territorio de aplicación del impuesto, con destino al adquirente, desde otro Estado miembro, por el transmitente, el propio adquirente o un tercero en nombre y por cuenta de cualquiera de los anteriores. Dentro de este mismo hecho imponible se encuentra la obtención del poder de disposición sobre bienes muebles corporales en el marco de acuerdos de ventas en consigna.

Son, pues, elementos de la adquisición intracomunitaria:


	
a)  Una entrega de bienes corporales (no caben prestaciones de servicios intracomunitarias).

	
b)  El adquirente obtiene el poder de disposición, es decir, la propiedad del bien. No obstante existen excepciones como en las operaciones asimiladas a las adquisiciones intracomunitarias.

	
c)  Ha de tratarse de operaciones realizadas a título oneroso (artículo 13.1 LIVA). No caben las adquisiciones intracomunitarias a título lucrativo.

	
d)  Ha de existir un transporte intracomunitario de bienes. Se trata de un requisito esencial de esta modalidad del hecho imponible. Según el artículo 72.Dos LIVA, se entenderá por transporte intracomunitario aquél cuyos lugares de inicio y de llegada estén situados en los territorios de dos Estados miembros diferentes. El lugar de inicio será aquél donde comience efectivamente el transporte de los bienes, sin tener en cuenta los trayectos efectuados para llegar al lugar en que se encuentren los bienes, y el lugar de llegada aquél donde se termine efectivamente el transporte de los bienes. Es decir, para que exista adquisición intracomunitaria gravada en España habrá de producirse, en principio, un transporte intracomunitario que tenga como punto de llegada el territorio de aplicación del impuesto español. Y decimos en principio, porque, por aplicación de las reglas de localización contenidas en el artículo 71.2 LIVA, también se consideran realizadas en territorio de aplicación del impuesto las adquisiciones intracomunitarias cuando el adquirente haya comunicado al vendedor un número de identificación a efectos del IVA atribuido por la Administración española, en la medida en que no haya sido gravada en el Estado miembro de llegada.

	
e)  El adquirente ha de ser un empresario o profesional o una entidad jurídica que no actúe como tal, ya sea de carácter público o privado (asociación, fundación, etc.). Sin embargo, no están sujetas las adquisiciones realizadas por las personas o entidades exceptuadas en el artículo 14 LIVA, salvo que se trate de adquisiciones de medios de transporte nuevos, en cuyo caso también están sujetas las que se realicen por particulares o por personas exceptuadas.



El artículo 2 del Reglamento de Ejecución (UE) 282/2011, de 15 de marzo de 2011 del Consejo, por el que se establecen disposiciones de aplicación de la Directiva 2006/112/CE relativa al sistema común del IVA, aclara no obstante que si una persona que no es sujeto pasivo cambia de residencia y traslada un medio de transporte nuevo, o si un medio de transporte nuevo es devuelto al Estado miembro desde el que fue entregado inicialmente exento del IVA a la persona que no es sujeto pasivo que lo devuelve, no se trata de adquisición intracomunitaria de un medio de transporte nuevo.


Casuística: • Las adquisiciones intracomunitarias de bienes tributan en destino. El sujeto pasivo será quien las realice estando obligado al pago del impuesto. Hasta el 31 de diciembre de 2003 el sujeto pasivo estaba obligado también a emitir un documento equivalente a la factura, denominado autofactura, en el que constasen la liquidación del impuesto y las demás menciones exigidas a las facturas. Desde 2004, como consecuencia de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre, estas autofacturas sólo fueron ya exigibles en supuestos de inversión del sujeto pasivo, no en las adquisiciones intracomunitarias de bienes. En estos casos de inversión del sujeto pasivo la autofactura también ha desaparecido desde 2011. Por su parte, las entregas intracomunitarias de bienes están exentas del IVA en origen, debiendo los empresarios que las realicen expedir una factura completa por dichas operaciones (DGT de 4 de marzo de 1994).

• No existe adquisición intracomunitaria en el caso de una sociedad española que realiza trabajos de transformación de mercancías propiedad de una empresa francesa, que son introducidos a tal fin en territorio español, procedentes de otro Estado miembro y que son reexpedidos posteriormente por la empresa española a los clientes de la empresa francesa. Se trata de una prestación de servicios, pues la empresa española no adquiere en ningún momento el poder de disposición sobre las mercancías, ni puede transmitirlas a terceros (DGT consulta general 0645-99 de 28 de abril de 1999).

• En el caso de una empresa que se dedica a ofrecer en su web productos que se envían directamente desde China y Alemania, actuando en nombre propio frente a los adquirentes de dichos productos (dropshipping), la DGT diferencia según los productos vengan de fuera de la UE (China) o de la UE (Alemania), así como según los destinatarios sean empresarios o profesionales o particulares.  Las mercancías procedentes de China darán lugar a una importación, en la que el importador será el sujeto pasivo. Sin embargo, las procedentes de Alemania, si tienen como destinatario a un empresario o profesional, implican la realización de una adquisición intracomunitaria de bienes efectuadas por el adquirente del producto. Si el destinatario es un particular, entonces hay una entrega de bienes realizada en el Estado miembro de origen (salvo que sea aplicable el régimen de ventas a distancia y se haya optado por localizar en destino o se haya superado el límite de ventas), siendo sujeto pasivo el transmitente (DGT V3115-18 de 30 de noviembre de 2018). Desde 01-07-2021, se aplica la regulación de las ventas a distancia intracomunitarias de bienes y, en el caso de los productos procedentes de China, si el destinatario no es un empresario o profesional y el valor intrínseco no supera los 150 euros, la regulación de las ventas a distancia de bienes importados de países o territorios terceros.



El artículo 16 del Reglamento (UE) 282/2011, de 15 de marzo de 2011, establece que el Estado de llegada de los bienes en que se ha efectuado la operación ejercerá sus competencias fiscales con independencia del tratamiento que se hubiera dado a efectos de IVA en el Estado de origen, que deberá aplicar sus disposiciones en cuanto a toda posible petición al suministrador de bienes de corrección del impuesto que hubiera facturado y declarado.


Ejemplo: Una sociedad española, con sede en Madrid, dedicada a la venta de muebles y artículos de decoración ha realizado, entre otras, las siguientes operaciones:


	
1.  Ha comprado a una empresa danesa una partida de lámparas por importe de 10.000 €. El empresario danés transporta los bienes hasta Madrid.

	
2.  Ha adquirido a particulares franceses y españoles diversos muebles antiguos, que son transportados por la sociedad adquirente.

	
3.  Ha contratado con una empresa de consultoría alemana la realización de estudios de mercado para la apertura de un establecimiento en Berlín.

	
4.  Tiene establecido un contrato de comisión de venta en nombre propio suscrito con una empresa italiana para vender los muebles fabricados por ésta, quien los transporta desde Italia hasta Madrid.



1. La sociedad española efectúa una adquisición intracomunitaria de bienes sujeta y no exenta, ya que se trata de una adquisición a título oneroso realizada por un empresario en el territorio de aplicación del impuesto a otro empresario establecido en otro Estado miembro y los bienes han sido objeto de un transporte intracomunitario realizado por el vendedor. El empresario español deberá comunicar a su proveedor danés un NIF a efectos del IVA español, para que el segundo no aplique el impuesto danés, considerándose exenta la entrega en Dinamarca. La sociedad española hasta 2003 debía emitir un documento equivalente a la factura, en el que constase la cuota devengada (10.000 x 0,21 = 2.100), aunque este requisito ya no es exigible desde 2004 (Vid. artículo 164 LIVA y art. 2 del Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, del Reglamento de facturación).

2. En este supuesto no existen operaciones sujetas al impuesto, ya que las adquisiciones se realizan a quienes no son empresarios o profesionales. Estaremos ante operaciones sujetas al ITPAJD.

3. La realización de los estudios de mercado constituye una prestación de servicios, por lo que no puede hablarse de adquisición intracomunitaria, pues este concepto implica la obtención del poder de disposición sobre bienes corporales. Por otra parte, atendiendo a la naturaleza del servicio prestado por la empresa alemana, la regla aplicable para determinar el lugar de realización del hecho imponible es el artículo 69.Uno.1.º LIVA en relación con el artículo 69.Dos.d) LIVA, que establece que se consideran prestados en el territorio de aplicación del IVA español esta clase de servicios cuando el destinatario de los mismos sea un empresario o profesional y radique en dicho territorio la sede de su actividad, como sucede en el ejemplo. Se trata, pues, de una prestación de servicios sujeta y no exenta en el impuesto, siendo el sujeto pasivo la empresa española por inversión (art. 84.1.2 LIVA).

4. En la actividad descrita se producen las siguientes operaciones:


	
a)  Una entrega intracomunitaria de bienes del empresario italiano (comitente) al empresario español (comisionista en nombre propio), que estará exenta del impuesto italiano, si el comisionista comunica al comitente su NIF a efectos del IVA.

	
b)  El empresario español realiza una adquisición intracomunitaria de bienes sujeta al IVA español por los bienes que le son enviados desde Italia. La base imponible de la operación será la diferencia entre la contraprestación convenida por el comisionista cuando venda a terceros los bienes y el importe de la comisión pactada.

	
c)  Una entrega de bienes efectuada en España por el comisionista a favor de terceras personas adquirentes, operación sujeta al impuesto español, debiendo repercutir la cuota devengada, así como liquidar e ingresar su importe.





11.2.  Adquisiciones intracomunitarias excluidas (art. 13.1 LIVA)

No se comprenden entre las adquisiciones intracomunitarias de bienes las siguientes:


	
a)  Adquisiciones en las que el transmitente se beneficie del régimen de franquicia del impuesto en el Estado miembro en que se inicie la expedición o transporte de los bienes. La Directiva 2006/112/CE, como antes hacía la Sexta Directiva, autoriza a los Estados miembros a establecer un régimen de franquicia del impuesto aplicable a pequeños empresarios y cuya particularidad reside en que las operaciones realizadas por los acogidos al mismo se declaran exentas del impuesto y, en contrapartida, no pueden deducir el impuesto soportado en sus adquisiciones, por lo que el impuesto soportado se recupera a través del precio. Es un régimen inexistente en la ley española, pero que puede tener influencia en España, en cuanto puede estar previsto en la legislación del Estado miembro en que se halle establecido el transmitente y determinar la no sujeción en España de la adquisición intracomunitaria.

	
b)  Las adquisiciones de bienes cuya entrega haya tributado en el régimen especial de bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección en el Estado miembro en el que se inicie el transporte o expedición de los mismos.

	
c)  Las adquisiciones de bienes que se correspondan con las entregas de bienes que hayan de ser objeto de instalación o montaje (puesto que las entregas de esta naturaleza se entienden realizadas en destino -artículo 68.2 LIVA-, es decir, es una entrega interior), con la particularidad de que el sujeto pasivo será el adquirente español (por inversión).

	
d)  Las adquisiciones de bienes que se localicen en el territorio de aplicación del impuesto por ser el lugar de llegada conforme al artículo 68.Tres.a) LIVA, que se correspondan con ventas a distancia intracomunitarias de bienes (hasta el 30-06-2021 se trataba del  régimen de venta a distancia, en el que la entrega se localizaba en destino si se optaba por ello o necesariamente cuando se superaba el umbral existente en cada estado miembro).

	
e)  Las adquisiciones de bienes que se correspondan con las entregas de bienes objeto de Impuestos Especiales en régimen de venta a distancia. Tales operaciones se gravan siempre en destino.

	
f)  Las adquisiciones de bienes cuya entrega en el Estado de origen de la expedición o transporte haya estado exenta del impuesto en concepto de operación asimilada a la exportación (por ejemplo: las operaciones realizadas en el marco de las relaciones diplomáticas y consulares).

	
g)  Las adquisiciones de gas distribuido en red, de electricidad y de calor o de frío a través de redes de calefacción o refrigeración, pues las mismas, desde el 1 de enero de 2005, se localizan en la sede o establecimiento del revendedor destinatario de aquéllas o en el lugar de consumo efectivo (vid. artículo 68 LIVA), razón por lo que no originan adquisición intracomunitaria de bienes ya que la entrega se localiza en destino. Siendo entregas de bienes que no dan lugar adquisiciones intracomunitarias, no han de ser incluidas en la declaración recapitulativa modelo 349 (DGT V2741-09 de 11-12-2009).




Ejemplo: Una sociedad establecida en el territorio español de aplicación del impuesto dedicada a la comercialización de electrodomésticos y artículos para el hogar ha realizado, entre otras, las siguientes operaciones:


	
1.  Ha adquirido a un empresario italiano una partida de utensilios de cocina, valorado en 10.000 €. El transmitente tributa en su país en régimen de franquicia del impuesto.

	
2.  Ha comprado diversos muebles usados a un empresario francés dedicado habitualmente a la reventa de este tipo de bienes.

	
3.  Ha contratado con una empresa alemana la adquisición y montaje de unos equipos de aire acondicionado para su establecimiento, por importe total de 100.000 €, ascendiendo el coste de la instalación a 20.000 €.



1. En principio, estaríamos en presencia de una adquisición intracomunitaria, sujeta al IVA español, pero al tratarse de una adquisición realizada a un empresario acogido al régimen de franquicia en otro Estado miembro, se excluye del tratamiento de las adquisiciones intracomunitarias y se considera no sujeta. Se evita así la doble imposición que en otro se produciría. En efecto, en el régimen de franquicia del impuesto, el precio incluye el impuesto soportado por el transmitente que no pudo deducir, por lo que de sujetarse la adquisición en España, el adquirente español estaría soportando el impuesto italiano y el español.

2. En este supuesto se ha de distinguir según el régimen en el que tribute el empresario francés por la venta de los bienes usados:


	
a)  Si tributa en el régimen general del impuesto, la entrega realizada por él constituirá una operación sujeta y exenta al impuesto francés y la correlativa adquisición intracomunitaria por la empresa española estará sujeta al IVA español.

	
b)  Si el empresario francés tributa en el régimen especial de los bienes usados (de carácter voluntario y cuya nota fundamental es que la base imponible de las entregas realizadas por el revendedor se determina por el margen de beneficio), la norma comunitaria grava la entrega intracomunitaria en el Estado de origen y declara no sujeta la adquisición en el Estado de destino, ante las dificultades del adquirente para determinar la base imponible de la operación. En suma, en el ejemplo, la adquisición por la empresa española no quedaría sujeta.



3. Por aplicación de las normas de localización del hecho imponible, las entregas de bienes que hayan de ser objeto de instalación o montaje para su puesta a disposición del adquirente se entienden realizadas en el territorio español de aplicación del impuesto cuando la instalación se ultime en dicho territorio. Hasta el 31 de diciembre de 2014 esta regla sólo se aplicaba cuando la instalación o montaje además de implicar la inmovilización de los bienes entregados, supusiera un coste superior al 15% de la total contraprestación correspondiente a la entrega de los bienes instalados. Este requisito de porcentaje del coste de instalación o montaje respecto a la contraprestación total ha sido suprimido por la Ley 28/2014, de 27 de noviembre, no siendo por tanto aplicable desde el 1 de enero de 2015. En el ejemplo, el coste de la instalación excede del 15% de la total contraprestación, pero desde 2015 esto es irrelevante y la operación queda gravada en todo caso en España en concepto de entrega de bienes, por lo que, en consecuencia, la operación no puede calificarse como adquisición intracomunitaria.



11.3.  Adquisiciones intracomunitarias no sujetas (art. 14 LIVA)

Se consideran no sujetas las adquisiciones intracomunitarias realizadas por determinadas personas en régimen especial, que tienen en común no ser sujeto pasivo o que, siéndolo, realizan exclusivamente operaciones exentas que no generan derecho a deducir el IVA soportado en sus adquisiciones.

11.4.  Operaciones asimiladas a las adquisiciones intracomunitarias (art. 16 LIVA)

El artículo 16 LIVA declara como operaciones asimiladas a adquisiciones intracomunitarias las siguientes:

a) La afectación a las actividades de un empresario o profesional desarrolladas en el territorio de aplicación del impuesto de un bien expedido o transportado por ese empresario o por su cuenta, desde otro Estado miembro en el que el referido bien haya sido producido, extraído, transformado, adquirido o importado por dicho empresario o profesional en el desarrollo de su actividad empresarial o profesional realizada en el territorio de este último Estado miembro.


Ejemplo: Un empresario establecido en Francia y España expide un bien obtenido en el ejercicio de su actividad en Francia a territorio español para afectarlo a la actividad que desarrolla en España. Supone la recepción en el Estado de destino de las transferencias de bienes que están asimiladas a entregas de bienes en el artículo 9.3 LIVA.




Casuística: • Así, se ha entendido que en el supuesto de una empresa establecida en Alemania que transfiere mercancías a España, dejándolas en consignación en un depósito en territorio español, hasta su entrega a clientes españoles o extranjeros, se produce una adquisición intracomunitaria sujeta, que puede estar exenta en virtud de lo dispuesto en el artículo 26.4 LIVA (DGT de 20 de abril de 1994 y 17 de febrero de 1995). En el mismo sentido se pronuncia la DGT para el caso de una empresa de Mónaco (como Francia a efectos de IVA), que envía mercancías a España para su posterior distribución a sus clientes de la Unión Europea, desconocidos en el momento de introducirse las mercancías en España, cobrando el almacenista español exclusivamente por los servicios logísticos y de almacenamiento (DGT V0010-08 de 4 de enero de 2008). En este caso, la empresa monaguesca debe solicitar un NIF/IVA de la Administración española. Actualmente, estas consultas hay que analizarlas a la luz de las normas que regulan los acuerdos de ventas en consigna.

• Queda sujeta como operación asimilada a adquisición intracomunitaria de bienes, la expedición de diversas sustancias desde otro Estado miembro hasta territorio español, con el fin de afectarlas a sus propias actividades en España y mantenerlas en el mismo, o enviarlas a un Estado diferente al de procedencia, una vez transformadas (DGT de 19 de septiembre de 1996).

• En el caso de una empresa española dedicada a la comercialización de productos alimenticios, que los compra en territorio peninsular a proveedores franceses, siendo remitidos los productos a Francia por sus proveedores manteniendo éstos el poder de disposición sobre los mismos hasta su entrega a la empresa española en el país vecino, donde ésta última los vende a clientes franceses, se produce operación asimilada a una adquisición intracomunitaria de bienes. Esa operación asimilada se localiza en Francia y será sujeto pasivo la empresa proveedora. Como contrapartida en España se realiza una operación asimilada a una entrega de bienes del artículo 9.3º LIVA realizada, también en su condición de sujeto pasivo, por la citada proveedora (DGT V1156-09 de 20 de mayo de 2009).




Atención: Como es la operación correlativa a una transferencia de bienes, el artículo 16.2 LIVA exceptúa de la sujeción por este concepto a las operaciones excluidas del concepto de transferencias de bienes: si no hay transferencia de bienes en origen, tampoco habrá operación asimilada a adquisición intracomunitaria en destino.



b) La afectación realizada por: 


	
a') las fuerzas de un Estado parte de la OTAN en el territorio de aplicación del Impuesto, para su uso o el del elemento civil que les acompaña, o

	
b') las fuerzas armadas de cualquier Estado miembro para uso de dichas fuerzas o del personal civil a su servicio, siempre que dichas fuerzas estén afectadas a un esfuerzo de defensa realizado para llevar a cabo una actividad de la Unión en el ámbito de la política común de seguridad y defensa, de los bienes que no han sido adquiridos por dichas fuerzas o elemento civil en las condiciones normales de tributación del Impuesto en la Comunidad, o cuando su importación no pudiera beneficiarse de la exención del Impuesto establecida en el artículo 62 de esta ley. Este artículo 62 LIVA regula la exención de las importaciones de bienes efectuadas por la OTAN o por las fuerzas armadas de los estados miembros distintos de España, en los términos previstos en el Tratado del Atlántico Norte en el primer caso, o para el uso de dichas fuerzas o del personal civil a su servicio.



c) Cualquier adquisición resultante de una operación que, si se hubiese efectuado en el interior del país por un empresario o profesional, sería calificada como entrega de bienes en virtud de lo dispuesto en el artículo 8 LIVA. Se trata de una norma de cierre para incluir dentro de las adquisiciones intracomunitarias aquellas operaciones que en el territorio de aplicación del impuesto español se considerarían entregas de bienes, aunque no tuvieran esta consideración en el Estado de origen. Si la operación puede calificarse de entrega de bienes en España, la recepción del bien se gravará como operación asimilada a adquisición intracomunitaria.

11.5.  Regímenes particulares

La regla general de las operaciones intracomunitarias es la de la tributación en destino cuando se trata de operaciones entre empresarios o profesionales establecidos en diferentes Estados miembros de la Unión Europea. Los denominados regímenes particulares de las adquisiciones intracomunitarias, que ahora examinamos, sólo tienen en común el constituir excepciones a las normas generales de tributación de dichas operaciones.

Pueden considerarse regímenes particulares los siguientes:


	
a)  Régimen particular de las adquisiciones intracomunitarias realizadas por determinadas personas.

	
b)  Régimen de los medios de transporte nuevos.

	
c)  Régimen particular de las ventas a distancia. Desde el 01-07-2021 hay importantes en estas ventas a distancia. Siguen existiendo reglas especiales para determinar su lugar de realización, que básicamente consisten en localizar las entregas en destino salvo que se trate de pequeños operadores que sólo estén establecidos en un Estado miembro, y cuyo importe global de ventas a distancia realizadas con otros Estados miembros no haya alcanzado 10.000 euros, siempre que las entregas se realicen desde el Estado miembro del establecimiento. Pero dichas operaciones se denominan ventas a distancia intracomunitarias de bienes, existiendo para ellas un régimen especial de ventanilla única, ideado para facilitar la declaración del IVA de los vendedores, evitando que tengan que presentar declaración en todos y cada uno de los estados miembros donde se entiendan localizadas sus operaciones.



11.6.  Régimen particular de las adquisiciones intracomunitarias realizadas por determinadas personas (art. 14 LIVA)

Se trata de un régimen opcional de no sujeción de las adquisiciones intracomunitarias, siempre que se reúnan las condiciones que a continuación se detallan:

1. Personas a las que es aplicable: no estarán sujetas al impuesto las adquisiciones intracomunitarias de bienes, con las limitaciones establecidas en el punto 2 siguiente, realizadas por las personas o entidades que se indican a continuación:


	
-  Los sujetos pasivos acogidos al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca, respecto de los bienes destinados al desarrollo de la actividad sometida a dicho régimen.

	
-  Los sujetos pasivos que realicen exclusivamente operaciones que no originan el derecho a la deducción total o parcial del impuesto (operaciones exentas o no sujetas).

	
-  Las personas jurídicas que no actúen como empresarios o profesionales.



2. Límite de operaciones: la no sujeción establecida sólo se aplicará respecto de las adquisiciones intracomunitarias de bienes, cuando el importe total de las adquisiciones de bienes procedentes de los demás Estados miembros, excluido el impuesto devengado en dichos Estados, no haya alcanzado en el año natural precedente 10.000 € (primer párrafo del art. 14.2 LIVA, y art. 3 del RIVA 1992).

Si el importe total de las operaciones no llega al límite legalmente establecido, la tributación tendrá lugar en origen, declarándose no sujeta en España. Si excede de aquel límite, comienza la tributación en destino como adquisición intracomunitaria. Se trata, con este límite, de evitar distorsiones en la competencia, pues si se mantuviera invariable el principio de tributación en origen, podría determinar que los sujetos que pueden acogerse a esta no sujeción realizasen sus adquisiciones en aquellos Estados que tuvieran los tipos de gravamen más bajos. De otra parte, el cumplimiento de las obligaciones formales del impuesto resultaría muy gravosa para los sujetos que pueden acogerse a este régimen, si no se estableciese la no sujeción.

Para la aplicación del límite establecido se fijan las siguientes reglas:


	
-  Se ha de partir de las adquisiciones realizadas en el año natural precedente.

	
-  Se excluye del cómputo del límite el impuesto devengado en origen.

	
-  La no sujeción se aplicará al año en curso hasta alcanzar el límite establecido.

	
-  Se incluye dentro del límite el importe de las ventas a distancia intracomunitarias de bienes de las que se haya sido destinatario, localizadas en el Estado miembro de origen conforme a las reglas de dicho Estado equivalentes al artículo 68.Tres y Cuatro LIVA.



El importe de la contraprestación relativa a los bienes adquiridos no puede fraccionarse.


Ejemplo: Si en el año 2021 las adquisiciones realizadas fueron inferiores a 10.000 €, y en 2022 ascienden a 15.000 €, las operaciones realizadas hasta 10.000 € tributarán en origen y, por tanto, no estarán sujetas en España y el exceso se gravará en destino. Para el año 2023 todas las operaciones tributarían en destino, al haberse excedido el límite en el año natural precedente.

Por otra parte, si en el año 2022, se hubiera producido una sola adquisición por el citado importe de 15.000 €, dicha operación se gravaría en destino por el total importe, puesto que no se admite que el importe de la contraprestación pueda fraccionarse.



3. Operaciones excluidas del régimen: no será de aplicación a las adquisiciones de medios de transporte nuevos y de los bienes que constituyen el objeto de los Impuestos Especiales, cuyo importe no se computará en el límite indicado en el punto 2 anterior (art. 14.3 LIVA).


Atención: Todas las operaciones descritas quedarán sujetas al impuesto cuando las personas que las realicen opten por la sujeción al mismo.



En cuanto al procedimiento para ejercitar la opción de sujeción de este tipo de operaciones, el artículo 3 del RIVA 1992 señala que la opción podrá ejercitarse en cualquier momento mediante la presentación de la oportuna declaración censal (modelo 036) y afectará a la totalidad de las adquisiciones intracomunitarias de bienes que se efectúen.

Como forma tácita de ejercicio de la opción añade que se entenderá ejercitada aunque no se presente la declaración censal, desde el momento en que se presente la declaración-liquidación correspondiente a las adquisiciones intracomunitarias de bienes efectuadas en el período a que se refiera la misma.

La opción abarcará, como mínimo, el tiempo que falte por transcurrir del año en curso y los dos años naturales siguientes y surtirá efectos durante los años posteriores hasta su revocación. La revocación podrá ejercitarse, una vez transcurrido el período mínimo indicado, utilizando para ello una declaración censal de modificación.

Por último, desde el punto de vista práctico, para la aplicación de la sujeción al impuesto español y la correlativa exención en el estado de origen, es necesario que el adquirente comunique a su proveedor un NIF a efectos del IVA español, que habrá de solicitar en la propia declaración censal en que se ejercite la opción.

El artículo 4 del Reglamento de Ejecución (UE) 282/2011, de 15 de marzo de 2011 del Consejo, por el que se establecen disposiciones de aplicación de la Directiva 2006/112/CE, señala que el sujeto pasivo cuyas adquisiciones intracomunitarias estén no sujetas (que en la LIVA será conforme al artículo 14 de dicha norma), seguirá aplicando la no sujeción aun cuando se le haya sido asignado un NIF/IVA por los servicios recibidos respecto de los cuales sea sujeto pasivo por inversión, o por los servicios prestados por él en el territorio de otro Estado miembro respecto de los cuales el sujeto pasivo deudor del IVA sea el destinatario. Es decir, que disponer de NIF/IVA para prestar o recibir servicios intracomunitarios no interfiere en la sujeción o no de las entregas y adquisiciones de bienes intracomunitarias. Añade el Reglamento (UE) 282/2011 que no obstante, si dicho sujeto pasivo comunica ese NIF/IVA a un proveedor con respecto a una adquisición intracomunitaria de bienes, se considerará que ha ejercido la opción por la sujeción antes mencionada. El artículo 55, párrafo segundo, del Reglamento de Ejecución (UE) 282/2011, de 15 de marzo de 2011 del Consejo, aclara que no se está obligado a facilitar el NIF/IVA atribuido para las prestaciones de servicios intracomunitarias realizadas o recibidas, cuando se realizan adquisiciones intracomunitarias de bienes no sujetas.

11.7.  Régimen de los medios de transporte nuevos (arts. 13.2, LIVA y 2 RIVA 1992)

Se basa este régimen en el establecimiento de la tributación en destino para todas las transmisiones intracomunitarias de medios de transporte nuevos, en todo caso, cualquiera que sea la condición del transmitente. Para asegurar la tributación de este tipo de operaciones, el artículo 164.1.6.º LIVA establece que deberá acreditarse el pago del impuesto para efectuar la matriculación definitiva del medio de transporte nuevo, pues en otro caso, la tributación en destino podría ser evitada, sobre todo en los casos en que el adquirente sea un particular y, en consecuencia, carezca de un NIF a efectos del IVA español que comunicar al transmitente.

1. Elementos personales:


	
a)  Desde el punto de vista del adquirente, este régimen se extiende:
	
-  Por aplicación de la regla general del artículo 13.1 LIVA, a las adquisiciones intracomunitarias efectuadas por empresarios o profesionales y por personas jurídicas que no actúen como tales, tanto si sus adquisiciones intracomunitarias están con carácter general sujetas conforme al artículo 14 LIVA, como si no lo están, como a continuación se señala.

	
-  Por aplicación de las reglas propias de este régimen particular a las adquisiciones intracomunitarias efectuadas por los sujetos pasivos acogidos al régimen especial de la agricultura, ganadería y pesca, por los sujetos pasivos que realicen exclusivamente operaciones que no generen derecho a deducción, por las personas jurídicas que no actúen como empresarios o profesionales cuyas adquisiciones intracomunitarias estén en general no sujetas el artículo 14.Tres LIVA establece la sujeción en todo caso respecto de los medios de transporte nuevos y por cualquier persona que no tenga la condición de empresario o profesional (particular). En definitiva, la sujeción se extiende a todas las adquisiciones intracomunitarias de medios de transporte nuevos.






	
b)  Desde el punto de vista del transmitente, quedan sujetas en destino todas las adquisiciones intracomunitarias, "cualquiera que sea la condición del transmitente", ya sea empresario (regla general), ya sea particular (puesto que, según el artículo 5.Uno.e LIVA, tienen la condición de empresario o profesional -a estos solos efectos- quienes realicen a título ocasional las entregas de medios de transporte nuevos).




Atención: En el caso de los sujetos pasivos ocasionales (particulares), las obligaciones formales se reducen sustancialmente:


	
-  Si es el adquirente del medio de transporte nuevo, estará obligado únicamente al pago del impuesto (utilizando para ello el modelo 309).

	
-  Si es el transmitente, podrá solicitar la devolución del impuesto soportado en la adquisición del medio de transporte que ahora transmite (mediante la presentación del modelo 308). En efecto, la entrega realizada por el particular (empresario ocasional) con destino a otro Estado miembro se declara exenta por el artículo 25 LIVA, por lo que el particular podrá deducir las cuotas soportadas en la adquisición del medio de transporte, si bien con el límite señalado en el artículo 94.2 LIVA, esto es, la cuantía de la cuota del impuesto que procedería repercutir si la entrega no estuviera exenta.





El artículo 2 del Reglamento de Ejecución (UE) 282/2011, de 15 de marzo de 2011 del Consejo, por el que se establecen disposiciones de aplicación de la Directiva 2006/112/CE, señala que no darán lugar a adquisiciones intracomunitarias:


	
a)  El traslado de un medio de transporte nuevo por una persona que no tenga la condición de sujeto pasivo con motivo de un cambio de residencia, siempre que, en el momento de dicho traslado, no pueda aplicarse la exención establecida en el artículo 138, apartado 2, letra a), de la Directiva 2006/112/CE.

	
b)  La devolución de un medio de transporte nuevo, por una persona que no tenga la condición de sujeto pasivo, al Estado miembro desde el cual se le suministró inicialmente ese medio de transporte al amparo de la exención establecida en el artículo 138, apartado 2, letra a), de la Directiva 2006/112/CE.



Es decir, que en estos casos no estamos ante un sujeto pasivo ocasional que realice una transferencia exenta al nuevo Estado miembro de residencia o una entrega exenta con destino al Estado miembro de origen del medio de transporte nuevo con motivo de la devolución. La norma aclara pues que en estos casos no habrá adquisición intracomunitaria de un medio de transporte nuevo.

2. Elementos materiales:

El régimen particular que venimos estudiando sólo es aplicable a los siguientes medios de transporte:


	
-  Vehículos terrestres a motor, con cilindrada superior a 48 centímetros cúbicos o con potencia superior a 7,2 Kw.

	
-  Embarcaciones con eslora máxima superior a 7,5 metros, que no sean las exentas del artículo 22 LIVA.

	
-  Aeronaves con peso total al despegue superior a 1.550 kilogramos, con excepción de las exentas por destinarse a la navegación aérea internacional o al uso de entidades públicas.



Por otra parte, los medios de transporte han de ser nuevos. Reúnen esta consideración a efectos del impuesto cuando se dé cualquiera de estas condiciones:


	
-  Que su entrega se efectúe antes de los seis meses siguientes a la fecha de su primera puesta en servicio, entendiendo por tal la de su primera matriculación (art. 2 del RIVA 1992) en la Unión Europea o, en su defecto, la que conste en el contrato de seguro de responsabilidad civil más antiguo o la que se acredite por otro medio de prueba suficiente.

	
-  Que los vehículos terrestres no hayan recorrido más de 6.000 kilómetros, las embarcaciones no hayan navegado más de 100 horas y las aeronaves no hayan volado más de 40 horas. Tales extremos se acreditarán por cualquier medio de prueba y, en particular, por aparatos contadores instalados en los medios de transporte (art. 2 del RIVA 1992).



Las condiciones de facturación de estas operaciones vienen recogidas en el artículo 6.1.k del Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, que aprueba el Reglamento que regula las obligaciones de facturación.


Ejemplo: ¿Cuál de los siguientes medios de transporte tiene la condición de nuevo a efectos de este régimen particular?

1. Automóvil de turismo importado de Japón por un particular el 1 de julio de 2022 y entregado con destino a Francia el 1 de agosto de 2023, habiendo recorrido hasta esa fecha 4.000 km.

2. Motocicleta de 1.000 cc, adquirida el 11 de diciembre de 2022 y entregada con destino a Italia el 1 de septiembre de 2023, habiendo recorrido 11.000 Km.

3. Embarcación destinada a la pesca de bajura de 12 metros de eslora, adquirida por una empresa española el 1 de abril de 2023 y transmitida con destino a Dinamarca el 1 de septiembre de 2023, habiendo navegado 1.000 horas.

Resultados:

1. Se tratará de un medio de transporte nuevo a los efectos de este régimen particular, pues está incluido en la relación de los que legalmente tienen esta consideración y desde su matriculación no ha excedido el límite de 6.000 km. recorridos, aunque el plazo transcurrido desde la puesta en servicio (primera matriculación) hasta la entrega haya sido superior a los seis meses. Basta que concurra una de las condiciones de plazo o distancia recorrida.

2. La motocicleta del ejemplo no tiene la consideración de medio de transporte nuevo, pues no cumple ninguna de las condiciones establecidas en el precepto, al haber recorrido una mayor distancia que la fijada y exceder de seis meses el plazo desde la matriculación hasta la entrega con destino a otro Estado miembro.

3. Se trata aquí de la entrega de una embarcación afecta a la pesca costera, cuya entrega estará exenta del impuesto como operación asimilada a la exportación (art. 22 LIVA), lo que excluye su consideración como medio de transporte nuevo.




Atención: Resumen de la tributación de las entregas y adquisiciones intracomunitarias de medios de transporte nuevos.

1. Entregas: exentas (art. 25 LIVA).

2. Adquisiciones:

• Sujetas (art. 13.1 LIVA) las realizadas por:

	
-  Empresario o profesional, o - Persona jurídica que no actúe como empresario o profesional.


• Sujetas (art. 13.2 LIVA), las realizadas por:

	
-  Particulares, o - Personas que pueden acogerse al régimen particular.





Casuística: • La adquisición en Alemania de un vehículo que no sea nuevo según la normativa del impuesto, para ser traído a España, no está sujeta al IVA, sin perjuicio de su tributación en el Impuesto Especial sobre determinados Medios de Transporte (DGT de 3 de marzo de 1994).

• No está sujeta al impuesto la transmisión en España de un vehículo que ha sido trasladado al interior del país por cambio de residencia de su propietario desde otro Estado miembro (DGT de 17 de abril de 1994).

• La venta de un vehículo usado que no pueda considerarse medio de transporte nuevo, por un particular a un empresario, que lo traslada a España, no es una operación sujeta al IVA (DGT de 16 de febrero de 1994). La empresa compradora realiza una adquisición de bienes no sujeta al impuesto, no debiendo liquidar el impuesto (DGT de 20 de enero de 1999).



11.8.  Regimenes particulares de las ventas a distancia (art. 68.3, 4 y 5 LIVA)

Las adquisiciones de bienes que se localicen en el territorio de aplicación del impuesto por ser el lugar de llegada, tal y como establece el artículo 68.Tres.a) LIVA, que se correspondan con ventas a distancia intracomunitarias de bienes,  se excluyen del hecho imponible adquisiciones intracomunitarias. Hasta el 30-06-2021 el denominado régimen de ventas a distancia, consistía en que la entrega se localizaba en destino si se optaba por ello o, necesariamente, cuando se superaba el umbral existente en cada Estado miembro.

Hasta 30-6-2021 este régimen de venta a distancia, permite a determinadas personas adquirir a distancia, sin desplazamiento físico, sino a través de catálogos, cualquier clase de bienes con tributación en origen y siempre que el volumen de ventas del vendedor no exceda de ciertos límites. Por ello, cuando no se den las circunstancias para poder hablar de ventas a distancia o se excedan los límites establecidos, pasan a gravarse en destino en concepto de entregas intracomunitarias de bienes, que se localizan en el Estado de destino (art. 68 LIVA) y en las que el sujeto pasivo es el vendedor no residente (art. 84 LIVA).

Desde el 01-07-2021 no cambia el concepto de ventas a distancia, que es prácticamente idéntico al de ventas a distancia intracomunitaria de bienes. La novedad consiste en que se ha querido facilitar a los vendedores la declaración del IVA, permitiendo que se acojan al Régimen de la Unión para poder declarar sólo en el Estado miembro de identificación, ya que se trata de un régimen de ventanilla única cuyo estudio se realiza dentro de los regímenes especiales. Estos regímenes de ventanila única se conocen como OSS por sus siglas en inglés, One Stop Shop. También se han regulado las ventas a distancia de bienes importados de países o territorios terceros, cuando el valor intrínseco de los bienes no exceda de 150 euros. La fórmula ha sido crear un Régimen de Importación, que permite la exención de la importación dada la subsiguiente tributación de la entrega en el marco del régimen especial, localizada en el lugar de llegada de la expedición o transporte. El importador, directamente o a través de un intermediario establecido en la Comunidad, podrá acogerse al Régimen de Importación que es también un régimen especial de ventanilla única (OSS) cuyo estudio se realiza dentro de los regímenes especiales.

Junto a estas novedades, destacar la incorporación a la operatoria ideada para los titulares de una interfaz que, a través de una plataforma, portal o mercado en línea, intervienen facilitando a los agentes económicos la venta a distancia de bienes importados de países o territorios terceros en envíos cuyo valor intrínseco no exceda de 150 euros, o facilitando la realización entregas de bienes en el interior de la Comunidad por parte de un proveedor no establecido en la misma a consumidores finales. Además de la actividad de intermediación, a menudo prestan servicios logísticos y de almacenamiento para sus clientes. Pues bien, se entenderá que los titulares de las interfaces reciben y entregan en nombre propio los bienes y que su expedición o transporte se encuentra vinculado a su entrega. Siendo así, los titulares de las interfaces digitales los sujetos pasivos que realizan las ventas a distancia de bienes importados (Régimen de Importación), o las entregas en el interior de la comunidad en las condiciones del artículo 8 bis LIVA (Régimen de la Unión). En consecuencia, pueden acogerse a los regímenes especiales de ventanilla única. Para estos titulares de interfaces, cuando facilitan entregas a particulares procedentes de proveedores no establecidos en la Comunidad, el Régimen de la Unión es aplicable incluso respecto de entregas nacionales realizadas dentro del mismo Estado miembro. Además, para evitar doble imposición, la entrega del bien por el proveedor al titular de la interfaz está exenta del IVA sin limitar por ello el derecho a deducir. Con igual finalidad, la importación de bienes asociada a la venta a distancia de dichos bienes en el marco del Régimen de Importación, se encuentra exenta.

Tratándose de entregas de productos objeto de los Impuestos Especiales (artículo 68.Cinco LIVA), se entenderán realizadas, en todo caso, en el territorio en el que se encuentre el lugar de llegada del transporte. Es decir, tributarán siempre en el Estado miembro de destino, sin tener en cuenta el límite cuantitativo y sin posibilidad de opción. De hecho, cuando las operaciones con bienes objeto de II.EE. encajen dentro del concepto de ventas a distancia intracomunitarias de bienes, su importe no computa dentro del límite de 10.000 euros al que luego se hace referencia. De acuerdo con la DA 4.ª LIVA, por bienes objeto de II.EE. han de entenderse los regulados en el artículo 2 Ley 38/1992, de 28 de diciembre, de IIEE, si bien a los efectos del IVA quedan fuera del concepto la electricidad y el gas natural a través de redes de distribución (redacción dada a la Disposición adicional 4.ª LIVA por la LPGE 2011).

En las ventas a distancia intracomunitarias de bienes, el lugar de realización del hecho imponible  es nuestro territorio de aplicación del impuesto, cuando se trate de:


	
a)  Ventas a distancia intracomunitarias de bienes con origen en otro Estado miembro, cuando nuestro territorio de aplicación del impuesto es el lugar de llegada de la expedición o del transporte con destino al cliente. Ahora bien, si el vendedor en origen es un empresario o profesional que actúe como tal establecido únicamente en ese otro Estado miembro de origen de la expedición, por tener en el mismo la sede de su actividad económica o su único establecimiento o establecimientos permanentes en la Comunidad o, en su defecto, el lugar de su domicilio permanente o residencia habitual; además no se supera el límite previsto en el artículo 73 LIVA (10.000 €) cuando sea aplicable, ni se ha ejercitado la opción de tributación en destino prevista en dicho artículo o su equivalente en la legislación del Estado miembro de origen; entonces el lugar de realización será el Estado miembro en que está establecido el vendedor (origen).

	
b)  Ventas a distancia intracomunitarias de bienes con origen en nuestro territorio de aplicación del impuesto, cuando sean efectuadas por un empresario o profesional que actúe como tal establecido únicamente en el territorio de aplicación del impuesto, por tener en el mismo la sede de su actividad económica, o su único establecimiento o establecimientos permanentes en la Comunidad o, en su defecto, el lugar de su domicilio permanente o residencia habitual; y en dicho territorio esté el origen de la expedición o del transporte con destino al cliente, sin que se haya superado el límite previsto en el artículo 73 LIVA (10.000 €) cuando sea aplicable, ni se haya ejercitado la opción de tributación en destino prevista en dicho artículo.



Respecto a las ventas a distancia de bienes importados de países o territorios terceros, efectuadas en un Estado miembro distinto del de llegada de la expedición o transporte con destino al cliente, el lugar de realización será nuestro territorio de aplicación del impuesto cuando en él esté el lugar de llegada de dicha expedición o transporte. Si el lugar de importación coincide con el de llegada de la expedición o transporte con destino al cliente, entonces, el lugar de realización será nuestro territorio de aplicación del impuesto cuando en él esté el lugar de llegada de dicha expedición o transporte, siempre que se declare el IVA de dichas ventas mediante el régimen especial de importación del Título IX, Capítulo XI, Sección 4.ª de la LIVA. Hay que tener presente que si no se realiza la operación en el marco del régimen especial de importación, lo que habrá es una importación no exenta efectuada por el destinatario.

Las reglas de localización señaladas para las ventas a distancia intracomunitarias de bienes y para las ventas a distancia de bienes importados, no resultan de aplicación a los bienes cuyas entregas hayan tributado conforme al régimen especial de bienes usados, objetos de arte, antigüedades y objetos de colección en el Estado miembro de inicio de la expedición o transporte.

En cuanto al límite de 10.000 euros que hemos ido mencionando en los párrafos anteriores, ya existía antes del 01-07-2021 para los regímenes especiales de la Unión y Exterior de la Unión, aplicables hasta entonces sólo para servicios prestados por vía electrónica y servicios de telecomunicaciones, televisión y radiodifusión. A su vez, este límite se introdujo como una vía de salida a la radicalidad de la regla de localización en destino de estos servicios, existente desde 2015. La regla de localización en todo caso en sede del destinatario para todo tipo de operaciones de esa clase de servicios (B2B o B2C), suponía una barrera de entrada a pequeños empresarios o profesionales, ya que debían asumir costes fiscales indirectos si deseaban prestar ese tipo de servicios en otros Estados miembros en operaciones con destinatarios particulares (B2C). La solución, que está vigente desde 2019, fue permitir la tributación en origen si se trata de empresarios o profesionales establecidos únicamente en un Estado miembro, siempre que el importe total de estos servicios prestados en operaciones B2C durante el año, no exceda de 10.000 euros.

Desde el 01-07-2022 el límite ha venido operando no sólo para los servicios prestados por vía electrónica y servicios de telecomunicaciones, televisión y radiodifusión, sino también y de forma conjunta, para las ventas a distancia intracomunitarias de bienes. Para evitar que se simplifique la carga fiscal indirecta que representa tener que acogerse al régimen especial de la Unión, a quien no lo necesita, la Ley 31/2022, de 23 de diciembre, de Presupuestos Generales para 2023 (en adelante LPGE para 2023) ha modificado el artículo 73 LIVA, para que el límite de 10.000 euros no sea aplicable cuando las ventas sean efectuadas, total o parcialmente, desde un Estado miembro distinto del de establecimiento. La existencia del límite de 10.000 euros no obsta a que se permita optar por tributar en destino desde el primer euro. En definitiva, desde julio de 2021 el  límite sigue existiendo para el régimen de la Unión. Este régimen especial  desde entonces  incluye otros servicios distintos, pero siguen estando sólo afectados por el límite de 10.000 euros los servicios prestados por vía electrónica y servicios de telecomunicaciones, televisión y radiodifusión. La novedad desde el 01-01-2021 fue que el límite es ahora también aplicable para las ventas a distancia intracomunitarias de bienes, que pueden estar incluidas en el Régimen especial de la Unión.

A causa de la aplicación del límite de 10.000 euros, tanto para las ventas a distancia intracomunitarias de bienes (art. 68 apartados Tres y Cuatro LIVA), como para los servicios prestados por vía electrónica y servicios de telecomunicaciones, televisión y radiodifusión (art. 70.Uno.4.º y 8.º LIVA), su regulación pasó de los ordinales 4.º  y 8.º del  apartado Uno del  artículo 70 LIVA, al  artículo 73 LIVA, que no tenía contenido desde 2010. En concreto,  el Real Decreto-ley 7/2021, de 27 de abril, creó un nuevo Capítulo III en el Título III de la LIVA, denominado “Límite cuantitativo aplicable a determinadas ventas a distancia intracomunitarias de bienes y prestaciones de  servicios”. El  contenido del artículo 73 LIVA señala que, a los efectos de las reglas de localización de las ventas a distancia intracomunitarias de bienes (art. 68.Tres.a y b LIVA), y de los servicios prestados por vía electrónica y servicios de telecomunicaciones, televisión y radiodifusión (art. 70.Uno.4.º y 8.º LIVA), el límite  referido será de 10.000 euros para el importe total, excluido el impuesto, de dichas entregas de bienes y/o prestaciones de servicios realizadas en la Comunidad, durante el año natural precedente, o su equivalente en su moneda nacional. El precepto aclara que cuando las operaciones efectuadas durante el año en curso superen el límite indicado, se localizarán en el Estado miembro de llegada (art. 68.Tres.a LIVA) o del establecimiento, domicilio o residencia habitual del destinatario (art. 70.Uno.4.º.a LIVA). 

Desde el 01-01-2023, se aclara también que el límite no opera cuando las ventas a distancia intracomunitarias de bienes sean efectuadas, total o parcialmente, desde un Estado miembro distinto del de establecimiento. La exposición de motivos de la LPGE para 2023, señala que este nuevo matiz se ha introducido para adecuar la LIVA a la normativa comunitaria. En todo caso se permite a los empresarios o profesionales que realicen estas operaciones, que puedan optar, en el Estado miembro de inicio de la expedición o transporte de los bienes con destino al cliente o en el que estén establecidos, tratándose de las prestaciones de servicios, por la tributación de las mismas como si el límite previsto en el párrafo primero hubiera excedido los 10.000 euros. Es decir, se les permite optar por tributar bajo la regla del destinatario desde el primer euro. Cuando se trate de empresarios o profesionales que estén establecidos en el territorio de aplicación del impuesto y sea dicho territorio desde el que presten los servicios o el de inicio de la expedición o transporte de los bienes, la opción se realizará en la forma que reglamentariamente se establezca y comprenderá, como mínimo, dos años naturales. El artículo 22 del RIVA en la redacción dada por el Real Decreto 424/2021, de 15 de junio, obliga a quienes hayan optado por tributar en destino, que acrediten que las entregas y servicios han sido declarados en otro Estado miembro, salvo que tributen en el Régimen de la Unión.

Para la aplicación del límite cada operación no puede fraccionarse, de forma que aquella que suponga rebasar el límite, tributará íntegramente en destino.

En las ventas a distancia las entregas se entienden realizadas en el Estado miembro de destino (Francia) cuando se superen los límites de volumen de operaciones establecidos al efecto en la legislación del Estado de destino, quedando desde entonces sujetas al IVA francés. En el caso de incorrecta repercusión del IVA español por parte de la empresa vendedora por estar las entregas efectuadas no sujetas al impuesto español, sino al francés, la entidad debe rectificar la repercusión efectuada, emitiendo factura rectificativa. Además, podrá optar: 1) por devolver el importe de las cuotas indebidamente repercutidas a los consumidores finales que las soportaron y regularizar su situación tributaria en las declaraciones-liquidaciones que presente, o 2) por iniciar un procedimiento de devolución de ingresos indebidos ante la Administración Tributaria española, en cuyo caso las cuotas indebidamente repercutidas se devolverán por la Administración a los consumidores finales que soportaron la repercusión indebida (DGT Consulta General 0161-98 de 3 de febrero de 1998). Desde 01-07-2021 el límite es de 10.000 euros en todo caso y conjunto para todos los Estados miembros, siendo además aplicable solamente cuando el vendedor sólo esté establecido en un Estado miembro desde el que opere.

El artículo 14 del Reglamento (UE) 282/2011, de 15 de marzo de 2011, establecía reglas para interpretar la determinación de los umbrales existentes en ventas a distancia hasta el 30-06-2021, que como se ha indicado eran independientes en cada Estado miembro (en España 35.000 €). Este artículo ha sido derogado desde 01-07-2021 por el apartado 2) del artículo 1 del Reglamento de Ejecución (UE) 2019/2026 del Consejo de 21 de noviembre,  en la redacción dada al mismo por el Reglamento de Ejecución (UE) 2020/1112 del Consejo de 20 de julio de 2020 por el que se modifica el Reglamento de Ejecución (UE) 2019/2026 en lo que respecta a las fechas de aplicación en respuesta a la pandemia de COVID-19.

11.9.  Operaciones triangulares (arts. 26 y 84 LIVA)

Las operaciones denominadas triangulares son muy frecuentes en el comercio internacional y, por tanto, en el tráfico comunitario.

Limitándonos al ámbito intracomunitario, las operaciones triangulares responden, en general, al siguiente esquema:


	
-  El empresario A, establecido en el Estado 1, vende al empresario B, establecido en Estado 2, un determinado bien.

	
-  El empresario B (intermediario) vende el bien adquirido a A, al empresario C, establecido en el Estado 3.

	
-  El empresario A transporta materialmente el bien desde el Estado 1 al Estado 3, directamente, sin pasar por el Estado 2.
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En realidad, se producen las siguientes operaciones:


	
-  Una entrega por A y una adquisición por B.

	
-  Una entrega por B y una adquisición por C.

	
-  Un solo transporte que ha de aplicarse a una de las dos entregas/adquisiciones, pues para que exista adquisición intracomunitaria es preciso que se produzca un transporte a otro Estado miembro.



Si el transporte intracomunitario se vincula a la entrega que A hace a B, la aplicación de las reglas generales determinarían que B (intermediario) realiza una adquisición intracomunitaria en el Estado 3 y una entrega interior a C y que A realiza a B una entrega intracomunitaria exenta.
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El inconveniente de este tratamiento es que B soportaría el coste financiero del impuesto que grava la adquisición y que luego deduciría del repercutido en la entrega a C. Además, debería identificarse en el Estado 3 y cumplir otras formalidades administrativas, sufriendo de este modo una cierta presión fiscal indirecta.

Si el Estado 3 fuera España, el empresario B no tendría obligación de liquidar e ingresar el impuesto por la entrega a C, pues la ley española previó que el sujeto pasivo de esta operación fuese el destinatario de la entrega (sujeto pasivo por inversión.

Este complejo tratamiento de las operaciones triangulares hizo que la Directiva 92/111/CE tratase de simplificarlo. Tal Directiva fue incorporada a nuestro ordenamiento por el Real Decreto-Ley 7/1993, de 21 de mayo, y su contenido se haya integrado actualmente en la Directiva 2006/112/CE, de 28 de noviembre de 2006.

Las novedades sobre el régimen previsto con anterioridad son las siguientes:


	
1.  La adquisición intracomunitaria realizada por el empresario intermediario (B) en el Estado de destino de los bienes (Estado 3) se declara exenta del impuesto cuando se cumplan los siguientes requisitos enumerados en el artículo 26.3 LIVA:
	
-  Que la adquisición intracomunitaria se realice por empresario o profesional que no esté establecido ni identificado a efectos del impuesto en el Estado de destino, pero sí esté identificado a efectos del IVA en otro Estado miembro distinto del de destino. En el ejemplo, el empresario B (intermediario) no ha de estar identificado en el Estado 3 y sí en algún otro Estado miembro (normalmente en el Estado 2, en el que se halla establecido).

	
-  Que la adquisición intracomunitaria se efectúe para la ejecución de una entrega subsiguiente de los bienes en el Estado de destino (Estado 3).

	
-  Que los bienes adquiridos se transporten desde un Estado miembro distinto de aquel en que se encuentre identificado a efectos del IVA el adquirente y con destino a la persona a la cual se efectúe la entrega subsiguiente.

	
-  Que el destinatario de la posterior entrega (C) sea empresario o profesional o persona jurídica que no actúe como tal, identificado en el Estado de destino de los bienes (Estado 3).





	
2.  El destinatario de los bienes es designado como sujeto pasivo de la subsiguiente entrega (art. 84 LIVA). Se libera así al intermediario de la obligación de declarar, liquidar e ingresar el IVA en el Estado de destino.



La actual regulación de las operaciones triangulares se puede representar en el siguiente esquema:
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Ejemplo: Una empresa suiza vende a una entidad española bienes adquiridos a un empresario inglés. Las mercancías provienen directamente del Reino Unido con destino a la entidad española.

De acuerdo con la normativa comunitaria, en las operaciones triangulares se considera que el intermediario efectúa una adquisición intracomunitaria de bienes en el Estado miembro de destino de los bienes, adquisición que está exenta del impuesto y que el intermediario no tiene que identificarse a efectos del IVA en dicho Estado miembro. En el ejemplo, como el intermediario (empresa suiza) es un empresario no establecido en la Unión deberá identificarse a efectos del IVA en un Estado miembro distinto de los de origen y destino de los bienes para acogerse a los beneficios de esta regulación.

Así, si el empresario suizo estuviese identificado a efectos del IVA en algún Estado miembro distinto del Reino Unido y de España, realizará una adquisición intracomunitaria de bienes en España, exenta del impuesto, y una posterior entrega interior, sujeta y no exenta, cuyo sujeto pasivo, responsable del pago del impuesto, sería la empresa española adquirente final.

Si, por el contrario, el empresario suizo no estuviese identificado a efectos del impuesto en un tercer Estado miembro, la adquisición intracomunitaria de bienes realizada en España estaría sujeta y no exenta, siendo dicho intermediario sujeto pasivo de la misma y quedando obligado a su identificación a efectos del IVA en España. La entrega subsiguiente estaría también sujeta y no exenta, siendo el sujeto pasivo la empresa española, como adquirente de una entrega realizada por un empresario no establecido en España.



3. Obligaciones formales en las operaciones triangulares (art. 79 del RIVA 1992).

a) Del intermediario en el Estado de destino (empresario B en el Estado 3), si éste es España. Si las medidas de simplificación establecidas en la Directiva comunitaria tenían por objeto liberar al intermediario de las obligaciones sustanciales de liquidar e ingresar el impuesto, parece lógico pensar que tal liberación de obligaciones se ha de extender también a las de carácter formal. Pues bien, del examen de la ley española, resulta que el intermediario (B), no establecido en el territorio de aplicación del impuesto, no tendría en España ninguna de las obligaciones formales establecidas (identificación a efectos del IVA, expedición y conservación de facturas, llevanza de contabilidad y registros fiscales, formulación de declaraciones de comienzo, modificación y cese de actividad, etc.).

b) Del intermediario, cuando éste es un empresario establecido en el territorio de aplicación del impuesto (en el ejemplo: si el Estado 2 fuese España). El artículo 79.5º del RIVA 1992 establece que también deberán presentar la declaración recapitulativa los empresarios o profesionales que, utilizando un número de identificación a efectos del IVA atribuido por la Administración española, realicen en otro Estado miembro adquisiciones intracomunitarias de bienes y entregas subsiguientes, quienes vendrán obligados a consignar separadamente en la misma dichas entregas, haciendo constar, en relación con ellas, los siguientes datos:


	
-  El número de identificación a efectos de IVA que utilice el mencionado empresario o profesional para la realización de las citadas operaciones.

	
-  El número de identificación a efectos del IVA atribuido por el Estado miembro de llegada de la expedición o transporte, suministrado por el adquirente de la entrega subsiguiente.

	
-  El importe total de las entregas subsiguientes correspondientes a cada destinatario de las mismas.



De esta forma, la Administración española puede suministrar información de las operaciones al Estado de llegada del transporte, donde se producirá la entrega subsiguiente (única operación gravada en el actual tratamiento de las operaciones triangulares), en donde se podrá contrastar con la facilitada por el empresario que recibe los bienes y que es sujeto pasivo por inversión.

c) Obligaciones de facturación: Con el Reglamento vigente desde el 1 de enero de 2013, aprobado por Real Decreto 1619/2012, de 30 de noviembre, ha desaparecido la obligatoriedad de dichas menciones. Antes, los empresarios o profesionales que realizasen las entregas subsiguientes a las adquisiciones intracomunitarias debían indicar expresamente en las facturas correspondientes a dichas entregas que se trataba de una operación triangular y consignar en ellas el número de identificación, a efectos del IVA, con el que realizan las referidas adquisiciones intracomunitarias y entregas subsiguientes, así como el número de identificación a efectos del impuesto suministrado por el destinatario de la entrega subsiguiente.


Casuística: • Una bodega española que remite productos sujetos a IIEE en régimen suspensivo a un depósito fiscal belga, para que allí permanezcan hasta que sean vendidas a un cliente inglés y enviadas a Inglaterra (la consulta es anterior al Brexit), realiza una operación asimilada a una entrega intracomunitaria exenta de acuerdo con el artículo 24 LIVA (vinculada a depósito distinto del aduanero), y de acuerdo con el artículo 25.Tres LIVA (operación asimilada a entrega intracomunitaria de bienes exenta). En Bélgica se produce una operación asimilada a una adquisición intracomunitaria de bienes, que está exenta del IVA al tratarse de productos en régimen suspensivo, cuya entrega interior estaría exenta (art. 26.Uno LIVA). Ahora bien, esta operación en ningún caso cabe calificarla de operación triangular, ya que en este tipo de operaciones no hay una entrega ni adquisición intracomunitaria sino que, al no haber transmisión del poder de disposición de los bienes, la salida del territorio de aplicación del Impuesto y la entrada en el territorio del otro Estado miembro sólo tienen la naturaleza de operaciones asimiladas a aquéllas. La bodega española está obligada a presentar una declaración recapitulativa de operaciones intracomunitarias en España y debe disponer de NIF/IVA atribuido por Bélgica, ya que conforme el artículo 80 del RIVA 1992 en los casos de transferencia de bienes comprendidos en los artículos 9.3º y 16.2º LIVA, debe consignarse en la declaración recapitulativa el NIF/IVA asignado al sujeto pasivo en el otro Estado miembro, y ello sin perjuicio de la necesidad de disponer del NIF/IVA belga para la realización de la operación asimilada a la adquisición intracomunitaria que realiza en Bélgica. La siguiente entrega al cliente inglés, cuando tenga lugar, será una entrega intracomunitaria sujeta y exenta, en su caso, conforme las normas de la Ley del Impuesto belga e, igualmente, estará obligado el consultante a las formalidades y declaraciones que se establezcan en dicho país (DGT V1149-06 de 16 de junio de 2006).

• Una operación realizada por una empresa española consistente en comprar materiales de construcción en Holanda, con la intención de venderlos a otra empresa española que a su vez los venderá a empresas establecidas en el territorio de la Unión Europea, transportándose directamente la mercancía desde la empresa holandesa al país de la otra empresa comunitaria que resulta adquirente final, sin entrar en España, es una operación triangular si se cumplen los requisitos del artículo 26.Tres LIVA (que la AIB se realice con motivo de una entrega subsiguiente, que el cliente final esté identificado a efectos del IVA en el Estado miembro de llegada, que la normativa del Estado miembro de llegada regule la inversión del sujeto pasivo en la entrega subsiguiente, que el intermediario cumpla las obligaciones de declaración de la entrega subsiguiente y que el intermediario cumpla las obligaciones de declaración de la entrega subsiguiente en el modelo 349). De no cumplirse estos requisitos las operaciones se regirán por las reglas generales de las operaciones intracomunitarias (DGT V0437-09 de 4 de marzo de 2009).

• La DGT analiza el caso de una sociedad constituida en Países Bajos, identificada con un NIF/IVA atribuido por la Administración tributaria holandesa y con otros facilitados por las repúblicas de Eslovaquia y Polonia. Adquiere bienes en Polonia y Hungría, facilitando a los proveedores su NIF/IVA eslovaco, que revende a una entidad vinculada establecida en el TAI español, que a su vez los revende a distribuidores o adquirentes finales igualmente establecidos en el TAI español. El transporte es directo desde Polonia y Hungría hacia los distribuidores o adquirentes finales en España. Se trata de tres entregas sucesivas en una operación en cadena. Varias son las dudas acerca de si nos encontramos o no ante una operación triangular. En primer lugar, el artículo 26.3.º LIVA exige para ello que los bienes sean expedidos o transportados directamente por el proveedor al adquirente de la entrega subsiguiente realizada en el interior del Estado miembro de destino. En el caso planteado, sin embargo, la expedición es directa a los distribuidores o adquirentes finales, es decir, a los destinatarios de la entrega posterior a la entrega subsiguiente. En segundo lugar, la sociedad constituida en los Países Bajos tiene NIF/IVA polaco, aunque utilice en sus adquisiciones en Polonia y Hungría su NIF/IVA eslovaco. En este sentido, el artículo 26.Tres.1.º LIVA exige, para que haya operación triangular, que el intermediario no esté establecido ni identificado en el Estado miembro de origen de la expedición (ni en el de destino de las mercancías). La DGT señala, respecto a la primera cuestión, que conforme a los criterios del TJUE expresados en su Sentencia de 19-04-2018 (C-580/16), sólo importa el NIF/IVA que utiliza en la operación, en este caso el eslovaco, que no impide la aplicación de la simplificación por operación triangular. Respecto a la segunda cuestión, la DGT entiende que el hecho de que los bienes no sean trasladados directamente al adquirente de la entrega subsiguiente, no debe impedir el mecanismo de simplificación de las operaciones triangulares, siempre que en la declaración recapitulativa se informe de las entregas subsiguientes al Estado miembro que ha facilitado el NIF/IVA utilizado por el intermediario (en este caso Eslovaquia); y que el proveedor haga lo mismo, respecto a la entrega intracomunitaria exenta, con el Estado miembro de inicio de la expedición o transporte (DGT V3242-20 de 30-10-2020).
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		3.2. Hostelería y restauración (art. 91.Uno.2.2º LIVA)

		3.3. Servicios para actividades agrícolas, ganaderas y forestales (art. 91.Uno.2.3º LIVA)

		3.4. Limpieza urbana (art. 91.Uno.2.4º LIVA)

		3.5. Servicios relacionados con residuos (art. 91.Uno.2.5º LIVA)

		3.6. Bibliotecas, Archivos y Museos (art. 91.Uno.2.6º LIVA)

		3.7. Asistencia social (art. 91.Uno.2.7º LIVA)

		3.8. Espectáculos deportivos aficionados (art. 91.Uno.2.8º LIVA)

		3.9. Ferias y exposiciones comerciales (art. 91.Uno.2.9º LIVA)

		3.10. Ejecuciones de obra de renovación y reparación (art. 91.Uno.2.10º LIVA)

		3.11. Arrendamiento con opción de compra de viviendas (art. 91.Uno.2.11º LIVA)

		3.12. Aprovechamientos por turnos de inmuebles (art. 91.Uno.2.12º LIVA)

		3.13. Intérpretes, artistas, directores y técnicos (art. 91.Uno.2.13º LIVA)





		4. Otras operaciones gravadas al tipo reducido del 10% (art. 91.Uno.3 LIVA)		4.1. Ejecuciones de obra para la construcción o rehabilitación de viviendas (art. 91.Uno.3.1º LIVA)
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		3.5. Reducción de índices por circunstancias extraordinarias (art. 38.3 y 4 RIVA)

		3.6. Compatibilidad del régimen simplificado y otros regímenes del Impuesto (art. 122 LIVA)

		3.7. Renuncia al régimen simplificado (arts. 33 y 35 RIVA)
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		7.4. Exenciones (art. 143 LIVA)

		7.5. Lugar de realización del hecho imponible (art. 144 LIVA)
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		8. El régimen especial de recargo de equivalencia		8.1. Introducción

		8.2. Ámbito de aplicación (arts. 148 LIVA; 59 RIVA 1992)
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		11.3. Opción, renuncia y exclusión (arts. 163 undecies y quaterdecies LIVA; 61 septies, octies y nonies RIVA)

		11.4. Contenido del régimen especial (arts. 163 quinquiesdecies y 163 sexiesdecies LIVA)
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		1.2. Obligaciones censales (art. 164 LIVA y Capítulo I Título II RPGIT)
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		4. Obligaciones contables y registrales (arts. 164 LIVA; 62 a 70 RIVA)		4.1. Llevanza de los libros registro

		4.2. Libros registro

		4.3. Libro registro de facturas expedidas (art. 63 RIVA)

		4.4. Libro registro de facturas recibidas (art. 64 RIVA)

		4.5. Libro registro de bienes de inversión (art. 65 RIVA)

		4.6. Libro registro de determinadas operaciones intracomunitarias (art. 66 RIVA)

		4.7. Contenido de los registros de facturación en el Sistema SII (arts. 63.3, 64.4, 65.6 y 66.3 RIVA y Orden HFP/417/2017)





		5. Obligaciones estadísticas (Reglamento 638/2004 del Parlamento Europeo y del Consejo)

		6. Presentación de declaraciones y otras obligaciones (art. 164 LIVA)





		Capítulo XII Declaraciones tributarias del IVA		1. Introducción

		2. Declaraciones-liquidaciones periódicas (art. 71 RIVA)		2.1. Período de liquidación
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